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NÚMERO 2.502

JUNTA DE ANDALUCÍA

CONSEJERÍA DE AGRICULTURA, GANADERÍA, PESCA
Y DESARROLLO SOSTENIBLE
DELEGACIÓN TERRITORIAL DE GRANADA

Solicitud para la ocupación del dominio público
marítimo-terrestre, con sombrillas y hamacas, en playa
de Cabria, t.m. de Almuñécar, por un período de 4
años. Expte.: AUT01/19/GR/0100

EDICTO

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 74.1
de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas y en el artí-
culo 152.8 y 9 del Real Decreto 876/2014, de 10 de octu-
bre, por el que se aprueba el Reglamento General de
Costas, se somete a información pública la solicitud for-
mulada por D. Eladio Carbonell Díaz, para la ocupación
del dominio público marítimo-terrestre, para la ocupa-
ción del dominio público marítimo-terrestre con sombri-
llas y hamacas, en playa de Cabria, t.m. de Almuñécar,
por un período de 4 años. Expte.: AUT01/19/GR/0100.

El proyecto que sirve de base a la solicitud estará a
disposición de cualquier persona interesada durante un
plazo de veinte (20) días hábiles, contados a partir del
día siguiente al de publicación de este anuncio en el Bo-
letín Oficial de la provincia de Granada, y podrá ser exa-
minado en las oficinas de esta Delegación Territorial, en
calle Joaquina Eguaras, nº 2, en horario de 09:00 a
14:00 de lunes a viernes, así como en la página Web de
la Consejería de Agricultura, Ganadería, Pesca y Desa-
rrollo Sostenible, a través de la url: www.juntadeanda-
lucia.es/medioambiente/informacionpublica, durante el
periodo de información pública. 

Durante este plazo podrán formularse asimismo las
alegaciones que se estimen oportunas, dirigidas a la
persona titular del órgano que adopta este acuerdo, de-
berán presentarse por escrito en cualquier registro de la
Administración, bien en el Registro Electrónico General
de la Junta de Andalucía, bien en cualquier registro de
la Consejería de Agricultura, Ganadería, Pesca y Desa-
rrollo Sostenible, o bien en cualquier otro registro admi-
nistrativo, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo
16.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedi-
miento Administrativo Común de las Administraciones
Públicas.

Granada, 13 de mayo de 2019.-La Delegada Territo-
rial, fdo.: María José Martín Gómez.

NÚMERO 2.556

JUNTA DE ANDALUCÍA

CONSEJERÍA DE EMPLEO, FORMACIÓN Y TRABAJO
AUTÓNOMO
DELEGACIÓN TERRITORIAL DE EMPLEO,
FORMACIÓN, TRABAJO AUTÓNOMO, ECONOMÍA,
CONOCIMIENTO, EMPRESAS Y UNIVERSIDAD.
GRANADA

Texto de la modificación del convenio colectivo del
Ayuntamiento de Zafarraya de Granada

EDICTO

Resolución de 19 de mayo de 2019, de la Delegación
Territorial de Granada de la Consejería de Empleo, For-
mación y Trabajo Autónomo de la Junta de Andalucía
por la que se acuerda el registro, depósito y publicación
de la Modificación del Convenio Colectivo del Ayunta-
miento de Zafarraya,

VISTO el texto de la MODIFICACIÓN DEL CONVENIO
COLECTIVO DEL AYUNTAMIENTO DE ZAFARRAYA DE
GRANADA, (con código de convenio nº 18100902012017)
adoptado entre la representación de la empresa y de los
trabajadores, presentado el día 10 de abril de 2019 ante
esta Delegación Territorial, y de conformidad con el artí-
culo 90 y concordantes del Texto Refundido de la Ley del
Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto
Legislativo 2/2015 de 23 de octubre, el Real Decreto
713/2010, de 28 de mayo, sobre registro y depósito de
convenios y acuerdos colectivos de trabajo, y demás dis-
posiciones legales pertinentes, esta Delegación Territorial
de la Consejería de Empleo, Formación y Trabajo Autó-
nomo de la Junta de Andalucía,

ACUERDA:
PRIMERO.- Ordenar la inscripción del citado Acuerdo

en el mencionado Registro de esta Delegación Territorial.
SEGUNDO.- Disponer la publicación del indicado

texto en el Boletín Oficial de la Provincia.
La Delegada Territorial, fdo.: Virginia Fernández Pérez.

ACTA DE LA COMISIÓN NEGOCIADORA CONSTITUIDA
PARA MODIFICAR LOS ARTÍCULOS DEL CONVENIO DE TRA-
BAJADORES LABORALES DE ESTE AYUNTAMIENTO Y EL
MISMO A FIN DE ADAPTARLOS A LO ESTABLECIDO EN LA
LEY 6/2018, (DISPOSICIÓN ADICIONAL QUINCUAGÉSIMA
CUARTA: PRESTACIÓN ECONÓMICA EN LA SITUACIÓN DE
INCAPACIDAD TEMPORAL AL PERSONAL AL SERVICIO DE
LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS Y ORGANISMOS Y EN-
TIDADES PÚBLICAS DEPENDIENTES DE LAS MISMAS) DE 3
DE JULIO DE PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO
PARA EL AÑO 2018.

En Zafarraya, siendo las 14 horas del día 22 de marzo
de 2019, se reúne la Comisión negociadora constituida
al efecto de de adaptar el convenio suscrito entre am-
bos a lo establecido en la Ley 6/2018 de 3 de julio.

Dicha Comisión queda integrada por los siguientes
componentes:

Por parte del Ayuntamiento:
Dª Rosana Molina Molina
D. Samuel Ortigosa Moreno
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Por parte del personal laboral:
D. Francisco Cabezas Moreno
Dª Elena Margarita Bautista Arrabal
Actúa como Secretario:
D. José Antonio Sorlozano Delgado

Una vez iniciada la sesión se procede a la revisión del
convenio, teniendo en cuenta la Ley 6/18, de 3 de julio
de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018,
(disposición adicional quincuagésima cuarta Prestación
económica en la situación de incapacidad temporal al
personal al servicio de las Administraciones Públicas y
organismos y entidades públicas dependientes de las
mismas), estableciéndose que:

Art. 36: (Se añade apartado 5)
En caso de incapacidad temporal se abonará el

100% de las retribuciones fijas del mes de inicio de la ci-
tada incapacidad temporal, incluyendo el 100% de las
pagas extraordinarias.

Y no habiendo más asuntos que tratar se levanta la
sesión, siendo las 14:00 horas y 45 minutos.

Alcaldesa, Presidenta y vocal de la mesa, fdo.: Ro-
sana Molina Molina; Concejal y vocal de la mesa, fdo.:
Samuel Ortigosa Moreno; Personal laboral y vocal de la
mesa, fdo.: Francisco Cabezas Moreno; Personal labo-
ral y vocal de la mesa, fdo.: Elena Margarita Bautista
Arrabal; Funcionario y Secretario de la mesa, fdo.: José
Antonio Sorlozano Delgado.

NÚMERO 2.557

JUNTA DE ANDALUCÍA

CONSEJERÍA DE EMPLEO, FORMACIÓN Y TRABAJO
AUTÓNOMO
DELEGACIÓN TERRITORIAL DE EMPLEO,
FORMACIÓN, TRABAJO AUTÓNOMO, ECONOMÍA,
CONOCIMIENTO, EMPRESAS Y UNIVERSIDAD.
GRANADA

Texto del convenio colectivo de la Sociedad Industrial
de Maquinaria Andaluza, S.A., de Granada

EDICTO

Resolución de 19 de mayo de 2019, de la Delegación
Territorial de Granada de la Consejería de Empleo, For-
mación y Trabajo Autónomo de la Junta de Andalucía
por la que se acuerda el registro, depósito y publicación
del Convenio Colectivo de la Sociedad Industrial de Ma-
quinaria Andaluza S.A.,

VISTO el texto DEL CONVENIO COLECTIVO DE LA
SOCIEDAD INDUSTRIAL DE MAQUINARIA ANDA-
LUZA, S.A., DE GRANADA, (con código de convenio nº
18101100012019) adoptado entre la representación de
la empresa y de los trabajadores, presentado el día 1 de
abril de 2019 ante esta Delegación Territorial, y de con-
formidad con el artículo 90 y concordantes del Texto
Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores,
aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015 de 23 de

octubre, el Real Decreto 713/2010, de 28 de mayo, so-
bre registro y depósito de convenios y acuerdos colec-
tivos de trabajo, y demás disposiciones legales perti-
nentes, esta Delegación Territorial de la Consejería de
Empleo, Formación y Trabajo Autónomo de la Junta de
Andalucía,

ACUERDA:
PRIMERO.- Ordenar la inscripción del citado Conve-

nio en el mencionado Registro de esta Delegación Terri-
torial.

SEGUNDO.- Disponer la publicación del indicado
texto en el Boletín Oficial de la Provincia.

La Delegada Territorial, fdo.: Virginia Fernández Pérez.

CONVENIO COLECTIVO DE LA EMPRESA SOCIE-
DAD INDUSTRIAL DE MAQUINARIA ANDALUZA, S.A.
(2019-2020)

CAPÍTULO PRIMERO
ÁMBITO DE APLICACIÓN
ARTÍCULO PRELIMINAR. 
El presente Convenio Colectivo de la empresa SO-

CIEDAD INDUSTRIAL DE MAQUINARIA ANDALUZA,
S.A, en adelante SIMA, S.A., se pacta entre la represen-
tación legal de los trabajadores de SIMA, S.A., consti-
tuida por los Delegados de Personal representando a
los trabajadores y la Representación de la Empresa

- D. Javier García Marina, Gerente, con D.N.I. nú-
mero: 44.259.412 Y

Por la Representación Legal de los Trabajadores, to-
dos los Delegados de Personal de la Empresa:

- D. Francisco Soldado Ortiz, con D.N.I. número
24114164 K

- D. Tomás Arroyo Abril, con D.N.I. número 24240904 P
- D. Rafael Vázquez Quero, con D.N.I. número

44.273.452 Q
Ambas partes se reconocen mutuamente la legitima-

ción para negociar el presente Convenio Colectivo.
1. COMISIÓN PARITARIA
1. Se constituirá una comisión mixta paritaria para la in-

terpretación, estudio y vigilancia del convenio colectivo.
2. La citada comisión estará formada por tres repre-

sentantes de la Empresa y la representación legal de los
trabajadores de SIMA, S.A., constituida por los tres De-
legados de Personal.

3. A las sesiones de la Comisión Paritaria podrán
asistir hasta un máximo de dos asesores por cada una
de las partes, con voz, pero sin voto.

2. COMPETENCIAS DE LA COMISIÓN MIXTA PARI-
TARIA

Serán competencias de la comisión mixta paritaria
las siguientes:

1. Interpretación del articulado del presente convenio
colectivo

2. Vigilancia del cumplimiento de lo pactado. 
3. Renegociación de las cláusulas que pudieran de-

clararse jurisdiccionalmente nulas.
4. Negociación para llevar a cabo la adaptación del

presente convenio a cambios legislativos que afecten a
materias en él reguladas
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3. NORMAS DE FUNCIONAMIENTO Y RESOLUCIÓN
DE CONFLICTOS

1. La comisión mixta paritaria se reunirá a petición de
cualquiera de las partes mediante convocatoria previa,
formulada con cinco días hábiles de antelación a la fe-
cha prevista para la reunión, con expresión del orden
del día previsto.

2. El domicilio de la comisión mixta paritaria se esta-
blece en la sede de SIMA, S.A.

3. Las decisiones de la comisión mixta deberán to-
marse por acuerdo entre las partes.

4. Del contenido de lo acordado se levantará acta
constando de dos copias, quedando una copia en po-
der de cada una de las partes. 

5. La comisión paritaria dispondrá de veinte días há-
biles, a partir de la fecha de la primera reunión para re-
solver la cuestión planteada en la convocatoria. Trans-
currido dicho plazo, quedará abierta la vía administra-
tiva o jurisdiccional competente.

6. Las partes acuerdan establecer como órganos de
mediación y arbitraje para resolver las discrepancias al
Sistema Extrajudicial de resolución de Conflictos Colec-
tivos Laborales de Andalucía (SERCLA), incluidas las
que puedan surgir para la inaplicación de las condicio-
nes de trabajo pactadas en este convenio.

4. ÁMBITO FUNCIONAL
El presente Convenio colectivo establece y regula las

normas por las que han de regirse las relaciones labora-
les entre la Empresa SIMA S.A., dedicada a la fabrica-
ción y venta de maquinaria para la construcción, y sus
trabajadores. Ha sido pactado por la dirección de la Em-
presa y la Representación Unitaria de los trabajadores
de la misma. En todo caso, lo acordado tendrá natura-
leza contractual y por tanto generará obligaciones y de-
rechos para ambas partes. Establece y regula las nor-
mas por las que han de regirse las condiciones de tra-
bajo de su personal, incluido en el ámbito de aplicación
del presente convenio

5. ÁMBITO TERRITORIAL
Por su naturaleza, este Convenio Colectivo será ex-

clusivamente de aplicación en el centro de trabajo que
la empresa tiene en la actualidad, C/ Albuñol, Parcela
250 Pol. Juncaril, en Albolote (Granada) y cualesquiera
otros que la misma empresa apertura.

6. ÁMBITO PERSONAL
Quedan sometidos a las disposiciones del presente

Convenio Colectivo exclusivamente los trabajadores de
la Empresa SIMA S.A., cualquiera que sea su categoría,
antigüedad, funciones que realicen, así como las nue-
vas incorporaciones que pudieren darse.

7. ÁMBITO TEMPORAL
La duración del presente Convenio Colectivo será de

2 años a partir del 1 de enero de 2019, cualquiera que
sea la fecha de su tramitación reglamentaria, con venci-
miento el 31 de diciembre de 2.020. 

Este Convenio Colectivo se considera por ambas
partes denunciado en tiempo y en forma, a efectos le-
gales, con dos meses de antelación a la fecha de su
vencimiento, comprometiéndose a iniciar conversacio-
nes en un plazo no superior a 15 días, para la adopción
y redacción de un nuevo convenio.

Se establece un periodo de ultra actividad de 6 me-
ses a partir de la finalización del presente convenio,
para continuar con las negociaciones si no hubiera lle-
gado a un acuerdo previo.

En caso de finalizar el periodo de ultra actividad sin
acuerdo, ambas partes se comprometen acatar el arbi-
traje del secretario provincial en Granada en el SERCLA,
en vigor en ese momento.

8. GARANTÍA DE LAS CONDICIONES LABORALES
Las empresas entregarán a los trabajadores que lo

soliciten, antes de diez días a partir de su incorporación,
al trabajo, una copia de la resolución de alta de TGSS.

Si el trabajador causa baja en la empresa, sea cual
fuere el motivo, esta quedará obligada a entregar junto
con la copia de la resolución de baja por parte de TGSS
un certificado de la Empresa, en el que haga constar los
días cotizados y cuantía de las bases establecidas, inde-
pendientemente de su tramitación electrónica al SEPE
por parte de la empresa, todo ello, dentro de los seis
días siguientes a la baja.

A efectos de que por la empresa se pueda materiali-
zar el alta y baja de la Seguridad Social y expedición de
la tarjeta de identificación los trabajadores se compro-
meten a facilitar a las empresas fotografías personales,
tipo carnet, y fotocopias del D.N.I., así como cualquier
otro documento que la empresa precise para cumplir
estos fines siendo los gastos de fotografías y fotocopias
a cargo de la empresa.

Igualmente, los trabajadores deberán mantener ac-
tualizado su domicilio.

9. FINIQUITOS
Todos los finiquitos que se suscriban, con ocasión

del cese de un trabajador, se harán por escrito.
Este finiquito se hará en presencia de un represen-

tante de los trabajadores u otros trabajadores de la em-
presa elegidos por el interesado que actuaran como tes-
tigos a no ser que el interesado renuncie a ello, no te-
niendo valor liberatorio de no cumplirse tales requisitos.

Con el preaviso de finalización de contrato se acom-
pañará propuesta de finiquito.

CAPÍTULO SEGUNDO
JORNADA DE TRABAJO, VACACIONES, EXCEDEN-

CIAS, PERMISOS Y LICENCIAS
10. JORNADA DE TRABAJO
La jornada laboral será de 1.760 horas al año de tra-

bajo efectivo, durante la vigencia 1 de enero 2019 a 31
diciembre 2020. 

Las horas anuales establecidas como jornada laboral
serán distribuidas de lunes a viernes, equivalentes a 40
horas semanales y con un máximo de 9 horas diarias.

La distribución de la jornada anual se llevará a efecto
mediante el correspondiente calendario laboral que fi-
gurará como anexo de este convenio laboral.

Antes del día 30 de noviembre de cada año, se reu-
nirá Empresa y Comité de Empresa o delegados de per-
sonal y elaborará el calendario laboral del ejercicio pos-
terior, que se aceptará por ambas partes, para la distri-
bución de la jornada laboral anual que será acordada
desde el 1 de enero hasta el 31 de diciembre.
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Si no existe acuerdo para la distribución de los días
de ajuste de jornada si los hubiere serán determinados
alternativamente siguiendo este orden primero elije la
empresa y posteriormente los delegados y así consecu-
tivamente hasta el total de días de ajuste. (Ejemplo si
hay 5 días de ajuste de Jornada la empresa elije 3 y los
delegados de personal elijen 2).

11. VACACIONES
Todo el personal afectado por este convenio sea cual

fuese su antigüedad en la empresa, tendrá derecho a
disfrutar un período de vacaciones, que no se podrá
compensar económicamente, salvo en los casos en los
que por cese antes de la finalización del año natural no
haya sido posible su disfrute.

El período de vacaciones se fija en 30 días naturales
al año, de los cuales al menos 22 días serán laborables,
o parte proporcional en función del tiempo de servicios
del trabajador en el año natural. 

El período de vacaciones se fijará en el calendario la-
boral, tal y como se establece en el artículo 7. Podrá acor-
darse el disfrute en dos partes, de las que al menos 14
días laborables consecutivos serán en el mes de agosto.

El devengo del período de vacaciones será el año na-
tural, de 1 de enero a 31 de diciembre, ajustándose el
período a la fecha de ingreso y a la fecha de cese. 

El trabajador que cese en el transcurso del año sin
haber disfrutado el período de vacaciones que le co-
rresponda, tendrá derecho al importe de la parte pro-
porcional y de la bolsa de vacaciones que le corres-
ponda, computándose la fracción de semana o de mes
a estos efectos como unidad completa.

Se establece una bolsa de vacaciones para 2019 y
2020 en la cantidad de 240 euros brutos anuales. Dicha
bolsa de vacaciones se percibirá por cada trabajador en
la nómina de julio.

12. EXCEDENCIAS
Todos los trabajadores con antigüedad en la empresa

de al menos un año, tendrán derecho a que se les reco-
nozca la situación de excedencia voluntaria por el plazo,
mínimo de 4 meses y máximo de 5 años, con las garan-
tías que establezca la ley vigente en cada momento.

Este derecho solo podrá ser ejercitado otra vez por el
mismo trabajador si han transcurrido 4 años desde el fi-
nal de la anterior excedencia.

La excedencia forzosa por la designación de un
cargo público o para aquellos trabajadores que ejerzan
funciones sindicales de ámbito provincial o superior,
será por el tiempo que ejerzan dicho cargo, debiéndose
de incorporar al término de un mes al finalizar dicho
cargo público, debiendo la empresa readmitirlo en el
mismo puesto o categoría profesional.

13. PERMISOS Y LICENCIAS 
El trabajador, mediando en la medida de lo posible

preaviso con suficiente antelación y justificándolo ade-
cuadamente, podrá faltar o ausentarse del trabajo con
derecho a remuneración y no recuperación por alguno
de los motivos que a continuación se exponen:

* 15 días naturales en caso de matrimonio.
* 3 días por nacimiento de hijo; en caso de interven-

ción quirúrgica, se ampliará a dos días más.
* 2 días por enfermedad grave o fallecimiento del

cónyuge, hijos, padre o madre.

* 2 días por fallecimiento o enfermedad grave de pa-
dres políticos, nietos, hermanos, abuelos y hermanos
políticos.

* 1 día por matrimonio de hijos o hermanos.
En los supuestos anteriores se ampliará el plazo a

dos días más cuando se requiera desplazamiento fuera
de la provincia.

* 1 día por traslado de su domicilio habitual.
* 4 horas por fallecimiento de tíos carnales.
* 4 horas por fallecimiento de sobrinos.
* 2 horas de libre disposición. Los trabajadores podrán

disfrutar de dos horas al año de libre disposición, de-
biendo preavisar a la empresa con una antelación de siete
días y salvando siempre las necesidades de la misma.

* 5 horas anuales para la asistencia a asambleas,
convocadas por las Centrales Sindicales firmantes del
Convenio o Delegados Sindicales.

* Por el tiempo necesario para el cumplimiento de un
deber inexcusable de carácter público y personal.

* Por el tiempo indispensable para la visita al médico
y especialista.

Cuando conste en una norma legal, un período de-
terminado, se estará a lo dispuesto a esta norma, en
cuanto a la duración de la ausencia y a su compensa-
ción económica.

Por el tiempo establecido para disfrutar de los dere-
chos educativos y generales y de la Formación Profe-
sional en los supuestos y en las formas reguladas por la
Ley en cada momento. 

CAPÍTULO TERCERO
SALARIOS, PLUSES Y RÉGIMEN ECONÓMICO
14. SALARIOS Y REVISIONES
El salario día para el período 01/01/2019 al

31/12/2019 para cada categoría será el que se especifica
en el Anexo de retribuciones adjunta al presente Conve-
nio Colectivo, resultante de la aplicación de un incre-
mento de 2.75 puntos porcentuales sobre la tabla sala-
rial vigente a 31/12/2018.

Para el segundo año de vigencia esto es, la compren-
dida entre 01/01/2020 a 31/12/2020, el salario día se in-
crementarán en 2,75 puntos porcentuales sobre la tabla
salarial vigente a 31/12/2019. Se especifica en el Anexo
adjunto al presente Convenio.

15. PROMOCIÓN ECONÓMICA O ANTIGÜEDAD
Se establece un complemento salarial de promoción

económica o antigüedad que será percibido por los tra-
bajadores en razón de su permanencia en la empresa. 

Este complemento salarial consiste en el abono de
trienios en cuantía de un 3% sobre el salario base co-
rrespondiente a la categoría profesional del trabajador,
con un límite máximo de un 15%. 

Los trabajadores que a 04-02-1995 superen el límite
antes establecido, lo mantendrán y si estuviesen en de-
vengo de un nuevo trienio lo consolidarán, quedando a
partir de ese momento congelado el porcentaje del
complemento de antigüedad.

16. PLUS de ACTIVIDAD
El sistema de incentivos Plus de Actividad se esta-

blece en función de la obtención de unos rendimientos
mínimos exigibles bien a nivel individual o por equipos.
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El pago de este Plus de Actividad será en función de
la categoría profesional y nivel de aptitud y cooperación
del operario, según Anexo “Categorías, Sueldo, Plus
Actividad -Convenio 2019- “. Se abonarán en 12 pagas
mensuales, no se incluirá en las pagas extras anuales.

A cada trabajador o equipo se le concederá un tiempo
para realizar determinadas fases u operaciones de
acuerdo con un método preestablecido. Este tiempo
será definido como normal (estándar) en base 100, y
será consecuencia de unos cronometrajes realizados.
y/o estimados, y/o en fase de Lanzamiento para alcan-
zar las producciones óptimas.

El tiempo normal es el resultante de sumar el tiempo
de preparación de máquina dividido por el lote a produ-
cir (en aquellas operaciones que lo requieran) y los
tiempos de ejecución unitarios. 

Este tiempo es exigible y obligado para el cobro del
Plus de Actividad en base 100.

En toda toma de cronometrajes, se avisará al opera-
rio que se procede a la medición de dicha tarea, opera-
ción, o fase.

La Oficina Técnica establecerá el porcentaje máximo
admisible por defectos de calidad imputable al operario
en función de su puesto de trabajo, la obtención de un
porcentaje superior será sancionable.

Para la obtención del Plus de Actividad será necesa-
rio obtener los rendimientos mínimos exigidos por la
Empresa, y reflejados por el operario en el boletín de
trabajo que se le facilitará.

Es por tanto de obligado cumplimiento la recepción
del boletín, así como su cumplimentación en todos los
apartados exigidos y su entrega en el tiempo requerido.

17. GRATIFICACIONES PERIÓDICAS DE VENCI-
MIENTO SUPERIOR AL MES

Habrá dos gratificaciones extraordinarias al año, con-
sistentes cada una de ellas en 30 días de salario base
más el plus de antigüedad. 

Dichas gratificaciones se abonarán, como máximo,
en las fechas de 21 de julio y 20 de diciembre. Su de-
vengo será semestral, teniendo en cuenta que el se-
mestre se regirá desde el 1 de enero al 30 de junio y
desde el 1 de julio al 31 de diciembre.

El trabajador que ingrese o cese en el transcurso del se-
mestre, se le calculará la proporcionalidad de las mismas.

La bolsa de vacaciones recogida en el art. 8 del pre-
sente convenio, tendrá el carácter de anual y para el cál-
culo de la proporcionalidad para ingresos y ceses de
personal, se tomará la referencia del año natural, desde
el 1 de enero al 31 de diciembre. 

18. DIETAS Y GASTOS DE DESPLAZAMIENTO
Serán por cuenta de la Empresa todos los gastos de

viajes que se realicen por motivos laborales fuera del
centro de trabajo. Cuando el trabajador utilice trans-
porte público, el importe total del gasto realizado y jus-
tificado mediante factura o documento equivalente. En
de utilización de vehículo privado, se abonará por kiló-
metro recorrido el importe establecido por la ley de
IRPF en vigor en cada momento. Igualmente serán por
cuenta de la empresa los gastos normales de manuten-
ción y estancia en restaurantes, hoteles y demás esta-
blecimientos de hostelería.

Para que los gastos de viaje sean compensados, el
trabajador necesariamente debe de cumplir los siguien-
tes requisitos:

El viaje deberá haber sido solicitado previamente y
autorizado u ordenado por el Director del Departa-
mento, indicando el detalle del viaje, recursos necesa-
rios, fecha, motivo y objetivos del mismo. 

* La emisión de billetes y reserva de hoteles debe ser
autorizada previamente por la Dirección General.

* Todos los gastos serán debidamente justificados
mediante facturas o documentos equivalentes fiscal-
mente admitidos, en los que se describan con detalle
todos los conceptos del gasto.

Lo previsto en este artículo será de aplicación a todo
el personal de la empresa SIMA S.A.

19. PAGO DE RETRIBUCIONES
La empresa, coincidiendo con el último día laborable

del mes, abonará los correspondientes salarios me-
diante transferencia bancaria o talón bancario.

Asimismo, la empresa entregará a todo el personal
justificantes del pago mensual, en los que se describa
con claridad todos los conceptos económicos que per-
cibe el trabajador, se hará dentro de la jornada de trabajo. 

20. HORAS EXTRAORDINARIAS
Se estará a lo que disponga la ley vigente en cada

momento. Siempre que sea posible, la Empresa avisará
con antelación del periodo que ocuparán dichas horas.

El precio de las horas extras para el período
01/01/2019 al 31/12/2019 para cada categoría será el
que se especifica en el Anexo de retribuciones adjunta
al presente Convenio Colectivo, resultante de la aplica-
ción de un incremento de 2.75 puntos porcentuales so-
bre el precio de las horas extras de la tabla salarial vi-
gente a 31/12/2018.

Para el segundo año de vigencia esto es, la compren-
dida entre 01/01/2020 a 31/12/2020, el precio de las ho-
ras extras se incrementará en 2,75 puntos porcentuales
sobre el precio de las horas extras la tabla salarial vi-
gente a 31/12/2019. 

El precio de estas horas será el reflejado en el Anexo
“Categorías, Sueldo, Plus Actividad - Convenio 2019-
2020”.

21. COMPLEMENTO EN CASO DE ENFERMEDAD O
ACCIDENTE.

Se establecen los siguientes complementos a las
prestaciones de Incapacidad Laboral, según la contin-
gencia que lo origine:

a. Accidente laboral y enfermedad profesional: la
empresa abonará hasta el 100 % del salario base conve-
nio, más pluses, así como cualquier otro complemento
que pudiera existir, desde el primer día de producirse la
baja. Así mismo, la empresa queda obligada a abonar
los tres primeros días por I.T., enfermedad común o ac-
cidente no laboral que se produzcan en el año y por una
sola vez.

b. Enfermedad común, accidente no laboral: la em-
presa Sima S.A. para la vigencia desde el 1-1-2019 al
31-12-2020, completará hasta el 100% del salario base
más el Plus Actividad, a partir del decimotercer día de
baja, con independencia de las cantidades que el traba-
jador reciba de la Seguridad Social en concepto de I.T.,
enfermedad común o accidente no laboral.
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Así mismo, la empresa queda obligada a abonar los
tres primeros días por I.T. derivados de enfermedad co-
mún o accidente no laboral del primer proceso de inca-
pacidad temporal que, cada trabajador, sufra en el año
natural. 

La empresa podrá contratar una póliza de seguros
que garantice el pago de este complemento.

22. INDEMNIZACIÓN POR INVALIDEZ O MUERTE.
La empresa Sima S.A. concertará una póliza de segu-

ros para sus trabajadores. Dicho seguro cubrirá los si-
guientes riesgos y cuantías.

* Muerte por accidente laboral o enfermedad profe-
sional, 7.500 euros

* Gran invalidez, invalidez absoluta para todo trabajo
y muerte por causa distinta de la expresada en el punto
anterior, 5.500 euros.

* Invalidez permanente total para el trabajo habitual,
2.500 euros.

Lo establecido en el presente artículo, se entiende sin
perjuicio de las prestaciones que pudiera tener el traba-
jador por la Seguridad Social.

Si la empresa no cumpliera con dicha obligación,
será responsable directamente del pago de la indemni-
zación establecida en cada caso en este artículo.

CAPÍTULO 4
CONTRATACIÓN LABORAL
23. CONTRATOS DE TRABAJO
La contratación de nuevos trabajadores se realizará a

través de las distintas modalidades de contratación es-
tablecidas en la ley vigente en cada momento.

24. PERIODO DE PRUEBA
Será de aplicación lo dispuesto en la Ley vigente en

cada momento.
25. GRATIFICACIÓN POR FIDELIDAD Y VINCULA-

CIÓN A LA EMPRESA
Para premiar la fidelidad y permanencia de los traba-

jadores en la empresa se pacta que aquellos trabajado-
res que cesen voluntariamente en la misma tendrán de-
recho a percibir una indemnización con cargo a la em-
presa, las siguientes cantidades:

* A los 60 años, 12 mensualidades de su salario úl-
timo, pagaderas como máximo en doce meses.

* A los 61 años, 11 mensualidades de su salario úl-
timo, pagaderas como máximo en once meses.

* A los 62 años, 10 mensualidades de su salario úl-
timo, pagaderas como máximo en diez meses.

* A los 63 años, 9 mensualidades de su salario úl-
timo, pagaderas como máximo en nueve meses.

Para optar a la gratificación por fidelidad a la em-
presa, el trabajador deberá tener como mínimo una an-
tigüedad en la empresa de diez años. Dicha facultad no
podrá ser ejercitada cuando la empresa se encuentre en
situación económica que le impida afrontar las conse-
cuencias económicas de la misma.

Las partes acuerdan que las gratificaciones pactadas
nacen exclusivamente como consecuencia de la extin-
ción de la relación laboral y que no tienen en ningún
caso el carácter de complemento de la pensión que en
su caso le pueda corresponder al trabajador de la Segu-
ridad Social, ni la naturaleza de mejora voluntaria de las

prestaciones públicas, ni suponen compromiso de pen-
sión de clase alguna.

El trabajador que reciba esta gratificación se compro-
mete a no trabajar, después de causar baja en SIMA, en
empresas que se consideren competidoras de SIMA. La
empresa podrá exigir la devolución de dicha gratifica-
ción en caso de incumplir el anterior pacto de no com-
petencia, dentro del periodo que va desde su cese vo-
luntario hasta su jubilación.

CAPÍTULO 5
SALUD, SEGURIDAD LABORAL Y FORMACIÓN
26. SEGURIDAD Y SALUD LABORAL
En materia de Seguridad y Salud en el trabajo será de

aplicación las leyes que rijan en cada momento y las
normas que las desarrollen. Actualmente la Ley de Pre-
vención de Riesgos Laborales (L.P.R.L.), 31/1995 de 8
de noviembre y el Reglamento de los servicios de Pre-
vención B.O.E. nº 27 de 31 de enero de 1997 R.D. 39/97
de 17 de enero. 

27. ROPA DE TRABAJO
La ropa de trabajo que entregará la empresa a su per-

sonal consistirá en dos equipos al año, uno cada seis
meses. La fecha de entrega de los mismos será en los
meses de marzo y septiembre.

Los trabajadores que ingresen en la empresa SIMA
S.A. se les entregaran dos equipos. Asimismo, la em-
presa entregará todas las prendas necesarias y ropa de
trabajo que independientemente de las aquí fijadas, fue-
sen necesarias para el trabajo a realizar conjuntamente
con los EPI.

La empresa proporcionará las prendas más adecua-
das dependiendo de las circunstancias tanto de uso
como las climatológicas existentes en cada puesto de
trabajo, de acuerdo a los criterios que se establezcan en
el Comité de Seguridad y Salud Laboral.

28. HERRAMIENTAS
La Empresa deberá poner a disposición de los traba-

jadores todos los útiles y herramientas necesarias para
el trabajo. 

29. FORMACIÓN
Se estará a lo que establezca la ley vigente en cada

momento.

CAPÍTULO 6
DERECHOS GENERALES, Y DISPOSICIONES SINDI-

CALES
30. INVIOLABILIDAD DE LA PERSONA DEL TRABA-

JADOR
Sin el consentimiento del trabajador no podrá reali-

zarse registros sobre su persona, ni en su taquilla ni de-
más efectos personales, sin perjuicio de lo dispuesto en
la ley de Enjuiciamiento Criminal y Estatuto de los Tra-
bajadores.

31. RÉGIMEN DISCIPLINARIO
El régimen de faltas y sanciones de aplicación del

presente convenio será el que establezca el Estatuto de
los Trabajadores y el Acuerdo Estatal del Sector Metal.

32. DISPOSICIONES SINDICALES.
DELEGADOS DE LOS SINDICATOS
En las empresas con más de 50 trabajadores y hasta

100, se nombrará un delegado por los Sindicatos fir-
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mantes con las funciones que a continuación se deta-
llan y que deberá recaer su nombramiento en la per-
sona de un Delegado de personal o miembro del Co-
mité de Empresa.

En las empresas de más de 100 trabajadores, se po-
drá nombrar un Delegado Sindical entre los afiliados de
los Sindicatos firmantes, que tendrá los mismos dere-
chos y garantías que los Delegados o miembros del Co-
mité de empresa.

FUNCIONES DE LOS DELEGADOS SINDICALES
Primero. Representar y defender los intereses del

Sindicato a quien represente y de los afiliados del
mismo en la empresa y servir de instrumento de comu-
nicación entre su Central Sindical o Sindicato y la Direc-
ción de las respectivas empresas.

Segundo. Podrá asistir a las reuniones del Comité de
empresa, Comité de Seguridad y Salud en el trabajo y
Comités Paritarios de interpretación con voz y sin voto y
siempre que tales órganos admitan previamente su pre-
sencia.

Tercero. Tendrá acceso a la misma información y do-
cumentación que la empresa deba poner a disposición
del Comité de Empresa, de acuerdo con lo regulado a
través de la Ley estando obligados a guardar sigilo. Po-
seerán las mismas garantías y derechos reconocidos
por la Ley, Convenios Colectivos y por el presente Con-
venio a los miembros del Comité de empresa.

Cuarto. Serán oídos por la empresa en el tratamiento
de aquellos problemas de carácter colectivo que afec-
ten a los trabajadores en general y a los afiliados al Sin-
dicato.

Quinto. Serán asimismo informados y oídos por la
empresa con carácter previo:

a) Acerca de los despidos y sanciones que afecten a
los afiliados al Sindicato.

b) En materia de reestructuraciones de plantilla, regu-
laciones de empleo, traslado de trabajadores, cuando
revista carácter colectivo o de centro de trabajo general
y sobre todo proyecto o acción empresarial que pueda
afectar substancialmente a los intereses de los trabaja-
dores.

c) La implantación o revisión de sistema de organiza-
ción del trabajo o cualquiera de sus posibles conse-
cuencias.

Sexto. Podrán recaudar cuotas a sus afiliados, repar-
tir propaganda sindical y mantener reuniones con los
mismos, todo ello fuera de las horas efectivas de tra-
bajo.

Séptimo. Con la finalidad de facilitar la difusión de
aquellos avisos que pudiera interesar a los respectivos
trabajadores en general, la empresa pondrá a disposi-
ción del Sindicato cuya representación ostente el Dele-
gado, un tablón de anuncios que deberá establecerse
dentro de la Empresa y en lugar donde se garantice en
la medida de lo posible, un adecuado acceso al mismo
por los trabajadores.

Cuota Sindical. A requerimiento de los trabajadores
afiliados a las Centrales o Sindicatos que ostenten la re-
presentación a que se refiere este apartado, las empre-
sas descontarán en la nómina mensual de los trabaja-
dores, el importe de la cuota sindical correspondiente.

El trabajador interesado en la realización de tal opera-
ción, remitirá a la dirección de la empresa un escrito en
el que se haga constar con claridad la orden de des-
cuento la Central o

Sindicato a que pertenece, la cuantía de la cuota, así
como el número de la cuenta corriente o libreta de caja
de ahorros a la que debe ser transferida la correspon-
diente cantidad. Las empresas efectuaran las antedi-
chas detracciones, salvo indicación en contrario, du-
rante períodos de un año. La dirección de la empresa
entregará copia de las transferencias a la representa-
ción sindical en la empresa si la hubiera.

DE LOS COMITÉS DE EMPRESA
Primero. Sin perjuicio de los derechos y facultades

concedidas por las leyes, se reconoce a los Comités de
empresa las siguientes funciones:

a) Ser informados por la dirección de la empresa:
* Trimestralmente, sobre la evolución general del

sector económico al que pertenece la empresa sobre la
evolución de los negocios y la situación de la produc-
ción y ventas de la entidad sobre su programa de pro-
ducción y evolución probable del empleo en la empresa.

* Anualmente, conocer y tener a su disposición el ba-
lance, la cuenta de resultados, la memoria, y en el caso
de que la empresa revista la forma de sociedad por ac-
ciones o participaciones, de cuantos documentos se
den a conocer a los socios.

* Con carácter previo a su ejecución por la empresa,
sobre las reestructuraciones de plantilla, cierres totales
o parciales, definitivos o temporales y las reducciones
de jornada, sobre el traslado total o parcial de las insta-
laciones empresariales y sobre los planes de formación
profesional de la empresa.

b) En función de la materia de que se trate:
* Sobre la implantación o revisión de sistemas de or-

ganización del trabajo y cualquiera de sus posibles con-
secuencias; estudios de tiempos establecidos de sis-
tema de prima, o incentivos y valoraciones de los pues-
tos de trabajo.

* Sobre la fusión, absorción o modificación del status
jurídico de la empresa, cuando ello suponga cualquier
incidencia que afecte el volumen del empleo.

* El empresario facilitará al Comité de empresa el
modelo o modelos de contratos de trabajo que habi-
tualmente utilice, estando legitimado el Comité para
efectuar las reclamaciones oportunas ante la empresa
y, en su caso, la autoridad laboral competente.

* Sobre sanciones impuestas por faltas muy graves,
y en especial, en supuestos de despidos.

* En lo referente a las estadísticas sobre el índice de
absentismo y sus causas los accidentes de trabajo y en-
fermedades profesionales y sus consecuencias, los ín-
dices de siniestralidad, o el movimiento de ingresos, ce-
ses y los ascensos.

c) Ejercer una labor de vigilancia sobre las siguientes
materias:

* Cumplimiento de las normas vigentes en materia la-
boral y Seguridad Social, así como el respeto de los pac-
tos, condiciones o usos de la empresa en vigor, formu-
lando en su caso las acciones legales oportunas ante la
empresa y los organismos o tribunales competentes.
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* La calidad de la docencia y de la efectividad de la
misma en los centros de formación y capacitación de la
empresa.

* Las condiciones de seguridad e higiene en el desa-
rrollo del trabajo en la empresa.

d) Participar como reglamentariamente se determine
en la gestión de obras sociales establecidas en benefi-
cio de los trabajadores o de sus familiares.

e) Colaborar con la dirección de la empresa para con-
seguir el cumplimiento de cuantas medidas procuren el
mantenimiento y el incremento de la productividad de
la empresa.

f) Se reconoce al Comité de Empresa capacidad pro-
cesal como órgano colegiado para ejercer acciones ad-
ministrativas o judiciales en todo lo relativo al ámbito de
su competencia.

g) Los miembros del Comité de Empresa y este en su
conjunto, observarán sigilo profesional de acuerdo con
la Legislación Vigente.

a) El Comité velará no sólo porque en los procesos
de selección de personal se cumpla la normativa vi-
gente o pactada, sino también por los principios de no
discriminación, de igualdad de sexo, y fomento de una
política racional de empleo.

Segundo. Garantías.
a) Ningún miembro de Comité de empresa o dele-

gado de personal podrá ser despedido o sancionado
durante el ejercicio de sus funciones, ni dentro del año
siguiente a su cese, salvo que este se produzca por re-
vocación o dimisión y siempre que el despido o la san-
ción se base en la actuación del trabajador, en el ejerci-
cio legal de su representación.

Si el despido o cualquier otra sanción por supuestas
faltas graves o muy graves obedecieran a otras causas
deberá tramitarse expediente contradictorio, en el que
serán oídos aparte del interesado, el Comité de em-
presa o restantes delegados del personal y el delegado
del Sindicato a que pertenece, en el supuesto de que se
hallare reconocido como tal en la empresa.

Poseerán prioridad de permanencia en la empresa o
centro de trabajo respecto a los demás trabajadores en
el supuesto de suspensión o extinción por causas tec-
nológicas o económicas.

b) No podrán ser discriminados en su promoción
económica o profesional por causa o en razón del de-
sempeño de su representación.

c) Los miembros del Comité podrán acumular en
uno o varios de sus miembros las horas sindicales que
anualmente le corresponda, pudiendo quedar releva-
dos de sus trabajos sin perjuicio de su remuneración;
será prerrogativa de los delegados el designar en quien
o quienes acumulan las horas sindicales, dichas horas
serán las siguientes:

- Hasta 100 trabajadores: 197 horas anuales por dele-
gado.

- De 101 a 250 trabajadores: 257 horas anuales por
delegado.

- De 251 a 500 trabajadores: 377 horas anuales por
delegado.

- De 501 a 750 trabajadores: 437 horas anuales por
delegado.

- De 751 en adelante: 497 horas anuales por dele-
gado.

La acumulación de las horas a que se hace alusión fa-
culta a los representantes para que puedan hacer uso
de las mismas cuando lo precisen, sin limitación pro-
porcional alguna con referencia a semana o mes. No se
computarán dentro de éstas horas las que se produzcan
con motivo de la designación de delegados de perso-
nal, miembros de comité o delegados sindicales como
componentes de comisiones negociadoras de conve-
nio colectivos, tampoco computarán las horas de reu-
niones con la empresa, cuando sea ésta la que convoca
dicha reunión, ni las horas empleadas en funciones de
salud laboral. 

El Comité de Empresa podrá ejercer libertad de ex-
presión en el interior de la empresa en las materias pro-
pias de su representación pudiendo publicar o distribuir
por los puestos de trabajo sin perturbar el normal desen-
volvimiento del proceso productivo, aquellas publica-
ciones de interés laboral o social, comunicando todo
ello a la empresa y ejerciendo tales tareas de acuerdo
con la norma legal vigente al efecto. No será conside-
rado que se perturba el normal desenvolvimiento del
proceso productivo, cuando la interrupción en cada uno
de los puestos de trabajo no sea superior a 3 minutos.
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Nivel 1 Nivel 2 Nivel 3

Oficial 1ª 42,58 €            465,32 €            435,82 €          -  €                   14,82 €        

Oficial 2ª 42,23 €            392,99 €            373,56 €          364,01 €              14,05 €        

Oficial 3ª 42,11 €            304,13 €            265,29 €          250,66 €              13,29 €        

Especialista 41,93 €            206,70 €            192,28 €          -  €                   11,10 €        

Peón Especialista 41,93 €            206,70 €            -  €                -  €                   11,10 €        

Oficial 1ª Administrativo 44,01 €            465,32 €            435,82 €          -  €                   14,82 €        

Oficial 2ª Administrativo 42,64 €            392,99 €            373,56 €          364,01 €              14,05 €        

Oficial 3ª Administrativo 42,15 €            304,13 €            265,28 €          250,66 €              13,29 €        

Jefe 1ª Administrativo 48,62 €            -  €                  -  €                -  €                   15,31 €        

Encargado 44,48 €            -  €                  -  €                -  €                   15,97 €        

Comercial 44,62 €            -  €                  -  €                -  €                   -  €            

Perito con Responsab. 55,12 €            -  €                  -  €                -  €                   -  €            

Encargado (*) 44,48 €            -  €                  -  €                -  €                   13,29 €        

Categorías, Sueldo, Plus Actividad (Convenio 2019-2020) Desde 01.01.2019 al 31.12.2019

Salario Día
Plus de Actividad

H. Extras

�

�

Nivel 1 Nivel 2 Nivel 3

Oficial 1ª 43,75 €            465,32 €            435,82 €          -  €                   15,23 €        

Oficial 2ª 43,39 €            392,99 €            373,56 €          364,01 €              14,44 €        

Oficial 3ª 43,27 €            304,13 €            265,29 €          250,66 €              13,65 €        

Especialista 43,09 €            206,70 €            192,28 €          -  €                   11,41 €        

Peón Especialista 43,09 €            206,70 €            -  €                -  €                   11,41 €        

Oficial 1ª Administrativo 45,22 €            465,32 €            435,82 €          -  €                   15,23 €        

Oficial 2ª Administrativo 43,82 €            392,99 €            373,56 €          364,01 €              14,44 €        

Oficial 3ª Administrativo 43,31 €            304,13 €            265,28 €          250,66 €              13,65 €        

Jefe 1ª Administrativo 49,95 €            -  €                  -  €                -  €                   15,73 €        

Encargado 45,70 €            -  €                  -  €                -  €                   16,41 €        

Comercial 45,85 €            -  €                  -  €                -  €                   -  €            

Perito con Responsab. 56,64 €            -  €                  -  €                -  €                   -  €            

Encargado (*) 45,70 €            -  €                  -  €                -  €                   13,65 €        

Salario Día
Plus de Actividad

H. Extras

Categorías, Sueldo, Plus Actividad (Convenio 2019-2020) Desde 01.01.2020 al 31.12.2020

�

�

�

�

�

�

�
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NÚMERO 2.547

JUZGADO DE INSTRUCCIÓN NÚMERO NUEVE DE
GRANADA

Juicio de delito leve núm. 23/19

EDICTO

Dª Rosario Córdoba Campos, Letrada de la Adminis-
tración de Justicia del Juzgado de Instrucción número
Nueve de Granada

HACE SABER: Que en el Juicio de Delito Leve se-
guido en este Juzgado bajo el número nº 23/2019 en
virtud de denuncia de Wissal Aouad contra Soufiane
Debbaghnour delito leve de lesiones se ha dictado sen-
tencia de fecha 26/03/2019 del tenor literal siguiente:

FALLO
Que debo absolver y absuelvo a Soufiane Debbagh-

nour de los hechos denunciados en su contra, declarán-
dose de oficio las costas procesales.

Contra esta sentencia cabe recurso de apelación en
el plazo de cinco días siguientes a su notificación por
medio de escrito a presentar ante este mismo Juzgado.

Así por esta mi sentencia, lo pronuncio, mando y firmo.

Y para que sirva de notificación a la denunciante Wis-
sal Aouad y denunciado Soufiane Debbaghnour actual-
mente en paradero desconocido, expido el presente
para su publicación en el Boletín Oficial de la Provincia.

Granada, 14 de mayo de 2019.- La Letrada de la Ad-
ministración de Justicia, fdo.: Rosario Córdoba Campos.

NÚMERO 2.548

JUZGADO DE LO SOCIAL NÚMERO DOS DE
GRANADA

EDICTO

Procedimiento: Despidos/Ceses en general 267/2019
Negociado: L.
N.I.G.: 1808744420190001568
De: Dª María Amparo Quirantes Blanco
Abogado: Gonzalo Torres Sagaz
Contra: Ingeniería y Telecomunicaciones Jaén, S.L.U.,
Ventis Telecom, S.L., Redfreecom, S.L. y Fondo de Ga-
rantía Salarial

Dª María del Mar Salvador de la Casa, Letrada de la
Administración de Justicia del Juzgado de lo Social nú-
mero Dos de Granada.

HACE SABER: Que en este Juzgado se sigue el pro-
cedimiento nº 267/19, seguidos a instancia de Dª Mª
Amparo Quirantes Blanco, contra Redfreecom, S.L.,
Ventis Telecom, S.L. y Ingeniería y Telecomunicaciones
Jaén, S.L.U., en el que se ha dictado RESOLUCIÓN de
fecha 13/03/19 (Decreto Admisión demanda y señala-

miento a juicio) haciéndoles saber que contra la misma
cabe recurso de reposición conforme a lo establecido
en el art. 239.4 de la LRJS en el plazo de tres días conta-
dos a partir del siguiente al de la notificación (publica-
ción de en el Boletín Oficial de la Provincia) de conformi-
dad con los establecido en el art. 186 y 187 de la LRJS.

Que el procedimiento se encuentra a disposición de la
demandada en la secretaria de este Juzgado de lo Social,
sito en Av. del Sur 5, Edificio La Caleta (Granada), donde
podrá tener conocimiento íntegro de la resolución.

Y para que sirva de Citación a Juicio para el próximo
día 30 de octubre de 2019, a las 10:40 horas, al deman-
dado Ventis Telecom, S.L. actualmente en paradero
desconocido, expido el presente para su publicación en
el Boletín Oficial de la Provincia.

Granada, 23 de mayo de 2019.- La Letrada de la Ad-
ministración de Justicia, fdo.: María del Mar Salvador
de la Casa.

NÚMERO 2.549

JUZGADO DE LO SOCIAL NÚMERO DOS DE
GRANADA

Autos núm. 362/19

EDICTO

Dª María del Mar Salvador de la Casa, Letrada de la
Administración de Justicia del Juzgado de lo Social nú-
mero Dos de Granada,

HACE SABER: Que en los autos número 362/2019 se
ha dictado Diligencia Ordenación de fecha 14 de mayo
de 2019 por la Letrada de la Administración de Justicia,
de este Juzgado, en el que se señala fecha y hora para
la práctica del acto de juicio y tras el mismo se libra Ce-
dula de Citación es del tenor literal que sigue:

D. María del Mar Salvador de la Casa, Letrada de la
Administración de Justicia del Juzgado de lo Social nú-
mero Dos de Granada.

CÉDULA DE CITACIÓN

Por DECRETO dictada por la Sra. Letrada de la Admi-
nistración de Justicia del Juzgado de lo Social número
Dos de Granada, en esta fecha de hoy en los autos nú-
mero 362/2019, seguidos a instancias de doña Patricia
Pérez García contra empresa Christian Casini y Fondo
de Garantía Salarial sobre despido y reclamación de
cantidad se ha acordado citar a Vd., para que el pró-
ximo día 25 de noviembre de 2019 a las 11,20 horas,
comparezca ante este Juzgado ubicado en Avda. del
Sur 5, Edificio La Caleta, para la celebración de los actos
de conciliación y juicio en su caso, advirtiéndole que es
única convocatoria y que deberá concurrir con todos
los medios de prueba de que intente valerse, que la in-
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comparecencia del actor supondrá el desistimiento de
la demanda y que no se suspenderán los actos por in-
comparecencia injustificada del demandado así como
se requiere al representante legal de la empresa a fin de
que comparezca a prestar Confesión Judicial, y aporte
la documental solicitada en el otrosí de su demanda,
bajo apercibimiento que de no comparecer se le podrá
tener por confeso.

Expido el presente para que sirva de Citación a la em-
presa Christian Casini con la advertencia de que las si-
guientes notificaciones se harán en estrados, salvo las
que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se
trate de emplazamientos.

Granada, 14 de mayo de 2019.- La Letrada de la Ad-
ministración de Justicia, fdo.: María del Mar Salvador
de la Casa.

NÚMERO 2.550

JUZGADO DE LO SOCIAL NÚMERO DOS DE
GRANADA

Autos núm. 141/19

EDICTO

Dª María del Mar Salvador de la Casa, Letrada de la
Administración de Justicia del Juzgado de lo Social nú-
mero Dos de Granada,

HACE SABER: Que en los autos número 141/2019 se
ha dictado Diligencia Ordenación de fecha 15 de mayo
de 2019 por la Letrada de la Administración de Justicia,
de este Juzgado, en el que se señala fecha y hora para
la práctica del acto de juicio y tras el mismo se libra CÉ-
DULA DE CITACIÓN es del tenor literal que sigue:

Dª María del Mar Salvador de la Casa, Letrada de la
Administración de Justicia del Juzgado de lo Social nú-
mero Dos de Granada,

CÉDULA DE CITACIÓN

Por DECRETO dictada por la Sra. Letrada de la Admi-
nistración de Justicia, del Juzgado de lo Social número
Dos de Granada, en esta fecha de hoy en los autos nú-
mero 141/2019, seguidos a instancias de doña Silvia Pa-
tricia Soria Maese contra empresa Cleide María Dionisio
Dionisio y Fondo de Garantía Salarial sobre despido y
reclamación de cantidad se ha acordado citar a Vd.,
para que el próximo día 18 de septiembre de 2019 a las
11,40 horas, comparezca ante este Juzgado ubicado en
Avda. del Sur 5, Edificio La Caleta, para la celebración
de los actos de conciliación y juicio en su caso, advir-
tiéndole que es única convocatoria y que deberá concu-
rrir con todos los medios de prueba de que intente va-
lerse, que la incomparecencia del actor supondrá el de-
sistimiento de la demanda y que no se suspenderán los
actos por incomparecencia injustificada del deman-

dado así como se requiere al representante legal de la
empresa a fin de que comparezca a prestar Confesión
Judicial, y aporte la documental solicitada en el otrosí
de su demanda, bajo apercibimiento que de no compa-
recer se le podrá tener por confeso.

Expido el presente para que sirva de CITACIÓN a la
empresa Cleide María Dionisio Dionisio con la adverten-
cia de que las siguientes notificaciones se harán en es-
trados, salvo las que deban revestir la forma de auto,
sentencia, o se trate de emplazamientos.

Granada, 15 de mayo de 2019.- La Letrada de la Ad-
ministración de Justicia, fdo.: María del Mar Salvador
de la Casa.

NÚMERO 2.551

JUZGADO DE LO SOCIAL NÚMERO CINCO DE
GRANADA

Autos núm. 244/19

EDICTO

Dª Margarita García Pérez, Letrada de la Administra-
ción de Justicia del Juzgado de lo Social número 5 de
Granada

HACE SABER: Que en virtud de proveído dictado en
esta fecha en los autos número 244/2019 se ha acor-
dado citar a Restaurante Los Olivos de Valderrubio,
S.L., como parte demandada por tener ignorado para-
dero para que comparezcan el próximo día 18 DE SEP-
TIEMBRE DE 2019 A LAS 10:50 HORAS para asistir a los
actos de conciliación y juicio en su caso, que tendrán lu-
gar en este Juzgado de lo Social, sito en Avda. del Sur
5, Edificio La Caleta, 18014 Granada debiendo compare-
cer personalmente o por persona legalmente apode-
rada y con los medios de prueba de que intente valerse,
con la advertencia de que es única convocatoria y que
no se suspenderán por falta injustificada de asistencia.

Igualmente, se le cita para que en el mismo día y hora,
la referida parte realice prueba de Confesión Judicial.

Se pone en conocimiento de dicha parte, que tiene a
su disposición en la Secretaría de este juzgado de lo So-
cial copia de la demanda presentada.

Y para que sirva de citación a Restaurante Los Olivos
de Valderrubio SL, se expide la presente cédula de cita-
ción para su publicación en el Boletín Oficial de la Pro-
vincia.

Granada, 14 de mayo de 2019.- La Letrada de la Ad-
ministración de Justicia, fdo.: Margarita García Pérez.
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NÚMERO 2.552

JUZGADO DE LO SOCIAL NÚMREO SEIS DE
GRANADA

Autos núm. 95/19

EDICTO

Dª Isabel María Domingo de la Blanca, Letrada de la
Administración de Justicia del Juzgado de lo Social nú-
mero Seis de Granada

                                                                                         
HACE SABER: Que en virtud de proveído dictado en

esta fecha en los autos número 95/2019 se ha acordado
citar a Grupo Previndal Salud, S.L., como parte deman-
dada por tener ignorado paradero para que comparez-
can el próximo día 4 de mayo de 2020 a las 10:30 horas
para asistir a los actos de conciliación y juicio en su
caso, que tendrán lugar en este Juzgado de lo Social,
sito en Avda. del Sur 5, Edificio La Caleta - 4ª PLANTA
debiendo comparecer personalmente o por persona le-
galmente apoderada y con los medios de prueba de
que intente valerse, con la advertencia de que es única
convocatoria y que no se suspenderán por falta injustifi-
cada de asistencia.

Igualmente, se le cita para que en el mismo día y hora,
la referida parte realice prueba de Confesión Judicial.

Se pone en conocimiento de dicha parte, que tiene a
su disposición en la Secretaría de este juzgado de lo So-
cial copia de la demanda presentada.

Y para que sirva de citación a Grupo Previndal Salud
SL, se expide la presente cédula de citación para su pu-
blicación en el Boletín Oficial de la Provincia y para su
colocación en el tablón de anuncios.

Granada, 13 de mayo de 2019.- La Letrada de la Ad-
ministración de Justicia, fdo.: Isabel María Domingo de
la Blanca.

NÚMERO 2.553

JUZGADO DE LO SOCIAL NÚMERO SEIS DE
GRANADA

Autos núm. 835/18

EDICTO

Dª Isabel María Domingo de la Blanca, Letrada de la
Administración de Justicia del Juzgado de lo Social nú-
mero Seis de Granada

HACE SABER: Que en virtud de proveído dictado en
esta fecha en los autos número 835/18 se ha acordado
citar a 7 Gatos Hostelería, S.L., como parte demandada
por tener ignorado paradero para que comparezcan el
próximo día 1 de julio de 2019 a las 11:30 horas para
asistir a los actos de conciliación y juicio en su caso, que
tendrán lugar en este Juzgado de lo Social, sito en

Avda. del Sur 5, Edificio La Caleta - 4ª planta debiendo
comparecer personalmente o por persona legalmente
apoderada y con los medios de prueba de que intente
valerse, con la advertencia de que es única convocato-
ria y que no se suspenderán por falta injustificada de
asistencia.

Igualmente, se le cita para que en el mismo día y hora,
la referida parte realice prueba de Confesión Judicial.

Se pone en conocimiento de dicha parte, que tiene a
su disposición en la Secretaría de este juzgado de lo So-
cial copia de la demanda presentada.

Y para que sirva de citación a 7 Gatos Hostelería,
S.L., se expide la presente cédula de citación para su
publicación en el Boletín Oficial de la Provincia y para su
colocación en el tablón de anuncios.

Granada, 13 de mayo de 2019.- La Letrada de la Ad-
ministración de Justicia, fdo.: Isabel María Domingo de
la Blanca.

NÚMERO 2.555

AYUNTAMIENTO DE AGRÓN (Granada)

Aprobación provisional de la ordenanza reguladora de
la protección y fomento de la convivencia ciudadana

EDICTO

Dª María Pilar López Romero, Alcaldesa Presidenta
del Ayuntamiento de Agrón,

HACE SABER: Que el Ayuntamiento Pleno en sesión
celebrada el 28 de abril de 2019, se aprueba provisional-
mente la ordenanza reguladora de la protección y Fo-
mento de la convivencia ciudadana, la cual se expone al
público por plazo de treinta días hábiles a partir de la pu-
blicación del presente edicto en el BO de la Provincia, para
que cualquier interesado pueda examinar el expediente y
presentar las alegaciones que estimen oportunas.

Lo que se hace público para general conocimiento y
efectos.

Agrón, 16 de mayo de 2019.-La Alcaldesa (firma ilegi-
ble).

NÚMERO 2.571

AYUNTAMIENTO DE ATARFE (Granada)

Padrón de basura bimestre marzo-abril de 2019

EDICTO

Francisco Rodríguez Quesada, Alcalde-Presidente
del Ayuntamiento de Atarfe,

HACE SABER: Aprobados por resolución de esta Al-
caldía nº 0785-2019 dictada con fecha de 22/03/2019, el
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padrón de la tasa por recogida de basura del bimestre
marzo-abril 2019, a efectos tanto de su notificación co-
lectiva, en los términos que se deducen del artículo
102.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General
Tributaria, como de la sumisión de los mismos a trámite
de información pública, por medio del presente anun-
cio, se exponen al público en el Boletín Oficial de la Pro-
vincia y tablón municipal de edictos, por el plazo de
quince días hábiles, a fin de que quienes se estimen in-
teresados puedan formular cuantas observaciones, ale-
gaciones o reclamaciones, por convenientes, tengan.

Contra el acto de aprobación del padrón podrá inter-
ponerse recurso previo de reposición ante la Alcaldía
Presidencia en el plazo de un mes a contar desde el día
siguiente a de finalización del término de exposición pú-
blica, de acuerdo con cuanto establece el artículo 14 del
texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas
Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo
2/2004, de 5 de marzo.

De conformidad con lo establecido en el artículo 62.3
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributa-
ria, se pone en conocimiento de los contribuyentes que
se procederá al cobro en período voluntario de la Tasa
de recogida de basura correspondiente al año 2019, en:

- Localidad: Atarfe.
- Oficina de Recaudación: oficinas de la empresa

Aguasvira, S.A.
- Plazo de Ingreso: dos meses desde la aprobación.
- Horario: oficina comercial.
Transcurrido el plazo de ingreso voluntario sin que

se haya satisfecho la deuda se iniciará el período ejecu-
tivo, de acuerdo con el tenor de los artículos 26, 28 y
161 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tri-
butaria, lo que determinará la exigencia de los intereses
de demora, así como los recargos que correspondan y,
en su caso, de las costas del procedimiento de apremio.

Atarfe, 21 de mauyo de 2019.-El Alcalde, fdo.: Fran-
cisco Rodríguez Quesada.

NÚMERO 2.554

AYUNTAMIENTO DE BAZA (Granada)

Aprobación definitiva del Reglamento del Consejo
Municipal de Personas con Discapacidad

EDICTO

APROBACIÓN DEFINITIVA REGLAMENTO CON-
SEJO MUNICIPAL DE PERSONAS CON DISCAPACI-
DAD

Habiéndose publicado en el BOP nº 59, de 28 de
marzo de 2019, aprobación inicial del Reglamento del
Consejo Municipal del Personas con Discapacidad por
espacio de 30 días y, no habiéndose presentado nin-
guna reclamación o sugerencia, se somete al trámite de
publicación del texto íntegro del mencionado Regla-
mento, el cual entrará en vigor al día siguiente de su pu-
blicación.

REGLAMENTO DEL CONSEJO MUNICIPAL DE PER-
SONAS CON DISCAPACIDAD

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La participación es uno de los pilares sobre los que

se asienta la idea de democracia y también es uno de
los criterios a través de los cuales la ciudadanía juzga la
acción de sus gobiernos. La Declaración Universal de
los Derechos Humanos recoge expresamente este con-
cepto y nuestra Constitución alude a la obligación de
los poderes públicos de fomentar la participación en
asuntos sociales dentro del Estado Democrático y de
Derecho (artículos 9.2 y 23) promulgando al mismo
tiempo el derecho de la ciudadanía a participar en asun-
tos públicos.

La Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases
de Régimen Local, se refiere a los municipios como en-
tidades básicas de la organización territorial del Estado
y como cauces inmediatos de participación ciudadana
en los asuntos públicos, que institucionalizan y gestio-
nan con autonomía los intereses propios de las corres-
pondientes colectividades. 

La participación adquiere así un significado esencial
en el ámbito local donde la ciudadanía asocia con ma-
yor intensidad el valor de esta y al que exigen estilos de
gobiernos más participativos.

El Estatuto de Autonomía para Andalucía en su art.
30, recoge el derecho de los andaluces y andaluzas a la
participación en la vida pública por lo que por parte de
las administraciones se debe establecer los mecanis-
mos necesarios de información, comunicación y recep-
ción de propuestas.

La Ley 9/2016, de 27 de diciembre, de Servicios So-
ciales de Andalucía, establece en su art. 14 que Las Ad-
ministraciones Públicas de Andalucía fomentarán y faci-
litarán la participación ciudadana en la definición y me-
jora de las políticas públicas en materia de servicios so-
ciales, así como en la planificación, el seguimiento de la
gestión y la evaluación del Sistema Público de Servicios
Sociales de Andalucía y en su art. 18 dispone que las
Administraciones Públicas fomentarán la creación de
consejos sectoriales a nivel provincial y local.

Ley 4/2017, de 25 de septiembre, de los Derechos y
la Atención a las Personas con Discapacidad en Andalu-
cía en el art. 33 establece como criterio para regir las
prestaciones de servicios sociales destinadas a la po-
blación con discapacidad La participación de las perso-
nas con discapacidad y sus representantes legales en
las decisiones que les afecten y en su art. 80 determina
que en la elaboración de planes o programas o de cual-
quier actuación pública que se desarrolle se deberán
prever los instrumentos y cauces necesarios que garan-
ticen la consulta y participación de las personas con dis-
capacidad y sus familias, o de las entidades que las re-
presenten, así como de los agentes económicos y so-
ciales más representativos.

El vigente Reglamento de Participación Ciudadana
del Ayuntamiento de Baza entiende la Participación Ciu-
dadana como: “La extensión sistemática de la actua-
ción y principios democráticos a la gestión pública y a la
vida cotidiana, como desarrollo necesario y lógico de
nuestro ordenamiento constitucional, basada en hacer
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protagonistas a los agentes sociales, de los que nos do-
tamos libremente, y a la ciudadanía, posibilitando la
mejor definición y eficacia de los diferentes servicios,
programas y actuaciones municipales” y revela el com-
promiso del Ayuntamiento ante los ciudadanos y ciuda-
danas para fomentar dicha participación.

Por otro lado, el último censo oficial sobre personas
con discapacidad en España realizado por el Instituto
Nacional de Estadística en 2008 estimaba que había en
3,84 millones de personas con alguna discapacidad en
el país (8,5% de la población).

Según datos procedentes de SISS (Sistema Inte-
grado de Servicios Sociales) el número de personas va-
loradas en los Centros de Valoración y Orientación de
Andalucía con un grado de discapacidad igual o supe-
rior al 33% a fecha 23 de enero de 2019 asciende a
559.850 (286.536 hombres y 273.313 mujeres), siendo
en la provincia de Granada 54.587 personas las que tie-
nen este grado de discapacidad reconocido (29.062
hombres y 25.525 mujeres).

En el municipio de Baza, los diferentes colectivos im-
plicados en el trabajo con personas con discapacidad,
desean establecer cauces de coordinación, coopera-
ción y participación entre el movimiento asociativo de-
dicado a las personas con discapacidad y la Administra-
ción por lo que se hace necesario establecer un instru-
mento normativo que regule esta colaboración y parti-
cipación. Para ello se desarrolla el presente Reglamento
del Consejo Municipal de Personas con Discapacidad.

TÍTULO I: DISPOSICIONES GENERALES
Articulo 1. Objeto.
1. El presente reglamento tiene por objeto la crea-

ción y regulación del Consejo Municipal de Personas
con Discapacidad como Consejo Sectorial, así como ar-
ticular los mecanismos de participación y coordinación
entre las distintas asociaciones y entidades que lo inte-
gren.

Artículo 2. Naturaleza y régimen jurídico.
1.- A los efectos de este reglamento, se considera el

Consejo Municipal de Personas con Discapacidad como
el órgano máximo de participación democrática de las
asociaciones y entidades dedicadas a la atención de per-
sonas con discapacidad en el ámbito del Municipio de
Baza y sus anejos.

2.- El Consejo Municipal de Personas con Discapaci-
dad tiene naturaleza de órgano de participación ciuda-
dana de carácter consultivo. 

2.- El Consejo Municipal de Personas con Discapaci-
dad se regirá por el presente Reglamento de Organiza-
ción y Funcionamiento municipal, el Reglamento Muni-
cipal de Participación Ciudadana y por todas aquellas
disposiciones que se le sean de aplicación. 

3.- El Consejo Municipal de Personas con Discapaci-
dad se adscribe al Área de Gobierno Municipal compe-
tente en dicha materia.

Artículo 3. Fines y Funciones.
1.- El Consejo Municipal de Personas con Discapaci-

dad tendrá como finalidad canalizar la participación de
las personas con discapacidad y sus familiares a través
de las entidades, organizaciones e instituciones más re-

presentativas en ese sector de actuación en la ciudad
de Baza, así como la promoción del Bienestar de las
personas con discapacidad, fomentando de forma deci-
siva la igualdad de oportunidades, la normalización y en
la plena inclusión social de los mismos.

2.- Las funciones que ejercerá el Consejo Municipal
de Personas con Discapacidad serán las siguientes:

a) Promover la participación de las personas con dis-
capacidad en los asuntos municipales, en especial en
aquellos que les afecten directamente.

b) Proponer al Ayuntamiento de Baza estudios, pro-
gramas y actuaciones dirigidas a las personas con disca-
pacidad que tengan por objeto su integración y partici-
pación en la sociedad, previniendo su exclusión social.

c) Promover y fomentar el asociacionismo entre las
personas con discapacidad, estimulando la creación y
desarrollo de asociaciones, a fin de que emprendan la
defensa de sus derechos como ciudadanos en lo que a
acceso a servicios y prestaciones sociales, igualdad de
oportunidades y trato se refiere.

d) Reforzar y facilitar la colaboración entre todas las
asociaciones y entidades que lo integren.

e) Dar a conocer a las instituciones y particulares la
problemática de las personas con discapacidad, pro-
moviendo soluciones al respecto.

f) Hacer de interlocutor entre el Ayuntamiento de
Baza y las organizaciones y asociaciones de personas
con discapacidad en todo lo que les afecta.

g) Impulsar y apoyar el desarrollo de iniciativas con
otros colectivos de la población.

i) Contribuir a la difusión de los valores democráticos
de nuestra sociedad.

h) Aquellas otras que le encomiende la Corporación
Municipal.

3.- Las Funciones del Consejo se ejercerán mediante
la realización de estudios y la emisión de dictámenes,
informes, propuestas o peticiones, las cuales no serán
vinculantes para los Órganos de Gobierno Municipales.

Artículo 4. Adscripción de medios.
El Ayuntamiento de Baza, en la medida que estime

posible, necesario y conveniente pondrá a disposición
del Consejo locales dotados de accesibilidad universal
adecuados para que puedan tener lugar las reuniones a
celebrar, y proporcionará los medios necesarios accesi-
bles para las personas con discapacidad para el ade-
cuado cumplimiento de los fines que le son propios.

TÍTULO II: DE LOS MIEMBROS DEL CONSEJO
Artículo 5. Miembros
1.- Podrán ser miembros del Consejo Municipal de

Personas con Discapacidad:
a) Las Asociaciones o entidades de personas con dis-

capacidad o de otras enfermedades o patologías orgá-
nicas reconocidas legalmente.

b) Las secciones de personas con discapacidad de
las demás asociaciones, siempre que tengan reconoci-
das estatutariamente autonomía funcional, organiza-
ción y gobierno propio para los asuntos específicos de
personas con discapacidad. 

c) Las Federaciones de Asociaciones de vecinos del
Municipio.
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d) Las Federaciones o Confederaciones relacionadas
con personas con discapacidad compuestas por un mí-
nimo de tres miembros, implantadas en el municipio.

e) Un miembro de naturaleza no política del Consejo
Municipal de Personas mayores, debidamente designa-
dos por éste, en representación del mismo y del sector
de las personas mayores.

2.- La incorporación al Consejo Municipal de Perso-
nas con Discapacidad de una Federación y/o Confede-
ración, excluye la de sus miembros por separado.

Artículo 6. Integración y condiciones.
1.- La integración de las asociaciones o entidades en

el Consejo Municipal de Personas con Discapacidad se
hará previa solicitud dirigida al Área Municipal de Bie-
nestar Social, Igualdad y Mujer, por acuerdo del Ayun-
tamiento Pleno y a propuesta del Presidente del Con-
sejo.

2.- Deberán reunir para ello las condiciones siguien-
tes:

a) Que sean Entidades de carácter asociativo, sin
ánimo de lucro, constituidas con arreglo al régimen ge-
neral de las Asociaciones que establece la Ley Orgánica
1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de
Asociación.

b) Que tengan Sede o Delegación en el municipio de
Baza.

c) Que su objeto fundamental, de acuerdo con sus
Estatutos, sea la representación y promoción de los in-
tereses generales o sectoriales de las personas con dis-
capacidad y/o de otras enfermedades o patologías or-
gánicas reconocidas legalmente, así como la mejora de
su calidad de vida.

d) Figurar inscritas en el Registro Municipal de Aso-
ciaciones.

3.- Podrán admitirse en la forma establecida en el
apartado 1, de este Reglamento, miembros observado-
res, con voz pero sin voto, previo informe del Consejo
Municipal de Personas con Discapacidad.

Artículo 7. Pérdida de la Cualidad de Miembro.
1.- Se perderá la cualidad de miembros por cual-

quiera de las siguientes causas
a) Voluntad propia.
b) Disolución de la Entidad o Asociación.
c) Por causar baja en el Registro Municipal de Asocia-

ciones.
d) Contravenir las obligaciones legales y reglamenta-

rias exigibles a asociaciones o entidades, así como lo
dispuesto en los reglamentos municipales que le sean
de aplicación.

e) El incumplimiento reiterado del presente Regla-
mento, los acuerdos de los órganos de gobierno, y la
perturbación grave del funcionamiento del Consejo.

f) Falta de asistencia de todos sus representantes,
tres veces consecutivas a las asambleas generales con-
vocadas.

2.- Dicha pérdida será acordada por Ayuntamiento
Pleno a propuesta del Presidente del Consejo y previa
audiencia de la Asociación o Entidad.

Artículo 8. Derechos de los miembros.
1.- Ser informados, en todo momento, del funciona-

miento del Consejo.

2.- Ser candidatos y electores para los órganos y
puestos directivos del Consejo (excepto el Presidente,
que estará representado en la persona del Alcalde)

2.- Participar con voz y voto en las asambleas (ex-
cepto los miembros observadores).

Articulo 9. Deberes de los miembros.
1.- Cooperar en la consecución de los objetivos del

Consejo.
2.- Respetar las normas internas del funcionamiento

del Consejo.
3.- Asistir a las reuniones de la Asamblea.
4.- Participar activamente en todas las actividades di-

señadas por el Consejo.

TÍTULO III: ÓRGANOS DE GOBIERNO Y ORGANIZA-
CIÓN

Artículo 10.- Órganos de Gobierno
El Consejo Municipal de Personas con Discapacidad

se organiza a través de la Asamblea General y las Comi-
siones Especializadas

En cualquier caso, la asistencia y participación de los
miembros a cualquiera de estos órganos se entenderá
gratuita.

Artículo 11. La Asamblea General
1.- La Asamblea General es el órgano superior de de-

cisión y formación de la voluntad del Consejo Municipal
de Personas con Discapacidad.

Artículo 12. Funciones de la Asamblea General.
1.- Determinar las líneas generales y actuación del

Consejo.
6.- Crear, impulsar, controlar y suprimir las Comisio-

nes Especializadas y sus tareas según estime conve-
niente.

3.- Proponer al Excmo. Ayuntamiento la modifica-
ción del presente Reglamento, previo acuerdo de la ma-
yoría absoluta de sus integrantes.

4.- Dirigir y coordinar las actividades del Consejo Mu-
nicipal de Personas con Discapacidad.

5.- La ejecución de los acuerdos tomados, la gestión
ordinaria del mismo, y aquellas otras funciones no es-
tén expresamente encomendadas a los Comisiones Es-
pecializadas.

6.- Aprobar, si procede la Memoria anual.
7.- Aprobar, si procede, el programa anual de activi-

dades, elevándolo al Ayuntamiento para su aprobación.
Articulo 13.- Composición de la Asamblea General 
1.- La Asamblea General del Consejo Municipal de

Personas con Discapacidad estará integrada por:
a) El Presidente.
b) El Vicepresidente.
c) El Secretario
d) Un/a Vocal por cada uno/a de los/as representan-

tes de las diferentes asociaciones o entidades que cons-
tituyen el Consejo.

e) Un/a representante designado por cada uno de los
Grupos Políticos constituidos en la Corporación Munici-
pal con voz y sin voto. Para los supuestos en que no
puedan asistir a las sesiones que se convoquen los/as
representantes designados por cada uno de los Grupos
Políticos constituidos en la Corporación Municipal,
los/as representantes reseñados podrán delegar su re-
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presentación en otra persona que represente al mismo
Grupo Político, haciéndolo notar expresamente por es-
crito al/la Secretario/a, con la antelación suficiente.

e) Dos técnicos/as o expertos municipales en el ám-
bito de las personas con discapacidad propuestos por
el Presidente, con voz y sin voto.

Artículo 14. Pérdida de la condición de miembro de
la Asamblea General.

Se pierde la condición de miembro de la Asamblea
General por las causas reguladas en el artículo 7 de este
Reglamento y por revocación del mandato de la Asocia-
ción o Entidad que representa. 

Artículo 15. El Presidente
1.- El Presidente del Consejo Municipal de Personas

Con Discapacidad lo es, a su vez, de la Asamblea General.
2.- El Presidente será el Alcalde, o un miembro de la

Corporación en quien delegue, nombrado y separado
libremente por él.

3.- Actuará, además, como enlace entre la Corpora-
ción Municipal y el Consejo.

Artículo 16. Funciones del Presidente 
Corresponde al Presidente del Consejo Municipal de

Personas con Discapacidad, las siguientes funciones:
a) Representar al Consejo Municipal de Personas con

Discapacidad
b) Velar por el cumplimiento de los acuerdos de la

Asamblea General
c) Coordinar los diversos Programas y actividades

del Consejo.
d) Convocar las Asambleas ordinarias y extraordina-

rias y fijar el orden del día.
e) Presidir las sesiones, dirigir las deliberaciones y di-

rimir las votaciones en caso de empate.
f) Dar posesión de sus cargos a los miembros de la

Asamblea General
g) Resolver las dudas que susciten en la aplicación

del presente Reglamento.
h) Mantener informada a la Corporación Municipal

de los acuerdos del Consejo Municipal de Personas con
Discapacidad

i) Dar el visto bueno a los certificados emitidos por el
Secretario.

j) Cualquier otra que le encomiende la Asamblea Ge-
neral.

Artículo 17. EL Vicepresidente.
1.- El Vicepresidente sustituirá al Presidente en casos

de vacante, ausencia o enfermedad; y realizará las fun-
ciones que este le delegue.

2.- La Delegación de funciones en el Vicepresidente
por parte del Presidente se pondrá en conocimiento de
la Asamblea General.

Artículo 18. El Secretario
Son funciones del Secretario:
a) Cuidar de que todos los miembros estén en todo

momento informados, tanto de las actividades internas
como de tantas gestiones se realicen con los diferentes
organismos públicos.

b) Levantar actas de las sesiones.
c) Llevar los ficheros de los miembros asociados, el

libro de registro de miembros, el libro de actas y demás
libros y documentos del Consejo.

d) Emitir certificaciones de los acuerdos del Consejo
Municipal de Personas con Discapacidad

e) Custodiar y remitir copia de las actas al Ayunta-
miento.

f) Aquellas que le sean encomendadas por la Asam-
blea General.

Artículo 19. Los Vocales
Son funciones de los Vocales representantes del

Sector:
a) Impulsar y coordinar las actuaciones del Consejo

en relación con las personas con discapacidad que le
asigne la Asamblea General.

b) Aquellas otras que les confíen los Órganos de Go-
bierno del Consejo.

Artículo 20. Comisiones Especializadas.
1.- En el ámbito del Consejo Municipal de Personas

con Discapacidad, a iniciativa de su Presidencia o de un
tercio de los miembros de la Asamblea General podrá
acordar la creación de aquellas Comisiones Especializa-
das que estime convenientes, así como nombrar a los
miembros que las integren. 

2.- Las mismas realizarán estudios, dictámenes e in-
formes, y asesorarán en temas relacionados con las
personas con discapacidad sin perjuicio de las compe-
tencias propias de la Asamblea General.

3.- Una vez finalizada la actuación de las Comisiones
Especializadas el resultado de la misma se trasladará a
la Asamblea General para que, en su caso, adopte las
resoluciones que procedan.

2. Las Comisiones Especializadas estarán integradas
por miembros de la Asamblea General, que designará a
su vez a su presidente. Asimismo, se podrán incorporar
a las Comisiones Especializadas como asesores aque-
llos técnicos o expertos que sean precisos/as siendo
designados por la Presidencia de la Asamblea General. 

TÍTULO IV: FUNCIONAMIENTO DE LA ASAMBLEA
GENERAL

Artículo 21. Sobre las Convocatorias.
1.- La Asamblea General será convocada, conforme

al procedimiento que la Ley establece, con una periodi-
cidad mínima semestral en sesión ordinaria, y con ca-
rácter extraordinario cuando lo estime oportuno el Pre-
sidente de la Asamblea General o a solicitud de un ter-
cio de los miembros de la misma.

2.- Las sesiones de la Asamblea General serán con-
vocadas por el Presidente. 

3.- Las sesiones ordinarias habrán de ser convoca-
das con ocho días de antelación, y las extraordinarias
con 48 horas.

4. Las sesiones extraordinarias urgentes podrán ser
convocadas por la Presidencia cuando la urgencia del
asunto o asuntos a tratar no permitan la convocatoria con
la antelación mínima establecida en este Reglamento. El
primer punto del orden del día será el pronunciamiento
sobre la urgencia, si esta no resulta apreciada por la
Asamblea General, se levantará acto seguido la sesión.

5.- Quedarán válidamente constituidas la Asamblea
General cuando asista un tercio del número legal de sus
miembros. Este quórum deberá mantenerse durante
toda la sesión.
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6.- En todo caso es necesario la presencia del Presi-
dente y del Secretario, o de quienes legalmente les sus-
tituyan.

7.- La convocatoria deberá contener el orden del día,
fijado por el Presidente, la fecha, hora, y lugar de cele-
bración, e ir acompañada, en su caso, de la documenta-
ción suficiente. A la convocatoria se unirá el borrador
del acta de la sesión anterior.

8.- En aras de una mayor agilidad administrativa, la
convocatoria se podrá comunicar igualmente por me-
dios telemáticos.

Artículo 23. Sobre los Acuerdos.
1.- Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple de

los presentes, salvo que alguna disposición exija mayo-
ría absoluta.

2.- Existe mayoría simple cuando los votos afirmati-
vos son más que los negativos.

3.- Se entenderá mayoría absoluta cuando los votos
afirmativos son más de la mitad del número legal de
miembros.

4.- El voto es personal e indelegable. No se admitirá
voto por correo.

DISPOSICIONES ADICIONALES
PRIMERA.-
La aprobación o la modificación total o parcial de

este Reglamento, así como la disolución del Consejo
Municipal de Personas con Discapacidad, corresponde
al Ayuntamiento Pleno.

SEGUNDA.-
Dentro del plazo de tres meses contados a partir de

la vigencia del presente Reglamento, se procederá a la
Constitución del Consejo Municipal de Personas con
Discapacidad, con arreglo a lo dispuesto en este Regla-
mento.

DISPOSICIÓN FINAL
Este Reglamento entrará en vigor el día siguiente de

su publicación en el BOP, previo cumplimiento de los
plazos establecidos en la legislación vigente.

Baza, 16 de mayo de 2019.-El Alcalde acctal., fdo.: Al-
fredo Alles Landa.

NÚMERO 2.561

AYUNTAMIENTO DE DÚDAR (Granada)

Aprobación padrón de agua, basura y alcantarillado,
segundo bimestre de 2019

EDICTO

D. Juan González González, Alcalde-Presidente del
Ayuntamiento de Dúdar (Granada) 

HACE SABER: Que en sesión ordinaria celebrada por
la Junta de Gobierno Local, con fecha 17 de mayo de
2019, se acordó:

Primero.- Aprobar el padrón de agua, basura y alcan-
tarillado correspondiente al segundo bimestre del ejer-

cicio 2019, por importe de cinco mil quinientos quince
euros con dos céntimos (5.515,02 euros).

Segundo.- Someter a información pública dicho pa-
drón por plazo de quince días, mediante publicación en
el Boletín Oficial de la Provincia de Granada, transcu-
rrido el cuál sin que se produzcan reclamaciones, se en-
tenderá aprobado definitivamente.

Dúdar, 17 de mayo de 2019.-El Alcalde, fdo.: Juan
González González.

NÚMERO 2.567

ENTIDAD LOCAL AUTÓNOMA DE MAIRENA
(Granada)

Aprobación definitiva reglamento de control interno
simplificado de la E.L.A. de Mairena

EDICTO

D. Pedro Acuyo Peláez, Presidente de la Entidad Lo-
cal Autónoma de Mairena - Nevada (Granada),

HACE SABER: Que al no haberse presentado recla-
maciones durante el plazo de exposición al público,
queda automáticamente elevado a definitivo el acuerdo
inicial de la Junta Vecinal aprobatorio del Reglamento
de control interno simplificado de la E.L.A. de Mairena,
cuyo texto íntegro se hace público, para su general co-
nocimiento y en cumplimiento de lo dispuesto en el art.
70.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las
Bases de Régimen Local.

“El control interno, regulado en el artículo 213 del
Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas
Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo
2/2004, de 5 de marzo, y desarrollado por el Real De-
creto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el ré-
gimen jurídico del control interno en las entidades del
Sector Público Local, es el ejercido en las Entidades Lo-
cales respecto de su gestión económica, y, en su caso,
la de los organismos autónomos y de las sociedades
mercantiles de ellas dependientes, en su triple acepción
de función interventora, control financiero y controles
de eficacia y eficiencia.

De acuerdo con lo recogido en el artículo 3 del refe-
rido Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se
regula el régimen jurídico del control interno en las enti-
dades del Sector Público Local y en consonancia con lo
recogido en el artículo 214 del Texto Refundido de la
Ley reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por
el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, el ob-
jeto de la función interventora será controlar los actos
de la Entidad Local y de sus organismos autónomos,
cualquiera que sea su calificación, que den lugar al re-
conocimiento de derechos o a la realización de gastos,
así como los ingresos y pagos que de ellos se deriven, y
la inversión o aplicación en general de sus fondos públi-
cos, con el fin de asegurar que su gestión se ajusta a las
disposiciones aplicables en cada caso.
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Por su parte, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 29 del referido Real Decreto 424/2017, de 28 de
abril, por el que se regula el régimen jurídico del control
interno en las entidades del Sector Público Local, el ob-
jeto del control financiero, ejercido mediante control
permanente y auditoría pública, será verificar el funcio-
namiento de los servicios, y organismos autónomos, en
el aspecto económico financiero para comprobar el
cumplimiento de la normativa y directrices que los ri-
gen y, en general, que su gestión se ajusta a los princi-
pios de buena gestión financiera, de estabilidad presu-
puestaria y sostenibilidad financiera en el uso de los re-
cursos públicos locales. 

No obstante, de acuerdo con el artículo 39 y siguien-
tes del citado Real Decreto 424/2017, de 28 de abril y en
atención a la heterogeneidad que impera en el ámbito
local, las Entidades Locales que se encuentren incluidas
en el ámbito de aplicación del modelo simplificado de
contabilidad local, como es el caso de esta Corpora-
ción, podrán igualmente elegir aplicar un régimen de
control simplificado, de manera que, ejercerán plena-
mente el ejercicio de la función interventora, siendo po-
testativo el control financiero, con la sola obligación de
llevar a cabo la auditoría de cuentas anual y aquellas ac-
tuaciones que deriven de una obligación legal.

La citada normativa se debe considerar de mínimos,
reguladora del régimen general aplicable al ejercicio del
control interno en las Entidades Locales. 

En este sentido, y al igual que procede la Administra-
ción General del Estado a través de su Intervención Ge-
neral, se establece por la Junta Vecinal de la Entidad y
mediante el presente Reglamento, las normas básicas
para el adecuado ejercicio de las funciones del control
interno y la elección del régimen de control simplificado
recogidos en el Real Decreto 424/2017, de 28 de abril,
por el que se regula el régimen jurídico del control in-
terno en las entidades del Sector Público Local; aten-
diendo siempre al principio de plena autonomía de los
órganos de control respecto de las autoridades y órga-
nos controlados. 

Así, con el fin de disponer de un modelo de control
eficaz en virtud del artículo 3.3 del Real Decreto
424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen
jurídico del control interno en las entidades del Sector
Público Local, y en virtud del principio de autoorganiza-
ción y potestad reglamentaria reconocido en el artículo
4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril a las Entidades Locales
territoriales, con el presente Reglamento esta Entidad
Local pretende la mejora en los mecanismos de gestión
y control interno, en aras de una mayor eficacia. 

TÍTULO I.
DISPOSICIONES COMUNES
ARTÍCULO 1.- Objeto y ámbito de aplicación. 
Constituye el objeto de esta norma la regulación de

las funciones de control interno respecto de la gestión
económico-financiera y los actos con contenido econó-
mico de la Entidad Local, en base a los preceptos sobre
control y fiscalización contenidos en el capítulo IV co-
rrespondiente al título V del texto refundido de la Ley re-
guladora de las Haciendas Locales y el Real Decreto
424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen

jurídico del control interno en las entidades del Sector
Público Local.

Así, el presente Reglamento será de aplicación a esta
Entidad Local, y sus Organismos Autónomos Locales,
Entidades Públicas Empresariales Locales, Sociedades
Mercantiles y fundaciones dependientes, consorcios
adscritos, fondos carentes de personalidad jurídica y
entidades con o sin personalidad jurídica con dotación
mayoritaria distintas de las anteriores.

ARTÍCULO 2.- Atribución de las funciones de control. 
Las funciones de control interno de los entes enume-

rados en el artículo anterior, se ejercerán por la Inter-
vención mediante el ejercicio de la función interventora
y el control financiero con la extensión y efectos que se
determinan en los artículos siguientes. 

ARTÍCULO 3.- Formas de ejercicio. 
1. La función interventora tiene por objeto controlar

los actos de la Entidad Local y de sus organismos autó-
nomos, cualquiera que sea su calificación, que den lu-
gar al reconocimiento de derechos o a la realización de
gastos, así como los ingresos y pagos que de ellos se
deriven, y la inversión o aplicación en general de sus
fondos públicos, con el fin de asegurar que su gestión
se ajuste a las disposiciones aplicables en cada caso.

2. El control financiero tiene por objeto verificar el
funcionamiento de los servicios, organismos autóno-
mos y sociedades mercantiles dependientes, en el as-
pecto económico financiero para comprobar el cumpli-
miento de la normativa y directrices que los rigen y, en
general, que su gestión se ajusta a los principios de
buena gestión financiera, comprobando que la gestión
de los recursos públicos se encuentra orientada por la
eficacia, la eficiencia, la economía, la calidad y la trans-
parencia, y por los principios de estabilidad presupues-
taria y sostenibilidad financiera en el uso de los recur-
sos públicos locales. 

Este control financiero, por aplicarse en esta Entidad
Local el régimen de control simplificado recogido en el
artículo 39 y siguientes del citado Real Decreto 424/2017,
de 28 de abril, se ejercerá de manera potestativa, con la
sola obligación de llevar a cabo la auditoría de cuentas
anual y aquellas actuaciones que deriven de una obliga-
ción legal.

3. De la misma manera corresponde a la Intervención
la elaboración y aprobación de las Instrucciones nece-
sarias para el adecuado ejercicio de las funciones de
control interno; y de manera particular, la determina-
ción de los métodos, forma y alcance tanto del control
posterior pleno en supuestos de fiscalización previa li-
mitada de gastos, como del control financiero en su-
puestos de fiscalización posterior de ingresos.

ARTÍCULO 4.- Principios de ejercicio del control in-
terno. 

1. La Intervención, en el ejercicio de sus funciones de
control interno, estará sometida a los principios de au-
tonomía funcional y procedimiento contradictorio. 

2. El órgano interventor ejercerá el control interno
con plena autonomía respecto de las autoridades y de-
más entidades cuya gestión sea objeto del mismo. A ta-
les efectos, los funcionarios que lo realicen, tendrán in-
dependencia funcional respecto de los titulares de las
entidades controladas.
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Si bien se deberá dar cuenta a los órganos de gestión
controlados de los resultados más relevantes tras las
comprobaciones efectuadas y recomendará las actua-
ciones que resulten aconsejables. De igual modo, dará
cuenta a la Junta Vecinal de los resultados que por su
especial trascendencia considere adecuado elevar al
mismo y le informará sobre la situación de la corrección
de las debilidades puestas de manifiesto con expresa
mención del grado de cumplimiento de los apartados
anteriores de este artículo.

ARTÍCULO 5.- De los deberes del órgano de control.
1. Los funcionarios que ejerzan la función interven-

tora o realicen el control financiero, deberán guardar el
debido sigilo con relación a los asuntos que conozcan
en el desempeño de sus funciones.

Así, los datos, informes o antecedentes obtenidos en
el ejercicio del control interno sólo podrán utilizarse
para los fines asignados al mismo y, en su caso, para
formular la correspondiente denuncia de hechos que
puedan ser constitutivos de infracción administrativa,
responsabilidad contable o penal.

Igualmente deberá facilitar el acceso a los informes
de control en aquellos casos en los que legalmente pro-
ceda. En cuyo defecto de previsión legal, la solicitud de
los mismos deberá dirigirse directamente al gestor di-
recto de la actividad económico-financiera controlada.

2. Cuando en la práctica de un control el órgano in-
terventor actuante aprecie que los hechos acreditados
o comprobados pudieran ser susceptibles de constituir
una infracción administrativa o dar lugar a la exigencia
de responsabilidades contables o penales lo pondrá en
conocimiento del órgano competente, de acuerdo con
las reglas que se establecen en el artículo 5.2 del Real
Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el
régimen jurídico del control interno en las entidades del
Sector Público Local.

ARTÍCULO 6.- De las facultades del órgano de control.
El órgano interventor podrá hacer uso en el ejercicio

de sus funciones de control, del deber de colaboración,
de la facultad de solicitar asesoramiento, de la defensa
jurídica y de la facultad de revisión de los sistemas infor-
máticos de gestión; así como recabar directamente de
las distintas áreas o unidades de la Entidad Local los
asesoramientos jurídicos y los informes técnicos que
considere necesarios, los antecedentes y documentos
precisos para el ejercicio de sus funciones de control in-
terno, con independencia del medio que los soporte.

Igualmente podrán recabar a través de la Presiden-
cia, el asesoramiento e informe de los Servicios de Asis-
tencia Municipal y de los órganos competentes de la Di-
putación Provincial, o solicitar el asesoramiento de la In-
tervención General de la Administración del Estado con
la suscripción del correspondiente Convenio.

TÍTULO II.
DE LA FUNCIÓN INTERVENTORA
CAPÍTULO I. Del ejercicio de la función interventora.
ARTÍCULO 7.- De las distintas fases de la función in-

terventora.
1. La función interventora tiene carácter interno y

preventivo y tiene por objeto garantizar, en todo caso y

para cada acto, el cumplimiento de las normas relativas
a la disciplina presupuestaria, a los procedimientos de
gestión de gastos, ingresos y aplicación de los fondos
públicos.

El ejercicio de la función interventora comprenderá
las siguientes fases:

a) La fiscalización previa de los actos que reconozcan
derechos de contenido económico, autoricen o aprue-
ben gastos, dispongan o comprometan gastos y acuer-
den movimientos de fondos y valores.

b) La intervención del reconocimiento de las obliga-
ciones e intervención de la comprobación material de la
inversión.

c) La intervención formal de la ordenación del pago.
d) La intervención material del pago.
2. La función interventora se ejercerá en sus modali-

dades de intervención formal y material. 
La intervención formal consistirá en la verificación

del cumplimiento de los requisitos legales necesarios
para la adopción del acuerdo mediante el examen de
todos los documentos que preceptivamente deban es-
tar incorporados al expediente. 

La intervención material comprobará la real y efec-
tiva aplicación de los fondos públicos.

ARTÍCULO 8.- Del contenido de la función interven-
tora.

1. La función interventora se ejercerá bien como fis-
calización previa bien como intervención previa.

La fiscalización previa examinará, antes de que se
dicte la correspondiente resolución, todo acto, docu-
mento o expediente susceptible de producir derechos u
obligaciones de contenido económico o movimiento de
fondos y valores, con el fin de asegurar, según el proce-
dimiento legalmente establecido, su conformidad con las
disposiciones aplicables en cada caso. El ejercicio de la
función interventora no atenderá a cuestiones de oportu-
nidad o conveniencia de las actuaciones fiscalizadas.

La intervención previa de la liquidación del gasto o
reconocimiento de obligaciones comprobará, antes de
que se dicte la correspondiente resolución, que las obli-
gaciones se ajustan a la ley o a los negocios jurídicos
suscritos por las autoridades competentes y que el
acreedor ha cumplido o garantizado, en su caso, su co-
rrelativa prestación. La intervención de la comproba-
ción material de la inversión se ajustará a lo establecido
en el artículo 29 de este Reglamento.

La intervención formal de la ordenación del pago ve-
rificará la correcta expedición de las órdenes de pago.

La intervención material del pago verificará que dicho
pago se ha dispuesto por órgano competente y se rea-
liza en favor del perceptor y por el importe establecido.

CAPÍTULO II. Del procedimiento para el ejercicio de
la función interventora sobre los derechos e ingresos

ARTÍCULO 9.- Fiscalización previa de derechos e in-
gresos.

1. La fiscalización previa de los derechos e ingresos
de la Tesorería se sustituye por el control inherente a la
toma de razón en contabilidad y el control posterior ejer-
cido mediante el control financiero, tal y como autoriza
el artículo 9 del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril.
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2. Esta fiscalización se ejercerá en dos momentos di-
ferentes:

  La toma de razón en la contabilidad de la Entidad Lo-
cal o de sus organismos autónomos, de los actos gene-
radores de derechos e ingresos en la Tesorería.

  Mediante actuaciones de control financiero que de-
ben realizarse con carácter posterior. 

3. La toma de razón de contabilidad se efectuará a la
vista de toda operación de gestión económico-presu-
puestaria, mediante la incorporación al sistema de in-
formación contable a través de los documentos conta-
bles correspondientes. 

Así, cada área o servicio de la Entidad Local iniciará el
correspondiente expediente que hará llegar a Interven-
ción siguiendo el iter procedimiental habitual para su
toma de razón en contabilidad. 

El órgano interventor efectuará la verificación y con-
tabilización de los documentos contables en el plazo de
10 días hábiles desde que los mismos lleguen a las de-
pendencias. A estos efectos, el cómputo del plazo ci-
tado se iniciará el día siguiente a la fecha de recepción
de los documentos contables y una vez se disponga de
la totalidad de los documentos necesarios, debiendo
efectuarse en las fases:

- El reconocimiento de derechos (fase contable DR)
- La recaudación e ingreso de fondos públicos (fase

contable I).
4. El ejercicio del control posterior o financiero se lle-

vará a cabo mediante técnicas de auditoría y muestreo. 
a) Estas actuaciones comprobatorias posteriores tie-

nen por finalidad asegurar que la gestión económico-fi-
nanciera de los derechos e ingresos públicos se ajusta a
las disposiciones aplicables en cada caso. 

Las actuaciones a llevar a cabo deberán verificar en
cualquier caso: 

  El cumplimiento de la legalidad tanto en los procedi-
mientos de gestión que hayan dado lugar al reconoci-
miento, liquidación, modificación o extinción de dere-
chos, como en la realización de cualquier ingreso público. 

  Que el derecho económico es reconocido y liqui-
dado por el órgano competente y de acuerdo con las
normas en cada caso aplicables. 

  Que el importe es el correcto, teniendo en cuenta las
posibles causas de la modificación del mismo, como
los aplazamientos y fraccionamientos de las deudas li-
quidadas o los hechos que puedan dar lugar a la extin-
ción del derecho.

  Que los ingresos se han realizado en las cajas o
cuentas corrientes de las entidades de depósito debida-
mente autorizadas, dentro de los plazos legalmente es-
tablecidos y por la cuantía debida. 

  Que el pagador es el correcto, examinando, en su
caso, los supuestos de derivación de responsabilidad. 

  Que todos los derechos y/o operaciones suscepti-
bles de ser contabilizadas lo estén en el concepto ade-
cuado y por el importe correcto.

Además de los extremos detallados en el párrafo an-
terior, para los siguientes casos deberá verificarse igual-
mente:

* Reintegro de Pagos Indebidos: 

  Que los motivos y su procedencia son correctos, de-
tallando operación, motivo, importe e unidad o área
gestora. 

* Tasas o Precios Públicos por prestación de servi-
cios o realización de una actividad:

  Que la prestación del servicio o realización de activi-
dad está efectivamente autorizada por el órgano com-
petente. 

  Que las liquidaciones y/o autoliquidaciones se co-
rresponden con los sujetos pasivos que han realizado
de forma efectiva el hecho imponible.

* Tasas por utilización privativa o aprovechamiento
especial del dominio público:

  Que la utilización u aprovechamiento están efectiva-
mente autorizadas por el órgano competente. 

  Que las liquidaciones y/o autoliquidaciones se co-
rresponden con los sujetos pasivos que han realizado
de forma efectiva el hecho imponible.

* Fianzas:
  Que se distingan en los diferentes conceptos de fian-

zas, tanto el tercero como el importe entregado por los
mismos como garantía. 

  Que las que se constituyen como garantías definiti-
vas se depositen con anterioridad a la firma del contrato
y que las garantías provisionales se devuelvan simultá-
nea o posteriormente al depósito de las definitivas o se
devuelven en caso de no adjudicación. 

b) Dicha verificación se realizará sobre una muestra
representativa de los actos, documentos o expedientes
de contenido económico, origen del reconocimiento o
liquidación de derechos. 

Como norma general, se determinarán los expedien-
tes que se han de examinar mediante la aplicación de
los procedimientos de muestreo o métodos de selec-
ción de muestras que se establecen a continuación, de
acuerdo con Norma Internacional de Auditoría 530,
Muestreo de Auditoría, NIA-ES 530 (adaptada para su
aplicación en España mediante resolución del Instituto
de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, de 15 de octu-
bre de 2013).

c) De las comprobaciones efectuadas con posteriori-
dad el órgano interventor deberá emitir informe escrito
en el que hará constar cuantas observaciones y conclu-
siones se deduzcan de las mismas. 

5. Sin perjuicio de lo establecido en los apartados an-
teriores, la sustitución de la fiscalización previa de los
derechos e ingresos de la Tesorería por el control inhe-
rente a la toma de razón en contabilidad y el control
posterior no alcanzará a la fiscalización de:

a) Los actos de ordenación y pago material deriva-
dos de devoluciones de ingresos indebidos.

Consecuentemente, en estos supuestos, la función
interventora en materia de devolución de ingresos inde-
bidos solo alcanza a la fase de pago de dicho procedi-
miento, la ordenación del pago y pago material, que se
fiscalizarán conforme a lo que se establece en el pre-
sente Reglamento respecto del ejercicio de la función
interventora sobre los gastos y pagos; no estando su-
jeto al ejercicio de dicha función el acto del reconoci-
miento del derecho a la devolución. 
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b) Los actos de aprobación de padrones, matrículas
y listas cobratorias (no así los ingresos de contraído
previo por recibo derivados de la gestión cobratoria de
los mismos). 

Esta fiscalización en estos casos se realizará con oca-
sión de la aprobación del correspondiente expediente.

En estos supuestos se verificará en todo caso: 
  La adecuación de los mismos a las Ordenanzas Fis-

cales en vigor y demás normativa de aplicación. 
  La correcta determinación de las cuotas. En caso de

liquidación de cuotas de Contribuciones Especiales,
que las cuotas individuales se ha realizado atendiendo
al coste de las obras y servicios, cantidad a repartir y cri-
terios de reparto definidos en el acuerdo de Imposición
y Ordenación correspondiente. 

  La correcta aplicación de los tipos impositivos que
correspondan. 

  La inclusión y aplicación de las exenciones y bonifi-
caciones que correspondan. 

  Que el órgano competente para su aprobación es el
adecuado. 

c) Ingresos específicos singulares, tales como los
subsumibles en materia de subvenciones o transferen-
cias casuísticas, sean corrientes o de capital (que no
sean reiterativas o preestablecidas legalmente como la
participación de Tributos del Estado), los ingresos pro-
cedentes de operaciones financieras de cualquier gé-
nero, los procedentes de convenios de cualquier clase,
de enajenación de inversiones reales y más genérica-
mente los ingresos afectados a proyectos de gasto.

Esta fiscalización se ejercerá en función de la corres-
pondiente fase del procedimiento sobre derechos e in-
gresos en las que se encuentre el expediente: 

  El reconocimiento de derechos (fase contable “DR”).
  La recaudación e ingreso de fondos públicos (fase

contable “I”).
En estos supuestos se verificará en todo caso: 
  El cumplimiento de la legalidad en los procedimien-

tos tanto de reconocimiento, liquidación, modificación
o extinción de derechos, como en la realización del in-
greso. 

  Que el derecho económico es reconocido y liqui-
dado por el órgano competente y de acuerdo con las
normas en cada caso aplicables. 

  Que el importe es el correcto, teniendo en cuenta las
posibles causas de la modificación del mismo, como
los aplazamientos y fraccionamientos de las deudas li-
quidadas o los hechos que puedan dar lugar a la extin-
ción del derecho. 

  Que los ingresos se han realizado en las cajas o
cuentas corrientes de las entidades de depósito debida-
mente autorizadas, dentro de los plazos legalmente es-
tablecidos y por la cuantía debida. 

  Que el pagador es el correcto.
  Que todos los derechos e ingresos están contabiliza-

dos en el concepto adecuado y por el importe correcto.
6. En el caso de que en el ejercicio de la función inter-

ventora el órgano interventor se manifieste en desa-
cuerdo con el fondo o con la forma de los actos, docu-
mentos o expedientes examinados y la disconformidad
se refiera al reconocimiento o liquidación de derechos a

favor de las Entidades Locales o sus organismos autó-
nomos, así como a la anulación de derechos, la oposi-
ción se formalizará en nota de reparo que en ningún
caso suspenderá la tramitación del expediente.

CAPÍTULO III. Del procedimiento para el ejercicio de
la función interventora sobre gastos y pagos

SECCIÓN 1ª Disposiciones comunes
ARTÍCULO 10.- Momento y plazo para el ejercicio de

la función interventora.
1. El órgano interventor recibirá el expediente origi-

nal completo, una vez reunidos todos los justificantes y
emitidos los informes preceptivos, y cuando esté en
disposición de que se dicte acuerdo por el órgano com-
petente.

La fiscalización del mismo se efectuará en el plazo de
diez días hábiles1. Este plazo se reducirá a cinco días
hábiles cuando se haya declarado urgente la tramita-
ción del expediente o se aplique el régimen especial de
fiscalización e intervención previa regulada en los artí-
culos 14 y 15 de este Reglamento.

A estos efectos, el cómputo de los plazos citados an-
teriormente se iniciará el día siguiente a la fecha de re-
cepción del expediente original y una vez se disponga
de la totalidad de los documentos.

Cuando el Interventor haga uso de la facultad a que
se refiere el artículo 5.1 de este Reglamento se suspen-
derá el plazo de fiscalización previsto en este artículo y
quedará obligado a dar cuenta de dicha circunstancia al
área o unidad gestora.

ARTÍCULO 11.- Fiscalización de conformidad.
Si el Interventor como resultado de la verificación de

los extremos a los que se extienda la función interven-
tora considera que el expediente objeto de fiscalización
o intervención se ajusta a la legalidad, hará constar su
conformidad mediante una diligencia firmada sin nece-
sidad de motivarla.

ARTÍCULO 12.- Fiscalización con Reparos.
1. Si el Interventor se manifestase en desacuerdo con

el fondo o con la forma de los actos, documentos o ex-
pedientes examinados, deberá formular sus reparos
por escrito.

Dichos reparos deberán ser motivados con razona-
mientos fundados en las normas en las que se apoye el
criterio sustentado y deberán comprender todas las ob-
jeciones observadas en el expediente.

2. Serán reparos suspensivos cuando afecte a la
aprobación o disposición de gastos, reconocimiento de
obligaciones u ordenación de pagos, se suspenderá la
tramitación del expediente hasta que aquél sea solven-
tado en los siguientes casos:

a) Cuando se base en la insuficiencia de crédito o el
propuesto no sea adecuado.

b) Cuando no hubieran sido fiscalizados los actos
que dieron origen a las órdenes de pago.

c) En los casos de omisión en el expediente de requi-
sitos o trámites esenciales:

  Cuando el gasto se proponga a un órgano que ca-
rezca de competencia para su aprobación.

  Cuando se aprecien graves irregularidades en la do-
cumentación justificativa del reconocimiento de la obli-
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gación o no se acredite suficientemente el derecho de
su perceptor.

  Cuando se hayan omitido requisitos o trámites que
pudieran dar lugar a la nulidad del acto, o cuando la
continuación de la gestión administrativa pudiera cau-
sar quebrantos económicos a la Tesorería de la Entidad
Local o a un tercero.

d) Cuando el reparo derive de comprobaciones mate-
riales de obras, suministros, adquisiciones y servicios.

3. Cuando el órgano al que se dirija el reparo lo
acepte, deberá subsanar las deficiencias observadas y
remitir de nuevo las actuaciones al órgano interventor
en el plazo de quince días. 

Cuando el órgano al que se dirija el reparo no lo
acepte, iniciará el procedimiento de resolución de Dis-
crepancias descrito en el artículo siguiente.

4. En el caso de que los defectos observados en el
expediente derivasen del incumplimiento de requisitos
o trámites no esenciales ni suspensivos, el Interventor
podrá fiscalizar favorablemente, quedando la eficacia
del acto condicionada a la subsanación de dichos de-
fectos con anterioridad a la aprobación del expediente. 

El órgano gestor remitirá al órgano interventor la do-
cumentación justificativa de haberse subsanado dichos
defectos.

De no solventarse por el órgano gestor los condicio-
namientos indicados para la continuidad del expediente
se considerará formulado el correspondiente reparo,
sin perjuicio de que en los casos en los que considere
oportuno, podrá iniciar el procedimiento de resolución
de Discrepancias descrito en el artículo 13.

5. Las resoluciones y los acuerdos adoptados que
sean contrarios a los reparos formulados se remitirán al
Tribunal de Cuentas de conformidad con el artículo
218.3 del texto refundido de la Ley reguladora de las
Haciendas Locales.

ARTÍCULO 13.- Tramitación de Discrepancias.
1. Sin perjuicio del carácter suspensivo de los repa-

ros, las opiniones del órgano interventor respecto al
cumplimiento de las normas no prevalecerán sobre las
de los órganos de gestión. 

Los informes emitidos por ambos se tendrán en
cuenta en el conocimiento de las discrepancias que se
planteen, las cuales serán resueltas definitivamente por
el Presidente de la Entidad o la Junta Vecinal, de acuerdo
con lo dispuesto en el apartado siguiente.

2. Cuando el órgano gestor no acepte el reparo for-
mulado por el órgano interventor en el ejercicio de la
función interventora planteará al Presidente de la Enti-
dad una discrepancia. 

No obstante, corresponderá a la Junta Vecinal la re-
solución de las discrepancias cuando los reparos:

a) Se basen en insuficiencia o inadecuación de cré-
dito.

b) Se refieran a obligaciones o gastos cuya aproba-
ción sea de su competencia.

La resolución de la discrepancia por parte del Presi-
dente o la Junta Vecinal será indelegable, deberá recaer
en el plazo de quince días y tendrá naturaleza ejecutiva.

3. Las discrepancias se plantearán en el plazo de
quince días desde la recepción del reparo, al Presidente

o a la Junta Vecinal de la Entidad Local, según corres-
ponda, y, en su caso, a través de los Presidentes o má-
ximos responsables de los organismos autónomos lo-
cales, y organismos públicos en los que se realice la
función interventora, para su inclusión obligatoria, y en
un punto independiente, en el orden del día de la co-
rrespondiente sesión plenaria.

La discrepancia deberá ser motivada por escrito, con
cita de los preceptos legales en los que sustente su cri-
terio.

Resuelta la discrepancia se podrá continuar con la
tramitación del expediente, dejando constancia, en
todo caso, de la adecuación al criterio fijado en la reso-
lución correspondiente o, en su caso, a la motivación
para la no aplicación de los criterios establecidos por el
órgano de control.

4. El Presidente de la Entidad y la Junta Vecinal, a tra-
vés del citado Presidente, previamente a la resolución
de las discrepancias, podrán elevar resolución de las
discrepancias al Ministerio de Hacienda y Administra-
ciones Públicas.

A tales efectos, el Presidente remitirá propuesta moti-
vada de resolución de la discrepancia directamente a la
Intervención General de la Administración del Estado,
concretando el extremo o extremos acerca de los que
solicita valoración. Junto a la discrepancia deberá remi-
tirse el expediente completo. Cuando el Presidente o la
Junta Vecinal hagan uso de esta facultad deberán comu-
nicarlo al órgano interventor y demás partes interesadas.

Cuando las resoluciones y acuerdos adoptados por
la Entidad Local sean contrarios al sentido del informe
del órgano interventor o al del órgano de control com-
petente por razón de la materia de la Administración
que tenga atribuida la tutela financiera, se incluirán en
los informes referidos en los apartados siguientes.

5. Con ocasión de la dación de cuenta de la liquida-
ción del Presupuesto, el órgano interventor elevará a la
Junta Vecinal el informe anual de todas las resoluciones
adoptadas por el Presidente de la Entidad Local contra-
rias a los reparos suspensivo o no efectuados, o, en su
caso, a la opinión del órgano competente de la Admi-
nistración que ostente la tutela al que se haya solicitado
informe, así como un resumen de las principales ano-
malías detectadas en materia de ingresos. Dicho in-
forme atenderá únicamente a aspectos y cometidos
propios del ejercicio de la función fiscalizadora, sin in-
cluir cuestiones de oportunidad o conveniencia de las
actuaciones que fiscalice. El Presidente de la Entidad
podrá presentar en la Junta Vecinal informe justificativo
de su actuación.

6. Una vez informado la Junta Vecinal de la Entidad
Local, con ocasión de la cuenta general, el órgano inter-
ventor remitirá anualmente los mismos términos, al Tri-
bunal de Cuentas.

SECCIÓN 2ª Régimen especial de fiscalización e in-
tervención limitada previa

ARTÍCULO 14.- Régimen de fiscalización e interven-
ción limitada previa de requisitos básicos

1. De conformidad con lo establecido en el artículo
13 del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que
se regula el régimen jurídico del control interno en las

Granada, miércoles, 29 de mayo de 2019 B.O.P.  número  100Página  24 n n



entidades del Sector Público Local, se establece el régi-
men de fiscalización e intervención limitada previa de
los actos de la Entidad Local por los que se apruebe la
realización de los siguientes gastos 

- Gastos de Personal.
- Contratación.
- Subvenciones.
- Patrimonio.
- Reclamaciones por responsabilidad patrimonial.
- Urbanismo.
- Patrimonio Público del Suelo.
- Devolución/reintegro de ingresos.
2. En estos casos, el órgano interventor se limitará a

comprobar los requisitos básicos siguientes:
a) La existencia de crédito presupuestario y que el

propuesto es adecuado a la naturaleza del gasto u obli-
gación que se proponga contraer.

Se entenderá que el crédito es adecuado cuando fi-
nancie obligaciones a contraer o nacidas y no prescritas
a cargo a la tesorería que cumplan los requisitos de los
artículos 172 y 176 del texto refundido de la Ley regula-
dora de las Haciendas Locales.

En los casos en los que el crédito presupuestario dé
cobertura a gastos con financiación afectada se com-
probará que los recursos que los financian son ejecuti-
vos, acreditándose con la existencia de documentos fe-
hacientes que acrediten su efectividad.

Cuando se trate de contraer compromisos de gastos
de carácter plurianual se comprobará, además, si se
cumple lo preceptuado en el artículo 174 del texto re-
fundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales.

b) Que las obligaciones o gastos se generan por ór-
gano competente.

En todo caso se comprobará la competencia del ór-
gano de contratación o concedente de la subvención
cuando dicho órgano no tenga atribuida la facultad para
la aprobación de los gastos de que se trate.

c) Aquellos otros requisitos básicos determinados
por acuerdo del Consejo de Ministros vigente en cada
momento respecto del ejercicio de la función interven-
tora en régimen de requisitos básicos.

3. No obstante, será aplicable el régimen general de
fiscalización e intervención previa respecto de aquellos
tipos de gasto y obligaciones para los que no se haya
acordado el régimen de requisitos básicos a efectos de
fiscalización e intervención limitada previa, así como
para los gastos de cuantía indeterminada.

4. Las obligaciones o gastos sometidos a la fiscaliza-
ción e intervención limitada previa serán objeto de otra
plena con posterioridad, en el marco de las actuaciones
del control financiero que se planifiquen en los términos
recogidos en el título III de este Reglamento.

ARTÍCULO 15.- Comprobación de requisitos básicos. 
En los casos anteriores de actos que están someti-

dos a la fiscalización previa limitada se comprobaran los
requisitos básicos determinados en cada momento por
el Consejos de Ministros, a cuyo efecto el órgano inter-
ventor queda facultado para determinar los formularios
y las adaptaciones informáticas que sean precisas para
su ejercicio.

ARTÍCULO 16.- Reparos y observaciones complemen-
tarias en la fiscalización e intervención limitada previa.

1. Si no se cumpliesen los requisitos exigidos, el ór-
gano interventor procederá a formular reparo en la
forma y con los efectos previstos en esta sección 1.ª.

2. El órgano interventor podrá formular las observa-
ciones complementarias que considere convenientes,
sin que las mismas tengan, en ningún caso, efectos sus-
pensivos en la tramitación de los expedientes. Res-
pecto a estas observaciones no procederá el plantea-
miento de discrepancia.

SECCIÓN 3ª De la fiscalización previa de la aproba-
ción o autorización de gastos y de la disposición o com-
promiso de gasto

ARTÍCULO 17.- Régimen general.
1. Sin perjuicio del régimen de fiscalización limitada

previa regulado en la sección 2ª, están sometidos a fis-
calización previa los demás actos de la Entidad Local,
cualquiera que sea su calificación, por los que se
apruebe la realización de un gasto, no incluidos en la re-
lación del artículo 14.1 de este Reglamento.

2. Esta fiscalización e intervención previa sobre todo
tipo de acto que apruebe la realización de un gasto,
comprenderá consecuentemente las dos primeras fa-
ses de gestión del gasto: 

- La autorización (Fase “A”).
- La disposición o compromiso (Fase “D”) del gasto. 
Entre los actos sometidos a fiscalización previa se

consideran incluidos: 
- Los actos resolutorios de recursos administrativos

que tengan contenido económico. 
- Los convenios que se suscriban y cualesquiera

otros actos de naturaleza análoga, siempre que tengan
contenido económico.

3. En el ejercicio de la fiscalización previa se compro-
bará el cumplimiento de los trámites y requisitos esta-
blecidos por el ordenamiento jurídico mediante el exa-
men de los documentos e informes que integran el ex-
pediente, y en cualquier caso:

a) La existencia y adecuación del crédito.
b) Que las obligaciones o gastos se generan por ór-

gano competente.
c) Que el contenido y la tramitación del mismo se

ajustan a las disposiciones aplicables al caso. 
[En su caso] Que la selección del adjudicatario para la

[la entrega o prestación de servicio o suministro pres-
tado que corresponda] se ajustan a la normativa vigente
y las disposiciones aplicables al caso.

d) Que el expediente está completo y en disposición
de que una vez emitido el informe de fiscalización se
pueda dictar el acuerdo o resolución procedente.

e) Que el gasto fue debidamente autorizado y su im-
porte no se ha excedido.

ARTÍCULO 18.- Exención de fiscalización previa.
No estarán sometidos a la fiscalización previa:
a) Los gastos de material no inventariable.
b) Los contratos menores.
c) Los gastos de carácter periódico y demás de

tracto sucesivo, una vez fiscalizado el gasto correspon-
diente al período inicial del acto o contrato del que deri-
ven o sus modificaciones.
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d) Los gastos menores de 3.005,06 euros que, de
acuerdo con la normativa vigente, se hagan efectivos a
través del sistema de anticipos de caja fija.

e) Los contratos de acceso a bases de datos y de
suscripción a publicaciones que no tengan el carácter
de contratos sujetos a regulación armonizada. 

SECCIÓN 4ª De la intervención previa del reconoci-
miento de la obligación y de la inversión

ARTÍCULO 19.- Intervención de la liquidación del
gasto.

1. Están sometidas a intervención previa las liquida-
ciones de gastos o reconocimiento de obligaciones,
que ya tengan su origen en la ley o en negocios jurídi-
cos válidamente celebrados.

2. Esta intervención se practicará por el órgano inter-
ventor con carácter previo al acuerdo de liquidación del
gasto o reconocimiento de la obligación y constituirá la
fase “O”.

En este momento deberá quedar documentalmente
acreditado que se cumplen todos los requisitos necesa-
rios para el reconocimiento de la obligación, entre los
que se encontrará, en su caso, la acreditación de la rea-
lización de la prestación o el derecho del acreedor de
conformidad con los acuerdos que autorizaron y com-
prometieron el gasto así como el resultado favorable de
la comprobación material de la inversión.

ARTÍCULO 20.- Contenido de las comprobaciones.
Sin perjuicio de las verificaciones en caso de apli-

carse el régimen de fiscalización e intervención limitada
previa de requisitos básicos, al efectuar la intervención
previa de la liquidación del gasto o reconocimiento de
obligaciones se deberá comprobar además:

a) Que las obligaciones responden a gastos aproba-
dos en las fases contables “A” y “D” y en su caso, fisca-
lizados favorablemente, salvo que la aprobación del
gasto y el reconocimiento de la obligación deban reali-
zarse simultáneamente.

b) Que los documentos justificativos de la obligación
se ajustan a las disposiciones legales y reglamentarias
que resulten de aplicación. En todo caso, en la docu-
mentación deberá constar:

  Identificación del acreedor.
  Importe exacto de la obligación.
  Las prestaciones, servicios u otras causas de las que

derive la obligación del pago.
c) Que se ha comprobado materialmente, cuando

proceda, la efectiva y conforme realización de la obra,
servicio, suministro o gasto, y que ha sido realizada en
su caso dicha comprobación.

ARTÍCULO 21.- Intervención material de la inversión.
1. La intervención de la comprobación material de la

inversión, se realiza antes de liquidar el gasto o recono-
cer la obligación efectuándose sobre la realidad física
de las inversiones.

2. Esta intervención material de la inversión se practi-
cará por el órgano interventor y verificará:

  La realización de las obras, servicios y adquisiciones
financiados con fondos públicos, y 

  Su adecuación al contenido del correspondiente
contrato. 

La intervención de la comprobación material de la in-
versión se realizará, en todo caso, concurriendo el ór-

gano interventor, o en quien delegue, al acto de recep-
ción de la obra, servicio o adquisición de que se trate.

En lo que respecta al procedimiento de delegación
mencionado, se estará a lo dispuesto en las bases de
ejecución de la Entidad Local.

Cuando se aprecien circunstancias que lo aconsejen,
el órgano interventor podrá acordar la realización de
comprobaciones materiales de la inversión durante la
ejecución de las obras, la prestación de servicios y fabri-
cación de bienes adquiridos mediante contratos de su-
ministros.

3. El órgano interventor podrá estar asesorado cuando
sea necesaria la posesión de conocimientos técnicos
para realizar la comprobación material.

4. La intervención de la comprobación material de la
inversión será preceptiva cuando el importe de ésta sea
igual o superior a 50.000,00 euros, con exclusión del
Impuesto sobre el Valor Añadido, y sin perjuicio de que
las bases de ejecución del presupuesto fijen un importe
inferior.

En este caso, los órganos gestores deberán solicitar
al órgano interventor, o en quien delegue, su asistencia
a la comprobación material de la inversión, con una an-
telación de veinte días a la fecha prevista para la recep-
ción de la inversión de que se trate.

Para ello deberá hacer llegar con dicha antelación so-
licitud al respecto, debidamente informada por el ór-
gano gestor con los documentos pertinentes, a las de-
pendencias de la Intervención.

El resultado de la comprobación material de la inver-
sión se reflejará en acta que será suscrita por todos los
que concurran al acto de recepción de la obra, servicio,
o adquisición y en la que se harán constar, en su caso,
las deficiencias apreciadas, las medidas a adoptar para
subsanarlas y los hechos y circunstancias relevantes
del acto de recepción.

En dicha acta o en informe ampliatorio podrán los
concurrentes, de forma individual o colectiva, expresar
las opiniones que estimen pertinentes.

5. En el resto de casos la intervención de la compro-
bación material de la inversión no será preceptiva, justi-
ficándose la comprobación de la inversión con uno de
los siguientes medios:

  El acta de conformidad firmada por quienes partici-
paron en la misma. 

  Con una certificación expedida por el Jefe de la uni-
dad a quien corresponda recibir o aceptar las obras,
servicios o adquisiciones, en la que se expresará ha-
berse hecho cargo del material adquirido, especificán-
dolo con el detalle necesario para su identificación, o
haberse ejecutado la obra o servicio con arreglo a las
condiciones generales y particulares que, en relación
con ellos, hubieran sido previamente establecidas.

SECCIÓN 5ª De la intervención formal y material del
pago

ARTÍCULO 22.- De la intervención formal del pago.
1. Están sometidos a intervención formal de la orde-

nación del pago los actos por los que se ordenan pagos
con cargo a la Tesorería. 

2. Dicha intervención tendrá por objeto verificar:
  Que las órdenes de pago se dictan por órgano com-

petente. 
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  Que se ajustan al acto de reconocimiento de la obli-
gación, mediante el examen de los documentos origi-
nales o de la certificación de dicho acto y de su inter-
vención suscrita por los mismos órganos que realizaron
dichas actuaciones.

  Que se acomodan al plan de disposición de fondos,
mediante el examen del propio plan de disposición de
fondos o del informe que al respecto emita la Tesorería.

  En los supuestos de existencia de retenciones judi-
ciales o de compensaciones de deudas del acreedor,
que las correspondientes minoraciones en el pago se
acreditarán mediante los acuerdos que las dispongan. 

ARTÍCULO 23.- Conformidad y reparo.
Si el órgano interventor considerase que las órdenes

de pago cumplen los requisitos señalados en el artículo
anterior, se hará constar su conformidad mediante dili-
gencia firmada en la orden de pago o en documento re-
sumen de cargo a las cajas pagadoras.

El incumplimiento de los requisitos exigidos en el ar-
tículo anterior de la presente sección motivará la formu-
lación de reparo por el órgano interventor, en las condi-
ciones y con los efectos previstos en la sección 1.ª del
presente capítulo.

ARTÍCULO 24.- De la intervención material del pago.
1. Está sometida a intervención material del pago la

ejecución de las órdenes de pago que tengan por objeto:
a) Cumplir, directamente, las obligaciones de la Te-

sorería de la entidad.
b) Situar fondos a disposición de cajeros y agentes

facultados legalmente para realizar pagos a los acree-
dores.

c) Instrumentar el movimiento de fondos y valores
entre las cuentas de la Tesorería.

2. Dicha intervención incluirá la verificación de: 
  La competencia del órgano para la realización del

pago, 
  La correcta identidad del perceptor 
  El importe debidamente reconocido.
3. Cuando el órgano interventor encuentre conforme

la actuación, firmará los documentos que autoricen la
salida de los fondos y valores. Si no la encuentra con-
forme en cuanto a la identidad del perceptor o la cuantía
del pago formulará reparo motivado y por escrito, en
las condiciones y con los efectos previstos en la sección
1.ª del presente capítulo.

SECCIÓN 6ª De la fiscalización previa de las órdenes
de pago a justificar y anticipos de caja fija

ARTÍCULO 25.- Fiscalización previa de las órdenes de
pago a justificar.

La fiscalización previa de las órdenes de pago a justi-
ficar por las que se ponen fondos a disposición de los
órganos pagadores de la Entidad Local y sus organis-
mos autónomos se verificará mediante la comproba-
ción de los siguientes requisitos:

a) Que las propuestas de pago a justificar se basan en
orden o resolución de autoridad competente para auto-
rizar los gastos a que se refieran.

b) Que existe crédito y el propuesto es el adecuado.
c) Que se adaptan a las normas que regulan la expe-

dición de órdenes de pago a justificar con cargo a sus
respectivos presupuestos de gastos.

d) Que el órgano pagador, a cuyo favor se libren las
órdenes de pago, ha justificado dentro del plazo corres-
pondiente la inversión de los fondos percibidos con an-
terioridad por los mismos conceptos presupuestarios.
No obstante, no procederá el reparo por falta de justifi-
cación dentro del plazo de libramientos anteriores
cuando, para paliar las consecuencias de acontecimien-
tos catastróficos, situaciones que supongan grave peli-
gro o necesidades que afecten directamente a la seguri-
dad pública, el Presidente de la Entidad autorice la ex-
pedición de una orden de pago específica.

e) Que la expedición de órdenes de pago “a justifi-
car” cumple con el plan de disposición de fondos de la
Tesorería, salvo en el caso de que se trate de paliar las
consecuencias de acontecimientos catastróficos, situa-
ciones que supongan grave peligro o necesidades que
afecten directamente a la seguridad pública.

Se entenderá que se cumple con el plan de disposi-
ción de fondos de la Tesorería, cuando las órdenes de
pago a justificar se realicen con cargo a conceptos pre-
supuestarios autorizados en las bases de ejecución del
presupuesto.

ARTÍCULO 26.- Fiscalización previa de las órdenes de
pago de anticipos de caja fija.

1. La fiscalización previa de las órdenes de pago para
la constitución o modificación de los anticipos de caja
fija se verificará mediante la comprobación de los si-
guientes requisitos:

a) La existencia y adaptación a las normas que regu-
lan la distribución por cajas pagadoras del gasto má-
ximo asignado.

b) Que la propuesta de pago se basa en resolución
de autoridad competente.

2. Sin perjuicio del resto de requisitos que puedan re-
gular las bases de ejecución, en la fiscalización previa
de las reposiciones de fondos por anticipos de caja fija
el órgano interventor comprobará en cualquier caso:

a) Que el importe total de las cuentas justificativas
coincide con el de los documentos contables de ejecu-
ción del presupuesto de gastos.

b) Que las propuestas de pagos se basan en resolu-
ción de autoridad competente.

c) Que existe crédito y el propuesto es adecuado.
ARTÍCULO 27.- Especialidades en cuanto al régimen

de los reparos.
1. El incumplimiento de los requisitos exigidos en los

artículos anteriores de la presente sección motivará la
formulación de reparo por el órgano interventor en las
condiciones y con los efectos previstos en la sección 1ª
del presente capítulo.

2. No dará lugar a la formulación de reparo los su-
puestos en los que:

  El órgano pagador no justifique las órdenes de pago
a justificar dentro del plazo de libramientos anteriores
cuando, para paliar las consecuencias de acontecimien-
tos catastróficos, situaciones que supongan grave peli-
gro o necesidades que afecten directamente a la seguri-
dad pública, el [Alcalde/Presidente] de la Entidad auto-
rice la expedición de una orden de pago específica.

  La expedición de órdenes de pago “a justificar” no
cumpla con el plan de disposición de fondos de la Teso-
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rería, en el caso de que se trate de paliar las consecuen-
cias de acontecimientos catastróficos, situaciones que
supongan grave peligro o necesidades que afecten di-
rectamente a la seguridad pública.

ARTÍCULO 28.- Intervención de las cuentas justificati-
vas de los pagos a justificar y anticipos de caja fija.

1. En la intervención de las cuentas justificativas de
los pagos a justificar y de los anticipos de caja fija, se
comprobará en todo caso:

  Que corresponden a gastos concretos y determina-
dos en cuya ejecución se haya seguido el procedi-
miento aplicable en cada caso, 

  Que son adecuados al fin para el que se entregaron
los fondos, 

  Que se acredita la realización efectiva y conforme de
los gastos o servicios

  Que el pago se ha realizado a acreedor determinado
por el importe debido.

2. Esta intervención se llevará a cabo por el órgano
interventor, mediante el examen de las cuentas y los
documentos que justifiquen cada partida.

Los resultados se reflejarán en informe en el que el
órgano interventor manifestará su conformidad con la
cuenta o los defectos observados en la misma. La opi-
nión favorable o desfavorable contenida en el informe
se hará constar en la cuenta examinada, sin que tenga
este informe efectos suspensivos respecto de la apro-
bación de la cuenta.

El órgano competente aprobará, en su caso, las
cuentas, que quedarán a disposición del órgano de con-
trol externo.

3. Con ocasión de la dación en cuenta de la liquidación
del presupuesto, en un punto adicional, se elevará a di-
cho órgano un informe con los resultados obtenidos del
control de las cuentas a justificar y anticipos de caja fija.

SECCIÓN 7ª De la omisión de la función interventora.
ARTÍCULO 29.- De la omisión de la función interven-

tora.
1. En los supuestos en los que la función interventora

fuera preceptiva y se hubiese omitido, no se podrá re-
conocer la obligación, ni tramitar el pago, ni intervenir
favorablemente estas actuaciones hasta que se co-
nozca y resuelva dicha omisión en los términos previs-
tos en el presente artículo.

2. Si el órgano interventor al conocer de un expe-
diente observara omisión de la función interventora lo
manifestará a la autoridad que hubiera iniciado aquel y
emitirá al mismo tiempo su opinión respecto de la pro-
puesta, a fin de que, uniendo este informe a las actua-
ciones, pueda el [Alcalde/Presidente] de la Entidad deci-
dir si continua el procedimiento o no y demás actuacio-
nes que en su caso, procedan.

En los casos de que la omisión de la fiscalización pre-
via se refiera a las obligaciones o gastos cuya compe-
tencia sea de Pleno, el [/Presidente] de la Entidad de-
berá someter a decisión de la Junta Vecinal si continua
el procedimiento y las demás actuaciones que, en su
caso, procedan.

El acuerdo favorable del Presidente, de la Junta Veci-
nal o de la Junta de Gobierno Local no eximirá de la exi-
gencia de las responsabilidades a que, en su caso, hu-
biera lugar.

3. Este informe, que no tendrá naturaleza de fiscaliza-
ción, pondrá de manifiesto, como mínimo, los siguien-
tes extremos:

a) Descripción detallada del gasto, con inclusión de
todos los datos necesarios para su identificación, ha-
ciendo constar, al menos, el órgano gestor, el objeto del
gasto, el importe, la naturaleza jurídica, la fecha de reali-
zación, el concepto presupuestario y ejercicio econó-
mico al que se imputa.

b) Exposición de los incumplimientos normativos
que, a juicio del interventor informante, se produjeron
en el momento en que se adoptó el acto con omisión de
la preceptiva fiscalización o intervención previa, enun-
ciando expresamente los preceptos legales infringidos.

c) Constatación de que las prestaciones se han lle-
vado a cabo efectivamente y de que su precio se ajusta
al precio de mercado, para lo cual se tendrán en cuenta
las valoraciones y justificantes aportados por el órgano
gestor, que habrá de recabar los asesoramientos o in-
formes técnicos que resulten precisos a tal fin.

d) Comprobación de que existe crédito presupuestario
adecuado y suficiente para satisfacer el importe del gasto.

e) Posibilidad y conveniencia de revisar los actos dic-
tados con infracción del ordenamiento, que será apre-
ciada por el interventor en función de si se han realizado
o no las prestaciones, el carácter de éstas y su valora-
ción, así como de los incumplimientos legales que se
hayan producido. 

4. Estos casos se incluirán en el informe anual de to-
das las resoluciones adoptadas por el Presidente de la
Entidad Local contrarias a los reparos efectuados.

TÍTULO III. DEL CONTROL FINANCIERO
CAPÍTULO I. Disposiciones generales
ARTÍCULO 30.- Objeto, forma de ejercicio y alcance. 
1. En atención a lo recogido en el artículo 39 y si-

guientes del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por
el que se regula el régimen jurídico del control interno
en las entidades del Sector Público Local, y al modelo
de contabilidad utilizado en esta Entidad, es de aplica-
ción el régimen de control financiero simplificado.

2. El control financiero al que se refiere el artículo 29
del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se
regula el régimen jurídico del control interno en las enti-
dades del Sector Público Local, se ejerce de manera po-
testativa mediante las actuaciones que se recogen en
los artículos siguientes.

3. El control financiero, que será ejercido con plena
autonomía e independencia respecto de las unidades y
entidades u organismos cuya gestión se controle, se re-
alizará por la Intervención, de conformidad con lo pre-
visto en el presente Reglamento y en la normativa bá-
sica de aplicación: el Real Decreto 424/2017, de 28 de
abril, por el que se regula el régimen jurídico del control
interno en las entidades del Sector Público Local y el
texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas
Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004,
de 5 de marzo.  

ARTÍCULO 31.- Actuaciones de control financiero. 
El control financiero de esta Entidad, en aplicación

del referido régimen de control simplificado, se ejercerá
mediante:
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1. La auditoría de cuentas recogida en el artículo
29.3.a) del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el
que se regula el régimen jurídico del control interno en
las entidades del Sector Público Local, que tiene por ob-
jeto la verificación relativa a si las cuentas anuales re-
presentan en todos los aspectos significativos la ima-
gen fiel del patrimonio, de la situación financiera, de los
resultados de la entidad y, en su caso, la ejecución del
presupuesto de acuerdo con las normas y principios
contables y presupuestarios que le son de aplicación y
contienen la información necesaria para su interpreta-
ción y comprensión adecuada.

El órgano interventor de la Entidad Local realizará
anualmente la auditoría de las cuentas anuales de:

a) Los organismos autónomos locales.
b) Las entidades públicas empresariales locales.
c) Las fundaciones del sector público local obligadas

a auditarse por su normativa específica.
d) Los fondos y los consorcios a los que se refiere el

artículo 2.2 de este Reglamento.
e) Las sociedades mercantiles y las fundaciones del

sector público local no sometidas a la obligación de au-
ditarse que se hubieran incluido en el plan anual de au-
ditorías.

2. Aquellas actuaciones cuya realización derive de
una obligación legal.

ARTÍCULO 32.- Colaboración en las actuaciones de
auditoría pública

1. A propuesta del órgano interventor, para la realiza-
ción de las auditorías públicas podrá recabarse colabora-
ción pública o privada, siempre y cuando se consigne en
los presupuestos de la Entidad Local la cuantía suficiente
para responder a las necesidades de colaboración.

2. Dicha colaboración de otros órganos públicos se
llevará a cabo mediante el concierto de los Convenios
oportunos.

3. De igual manera, si así se estima oportuno por el
órgano interventor se podrá contratar la colaboración
con firmas privadas de auditoría que deberán ajustarse
a las instrucciones dictadas por esta Intervención.

Los auditores serán contratados por un plazo má-
ximo de dos años, prorrogable en los términos estable-
cidos en la legislación de contratos del sector público,
no pudiendo superarse los ocho años de realización de
trabajos sobre una misma entidad a través de contrata-
ciones sucesivas, incluidas sus correspondientes pró-
rrogas, ni pudiendo a dichos efectos ser contratados
para la realización de trabajos sobre una misma entidad
hasta transcurridos dos años desde la finalización del
período de ocho.

Las sociedades de auditoría o auditores de cuentas
individuales concurrentes en relación con cada trabajo
a adjudicar no podrán ser contratados cuando, en el
mismo año o en el año anterior a aquel en que van a de-
sarrollar su trabajo, hayan realizado o realicen otros tra-
bajos para la entidad, sobre áreas o materias respecto
de las cuales deba pronunciarse el auditor en su in-
forme.

CAPÍTULO II. Del resultado del control financiero
ARTÍCULO 33.- Informes de control financiero. 
1. El órgano interventor, u órgano en quien delegue,

que haya desarrollado las actuaciones de control finan-
ciero, deberá emitir informe escrito en el que se expon-
drán de forma clara, objetiva y ponderada:

  Los hechos comprobados.
  Las conclusiones obtenidas.
  Las recomendaciones sobre las actuaciones objeto

de control. 
  Las deficiencias que deban ser subsanadas me-

diante una actuación correctora inmediata.
2. Dicho informe tendrá carácter provisional y se re-

mitirá por el órgano que haya efectuado el control al
gestor directo de la actividad controlada para que, en el
plazo máximo de quince días desde la recepción del in-
forme, formule las alegaciones que estime oportunas o
en el caso de existir deficiencias admitidas por el ór-
gano gestor, éste indique las medidas necesarias y el
calendario previsto para solucionarlas. 

3. En base en el informe provisional y en las alegacio-
nes recibidas, el órgano interventor emitirá el informe
definitivo. Si no se hubieran recibido alegaciones en el
plazo señalado para ello el informe provisional se ele-
vará a definitivo. 

4. El informe definitivo incluirá las alegaciones del
gestor y, en su caso, las observaciones del órgano de
control sobre dichas alegaciones.

ARTÍCULO 34.- Destinatarios de los informes de con-
trol financiero. 

1. Los informes definitivos de control financiero se-
rán remitidos por la Intervención a los siguientes desti-
natarios: 

Al gestor directo de la actividad controlada.
a) Al [Alcalde/Presidente] de la Entidad, y a través de

él, a la Junta Vecinal para su conocimiento. 
El análisis del informe constituirá un punto indepen-

diente en el orden del día de la correspondiente sesión
plenaria.

b) A la Intervención General de la Administración del
Estado, para su integración en el registro de cuentas
anuales del sector público.

ARTÍCULO 35.- Informe resumen.
1. El órgano interventor deberá elaborar con carácter

anual y con ocasión de la aprobación de la cuenta gene-
ral, el informe resumen de los resultados del control in-
terno señalado en el artículo 213 del Texto Refundido
de la Ley reguladora de las Haciendas Locales.

2. Este informe contendrá los resultados más signifi-
cativos derivados de las de las actuaciones de control fi-
nanciero y de función interventora realizadas en el ejer-
cicio anterior.

ARTÍCULO 36.- Destinatarios del informe resumen. 
1. El informe resumen del control interno de la Enti-

dad Local será remitido por la Intervención a los si-
guientes destinatarios: 

A la Junta Vecinal, a través del [Alcalde/Presidente]
de la Entidad. 

a) A la Intervención General de la Administración del
Estado, en el curso del primer cuatrimestre de cada año 
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ARTÍCULO 37.- Plan de acción.
1. De las debilidades, deficiencias, errores e incum-

plimientos que se pongan de manifiesto en el informe
resumen referido en el artículo anterior, el [Alcalde/Pre-
sidente] de la Entidad formalizará un plan de acción que
determine las medidas a adoptar para subsanarlas. 

2. El plan de acción se elaborará en el plazo máximo
de 3 meses desde la remisión del informe resumen a la
Junta Vecinal y contendrá:

  Las medidas de corrección adoptadas, 
  El responsable de implementarlas y 
  El calendario de actuaciones a realizar, relativos

tanto a la gestión de la propia Entidad como a la de los
organismos y entidades públicas adscritas o depen-
dientes y de las que ejerza la tutela.

3. El plan de acción será remitido al órgano interven-
tor de la Entidad Local, que valorará su adecuación para
solventar las deficiencias señaladas y en su caso los re-
sultados obtenidos en el plazo de 15 días naturales.

El órgano interventor informará a la Junta Vecinal so-
bre la situación de la corrección de las debilidades
puestas de manifiesto, en el plazo de 15 días naturales
desde la recepción del referido plan de acción.”

Contra la aprobación definitiva, que pone fin a la vía
administrativa, podrá interponerse recurso conten-
cioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía con sede en Granada, en el plazo de dos meses,
contados desde el día siguiente al de la publicación de
la aprobación definitiva en el Boletín Oficial de la Provin-
cia de Granada, sin perjuicio de cualquier otro que es-
time procedente.

Lo que se hace público para general conocimiento
en Mairena, 20 de mayo de 2019.-El Presidente, fdo.:
Rafael Garzón Román.

NÚMERO 2.563

AYUNTAMIENTO DE MARCHAL (Granada)

Cobro tasas de agua y basura primer y segundo
trimestre de 2018

EDICTO

D. Juan Manuel García Segura, Alcalde-Presidente
del Ayuntamiento de Marchal (Granada)

HAGO SABER: Que por resoluciones de Alcaldía nú-
mero 38 y 39 de 20 de mayo de 2019 se han aprobado
los padrones correspondientes al primer y segundo tri-
mestre de 2018 y que los mismos se exponen al público
por plazo de quince días hábiles, a contar desde el día
siguiente al de la publicación de este edicto en el B.O.P.,
durante los cuales los interesados podrán examinar y
formular cuantas reclamaciones estimen procedentes.
En caso de no presentarse reclamación alguna, este pa-
drón quedará elevado automáticamente a definitivo.

Contra el acto de aprobación de los padrones expre-
sados podrán interponer recurso de reposición previo
al contencioso-administrativo en el plazo de un mes
ante el Sr. Alcalde, conforme al artículo 108 de la Ley
7/85 de 2 de abril.

Lo que se hace público para general conocimiento

Marchal, 20 de mayo de 2019.-El Alcalde-Presidente,
fdo.: Juan Manuel García Segura.

NÚMERO 2.559

AYUNTAMIENTO DE NEVADA (Granada)

Aprobación definitiva reglamento de control interno
simplificado

EDICTO

Dª Mª Dolores Pastor Manzano, Alcaldesa-Presidenta
del Ayuntamiento de Nevada (Granada),

HACE SABER: Que al no haberse presentado recla-
maciones durante el plazo de exposición al público,
queda automáticamente elevado a definitivo el acuerdo
plenario inicial aprobatorio del Reglamento de control
interno simplificado del Ayuntamiento de Nevada, cuyo
texto íntegro se hace público, para su general conoci-
miento y en cumplimiento de lo dispuesto en el art. 70.2
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases
de Régimen Local.

“El control interno, regulado en el artículo 213 del
Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas
Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo
2/2004, de 5 de marzo, y desarrollado por el Real De-
creto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el ré-
gimen jurídico del control interno en las entidades del
Sector Público Local, es el ejercido en las Entidades Lo-
cales respecto de su gestión económica, y, en su caso,
la de los organismos autónomos y de las sociedades
mercantiles de ellas dependientes, en su triple acepción
de función interventora, control financiero y controles
de eficacia y eficiencia.

De acuerdo con lo recogido en el artículo 3 del refe-
rido Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se
regula el régimen jurídico del control interno en las enti-
dades del Sector Público Local y en consonancia con lo
recogido en el artículo 214 del Texto Refundido de la
Ley reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por
el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, el ob-
jeto de la función interventora será controlar los actos
de la Entidad Local y de sus organismos autónomos,
cualquiera que sea su calificación, que den lugar al re-
conocimiento de derechos o a la realización de gastos,
así como los ingresos y pagos que de ellos se deriven, y
la inversión o aplicación en general de sus fondos públi-
cos, con el fin de asegurar que su gestión se ajusta a las
disposiciones aplicables en cada caso.

Por su parte, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 29 del referido Real Decreto 424/2017, de 28 de
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abril, por el que se regula el régimen jurídico del control
interno en las entidades del Sector Público Local, el ob-
jeto del control financiero, ejercido mediante control
permanente y auditoría pública, será verificar el funcio-
namiento de los servicios, y organismos autónomos, en
el aspecto económico financiero para comprobar el
cumplimiento de la normativa y directrices que los ri-
gen y, en general, que su gestión se ajusta a los princi-
pios de buena gestión financiera, de estabilidad presu-
puestaria y sostenibilidad financiera en el uso de los re-
cursos públicos locales. 

No obstante, de acuerdo con el artículo 39 y siguien-
tes del citado Real Decreto 424/2017, de 28 de abril y en
atención a la heterogeneidad que impera en el ámbito
local, las Entidades Locales que se encuentren incluidas
en el ámbito de aplicación del modelo simplificado de
contabilidad local, como es el caso de esta Corpora-
ción, podrán igualmente elegir aplicar un régimen de
control simplificado, de manera que, ejercerán plena-
mente el ejercicio de la función interventora, siendo po-
testativo el control financiero, con la sola obligación de
llevar a cabo la auditoría de cuentas anual y aquellas ac-
tuaciones que deriven de una obligación legal.

La citada normativa se debe considerar de mínimos,
reguladora del régimen general aplicable al ejercicio del
control interno en las Entidades Locales. 

En este sentido, y al igual que procede la Administra-
ción General del Estado a través de su Intervención Ge-
neral, se establece por el Pleno de la Entidad y mediante
el presente Reglamento, las normas básicas para el ade-
cuado ejercicio de las funciones del control interno y la
elección del régimen de control simplificado recogidos
en el Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se
regula el régimen jurídico del control interno en las enti-
dades del Sector Público Local; atendiendo siempre al
principio de plena autonomía de los órganos de control
respecto de las autoridades y órganos controlados. 

Así, con el fin de disponer de un modelo de control
eficaz en virtud del artículo 3.3 del Real Decreto
424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen
jurídico del control interno en las entidades del Sector
Público Local, y en virtud del principio de autoorganiza-
ción y potestad reglamentaria reconocido en el artículo
4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril a las Entidades Locales
territoriales, con el presente Reglamento esta Entidad
Local pretende la mejora en los mecanismos de gestión
y control interno, en aras de una mayor eficacia. 

TÍTULO I.
DISPOSICIONES COMUNES
ARTÍCULO 1.- Objeto y ámbito de aplicación. 
Constituye el objeto de esta norma la regulación de

las funciones de control interno respecto de la gestión
económico-financiera y los actos con contenido econó-
mico de la Entidad Local, en base a los preceptos sobre
control y fiscalización contenidos en el capítulo IV co-
rrespondiente al título V del texto refundido de la Ley re-
guladora de las Haciendas Locales y el Real Decreto
424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen
jurídico del control interno en las entidades del Sector
Público Local.

Así, el presente Reglamento será de aplicación a esta
Entidad Local, y sus Organismos Autónomos Locales,
Entidades Públicas Empresariales Locales, Sociedades
Mercantiles y fundaciones dependientes, consorcios
adscritos, fondos carentes de personalidad jurídica y
entidades con o sin personalidad jurídica con dotación
mayoritaria distintas de las anteriores.

ARTÍCULO 2.- Atribución de las funciones de control. 
Las funciones de control interno de los entes enume-

rados en el artículo anterior, se ejercerán por la Inter-
vención mediante el ejercicio de la función interventora
y el control financiero con la extensión y efectos que se
determinan en los artículos siguientes. 

ARTÍCULO 3.- Formas de ejercicio. 
1. La función interventora tiene por objeto controlar

los actos de la Entidad Local y de sus organismos autó-
nomos, cualquiera que sea su calificación, que den lu-
gar al reconocimiento de derechos o a la realización de
gastos, así como los ingresos y pagos que de ellos se
deriven, y la inversión o aplicación en general de sus
fondos públicos, con el fin de asegurar que su gestión
se ajuste a las disposiciones aplicables en cada caso.

2. El control financiero tiene por objeto verificar el
funcionamiento de los servicios, organismos autóno-
mos y sociedades mercantiles dependientes, en el as-
pecto económico financiero para comprobar el cumpli-
miento de la normativa y directrices que los rigen y, en
general, que su gestión se ajusta a los principios de
buena gestión financiera, comprobando que la gestión
de los recursos públicos se encuentra orientada por la
eficacia, la eficiencia, la economía, la calidad y la trans-
parencia, y por los principios de estabilidad presupues-
taria y sostenibilidad financiera en el uso de los recur-
sos públicos locales. 

Este control financiero, por aplicarse en esta Entidad
Local el régimen de control simplificado recogido en el
artículo 39 y siguientes del citado Real Decreto
424/2017, de 28 de abril, se ejercerá de manera potesta-
tiva, con la sola obligación de llevar a cabo la auditoría
de cuentas anual y aquellas actuaciones que deriven de
una obligación legal.

3. De la misma manera corresponde a la Intervención
la elaboración y aprobación de las Instrucciones nece-
sarias para el adecuado ejercicio de las funciones de
control interno; y de manera particular, la determina-
ción de los métodos, forma y alcance tanto del control
posterior pleno en supuestos de fiscalización previa li-
mitada de gastos, como del control financiero en su-
puestos de fiscalización posterior de ingresos.

ARTÍCULO 4. Principios de ejercicio del control in-
terno. 

1. La Intervención, en el ejercicio de sus funciones de
control interno, estará sometida a los principios de au-
tonomía funcional y procedimiento contradictorio. 

2. El órgano interventor ejercerá el control interno
con plena autonomía respecto de las autoridades y de-
más entidades cuya gestión sea objeto del mismo. A ta-
les efectos, los funcionarios que lo realicen, tendrán in-
dependencia funcional respecto de los titulares de las
entidades controladas.
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Si bien se deberá dar cuenta a los órganos de gestión
controlados de los resultados más relevantes tras las
comprobaciones efectuadas y recomendará las actua-
ciones que resulten aconsejables. De igual modo, dará
cuenta al Pleno de los resultados que por su especial
trascendencia considere adecuado elevar al mismo y le
informará sobre la situación de la corrección de las de-
bilidades puestas de manifiesto con expresa mención
del grado de cumplimiento de los apartados anteriores
de este artículo.

ARTÍCULO 5. De los deberes del órgano de control.
1. Los funcionarios que ejerzan la función interven-

tora o realicen el control financiero, deberán guardar el
debido sigilo con relación a los asuntos que conozcan
en el desempeño de sus funciones.

Así, los datos, informes o antecedentes obtenidos en
el ejercicio del control interno sólo podrán utilizarse
para los fines asignados al mismo y, en su caso, para
formular la correspondiente denuncia de hechos que
puedan ser constitutivos de infracción administrativa,
responsabilidad contable o penal.

Igualmente deberá facilitar el acceso a los informes
de control en aquellos casos en los que legalmente pro-
ceda. En cuyo defecto de previsión legal, la solicitud de
los mismos deberá dirigirse directamente al gestor di-
recto de la actividad económico-financiera controlada.

2. Cuando en la práctica de un control el órgano in-
terventor actuante aprecie que los hechos acreditados
o comprobados pudieran ser susceptibles de constituir
una infracción administrativa o dar lugar a la exigencia
de responsabilidades contables o penales lo pondrá en
conocimiento del órgano competente, de acuerdo con
las reglas que se establecen en el artículo 5.2 del Real
Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el
régimen jurídico del control interno en las entidades del
Sector Público Local.

ARTÍCULO 6. De las facultades del órgano de control.
El órgano interventor podrá hacer uso en el ejercicio

de sus funciones de control, del deber de colaboración,
de la facultad de solicitar asesoramiento, de la defensa
jurídica y de la facultad de revisión de los sistemas infor-
máticos de gestión; así como recabar directamente de
las distintas áreas o unidades de la Entidad Local los
asesoramientos jurídicos y los informes técnicos que
considere necesarios, los antecedentes y documentos
precisos para el ejercicio de sus funciones de control in-
terno, con independencia del medio que los soporte.

Igualmente podrán recabar a través de la Alcaldía, el
asesoramiento e informe de los Servicios de Asistencia
Municipal y de los órganos competentes de la Diputa-
ción Provincial, o solicitar el asesoramiento de la Inter-
vención General de la Administración del Estado con la
suscripción del correspondiente Convenio.

TÍTULO II.
DE LA FUNCIÓN INTERVENTORA
CAPÍTULO I. Del ejercicio de la función interventora.
ARTÍCULO 7. De las distintas fases de la función in-

terventora.
1. La función interventora tiene carácter interno y pre-

ventivo y tiene por objeto garantizar, en todo caso y para

cada acto, el cumplimiento de las normas relativas a la
disciplina presupuestaria, a los procedimientos de gestión
de gastos, ingresos y aplicación de los fondos públicos.

El ejercicio de la función interventora comprenderá
las siguientes fases:

a) La fiscalización previa de los actos que reconozcan
derechos de contenido económico, autoricen o aprue-
ben gastos, dispongan o comprometan gastos y acuer-
den movimientos de fondos y valores.

b) La intervención del reconocimiento de las obliga-
ciones e intervención de la comprobación material de la
inversión.

c) La intervención formal de la ordenación del pago.
d) La intervención material del pago.
2. La función interventora se ejercerá en sus modali-

dades de intervención formal y material. 
La intervención formal consistirá en la verificación

del cumplimiento de los requisitos legales necesarios
para la adopción del acuerdo mediante el examen de
todos los documentos que preceptivamente deban es-
tar incorporados al expediente. 

La intervención material comprobará la real y efec-
tiva aplicación de los fondos públicos.

ARTÍCULO 8. Del contenido de la función interven-
tora.

1. La función interventora se ejercerá bien como fis-
calización previa bien como intervención previa.

La fiscalización previa examinará, antes de que se
dicte la correspondiente resolución, todo acto, docu-
mento o expediente susceptible de producir derechos u
obligaciones de contenido económico o movimiento de
fondos y valores, con el fin de asegurar, según el proce-
dimiento legalmente establecido, su conformidad con las
disposiciones aplicables en cada caso. El ejercicio de la
función interventora no atenderá a cuestiones de oportu-
nidad o conveniencia de las actuaciones fiscalizadas.

La intervención previa de la liquidación del gasto o
reconocimiento de obligaciones comprobará, antes de
que se dicte la correspondiente resolución, que las obli-
gaciones se ajustan a la ley o a los negocios jurídicos
suscritos por las autoridades competentes y que el
acreedor ha cumplido o garantizado, en su caso, su co-
rrelativa prestación. La intervención de la comproba-
ción material de la inversión se ajustará a lo establecido
en el artículo 29 de este Reglamento.

La intervención formal de la ordenación del pago ve-
rificará la correcta expedición de las órdenes de pago.

La intervención material del pago verificará que di-
cho pago se ha dispuesto por órgano competente y se
realiza en favor del perceptor y por el importe estable-
cido.

CAPÍTULO II. Del procedimiento para el ejercicio de
la función interventora sobre los derechos e ingresos

ARTÍCULO 9. Fiscalización previa de derechos e in-
gresos.

1. La fiscalización previa de los derechos e ingresos
de la Tesorería se sustituye por el control inherente a la
toma de razón en contabilidad y el control posterior
ejercido mediante el control financiero, tal y como auto-
riza el artículo 9 del Real Decreto 424/2017, de 28 de
abril.
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2. Esta fiscalización se ejercerá en dos momentos di-
ferentes:

  La toma de razón en la contabilidad de la Entidad Lo-
cal o de sus organismos autónomos, de los actos gene-
radores de derechos e ingresos en la Tesorería.

  Mediante actuaciones de control financiero que de-
ben realizarse con carácter posterior. 

3. La toma de razón de contabilidad se efectuará a la
vista de toda operación de gestión económico-presu-
puestaria, mediante la incorporación al sistema de in-
formación contable a través de los documentos conta-
bles correspondientes. 

Así, cada área o servicio de la Entidad Local iniciará el
correspondiente expediente que hará llegar a Interven-
ción siguiendo el iter procedimiental habitual para su
toma de razón en contabilidad. 

El órgano interventor efectuará la verificación y con-
tabilización de los documentos contables en el plazo de
10 días hábiles desde que los mismos lleguen a las de-
pendencias. A estos efectos, el cómputo del plazo ci-
tado se iniciará el día siguiente a la fecha de recepción
de los documentos contables y una vez se disponga de
la totalidad de los documentos necesarios, debiendo
efectuarse en las fases:

- El reconocimiento de derechos (fase contable DR)
- La recaudación e ingreso de fondos públicos (fase

contable I).
4. El ejercicio del control posterior o financiero se lle-

vará a cabo mediante técnicas de auditoría y muestreo. 
a) Estas actuaciones comprobatorias posteriores tie-

nen por finalidad asegurar que la gestión económico-fi-
nanciera de los derechos e ingresos públicos se ajusta a
las disposiciones aplicables en cada caso. 

Las actuaciones a llevar a cabo deberán verificar en
cualquier caso: 

  El cumplimiento de la legalidad tanto en los procedi-
mientos de gestión que hayan dado lugar al reconoci-
miento, liquidación, modificación o extinción de dere-
chos, como en la realización de cualquier ingreso pú-
blico. 

  Que el derecho económico es reconocido y liqui-
dado por el órgano competente y de acuerdo con las
normas en cada caso aplicables. 

  Que el importe es el correcto, teniendo en cuenta las
posibles causas de la modificación del mismo, como
los aplazamientos y fraccionamientos de las deudas li-
quidadas o los hechos que puedan dar lugar a la extin-
ción del derecho.

  Que los ingresos se han realizado en las cajas o
cuentas corrientes de las entidades de depósito debida-
mente autorizadas, dentro de los plazos legalmente es-
tablecidos y por la cuantía debida. 

  Que el pagador es el correcto, examinando, en su
caso, los supuestos de derivación de responsabilidad. 

  Que todos los derechos y/o operaciones suscepti-
bles de ser contabilizadas lo estén en el concepto ade-
cuado y por el importe correcto.

Además de los extremos detallados en el párrafo an-
terior, para los siguientes casos deberá verificarse igual-
mente:

* Reintegro de Pagos Indebidos: 

  Que los motivos y su procedencia son correctos, de-
tallando operación, motivo, importe e unidad o área
gestora. 

* Tasas o Precios Públicos por prestación de servi-
cios o realización de una actividad:

  Que la prestación del servicio o realización de activi-
dad está efectivamente autorizada por el órgano com-
petente. 

  Que las liquidaciones y/o autoliquidaciones se co-
rresponden con los sujetos pasivos que han realizado
de forma efectiva el hecho imponible.

* Tasas por utilización privativa o aprovechamiento
especial del dominio público:

  Que la utilización u aprovechamiento están efectiva-
mente autorizadas por el órgano competente. 

  Que las liquidaciones y/o autoliquidaciones se co-
rresponden con los sujetos pasivos que han realizado
de forma efectiva el hecho imponible.

* Fianzas:
  Que se distingan en los diferentes conceptos de fian-

zas, tanto el tercero como el importe entregado por los
mismos como garantía. 

  Que las que se constituyen como garantías definiti-
vas se depositen con anterioridad a la firma del contrato
y que las garantías provisionales se devuelvan simultá-
nea o posteriormente al depósito de las definitivas o se
devuelven en caso de no adjudicación. 

b) Dicha verificación se realizará sobre una muestra
representativa de los actos, documentos o expedientes
de contenido económico, origen del reconocimiento o
liquidación de derechos. 

Como norma general, se determinarán los expedien-
tes que se han de examinar mediante la aplicación de
los procedimientos de muestreo o métodos de selec-
ción de muestras que se establecen a continuación, de
acuerdo con Norma Internacional de Auditoría 530,
Muestreo de Auditoría, NIA-ES 530 (adaptada para su
aplicación en España mediante resolución del Instituto
de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, de 15 de octu-
bre de 2013).

c) De las comprobaciones efectuadas con posteriori-
dad el órgano interventor deberá emitir informe escrito
en el que hará constar cuantas observaciones y conclu-
siones se deduzcan de las mismas. 

5. Sin perjuicio de lo establecido en los apartados an-
teriores, la sustitución de la fiscalización previa de los
derechos e ingresos de la Tesorería por el control inhe-
rente a la toma de razón en contabilidad y el control
posterior no alcanzará a la fiscalización de:

a) Los actos de ordenación y pago material deriva-
dos de devoluciones de ingresos indebidos.

Consecuentemente, en estos supuestos, la función
interventora en materia de devolución de ingresos inde-
bidos solo alcanza a la fase de pago de dicho procedi-
miento, la ordenación del pago y pago material, que se
fiscalizarán conforme a lo que se establece en el pre-
sente Reglamento respecto del ejercicio de la función
interventora sobre los gastos y pagos; no estando su-
jeto al ejercicio de dicha función el acto del reconoci-
miento del derecho a la devolución. 
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b) Los actos de aprobación de padrones, matrículas
y listas cobratorias (no así los ingresos de contraído
previo por recibo derivados de la gestión cobratoria de
los mismos). 

Esta fiscalización en estos casos se realizará con oca-
sión de la aprobación del correspondiente expediente.

En estos supuestos se verificará en todo caso: 
  La adecuación de los mismos a las Ordenanzas Fis-

cales en vigor y demás normativa de aplicación. 
  La correcta determinación de las cuotas. En caso de

liquidación de cuotas de Contribuciones Especiales,
que las cuotas individuales se ha realizado atendiendo
al coste de las obras y servicios, cantidad a repartir y cri-
terios de reparto definidos en el acuerdo de Imposición
y Ordenación correspondiente. 

  La correcta aplicación de los tipos impositivos que
correspondan. 

  La inclusión y aplicación de las exenciones y bonifi-
caciones que correspondan. 

  Que el órgano competente para su aprobación es el
adecuado. 

c) Ingresos específicos singulares, tales como los
subsumibles en materia de subvenciones o transferen-
cias casuísticas, sean corrientes o de capital (que no
sean reiterativas o preestablecidas legalmente como la
participación de Tributos del Estado), los ingresos pro-
cedentes de operaciones financieras de cualquier gé-
nero, los procedentes de convenios de cualquier clase,
de enajenación de inversiones reales y más genérica-
mente los ingresos afectados a proyectos de gasto.

Esta fiscalización se ejercerá en función de la corres-
pondiente fase del procedimiento sobre derechos e in-
gresos en las que se encuentre el expediente: 

  El reconocimiento de derechos (fase contable “DR”).
  La recaudación e ingreso de fondos públicos (fase

contable “I”).
En estos supuestos se verificará en todo caso: 
  El cumplimiento de la legalidad en los procedimien-

tos tanto de reconocimiento, liquidación, modificación
o extinción de derechos, como en la realización del in-
greso. 

  Que el derecho económico es reconocido y liqui-
dado por el órgano competente y de acuerdo con las
normas en cada caso aplicables. 

  Que el importe es el correcto, teniendo en cuenta las
posibles causas de la modificación del mismo, como
los aplazamientos y fraccionamientos de las deudas li-
quidadas o los hechos que puedan dar lugar a la extin-
ción del derecho. 

  Que los ingresos se han realizado en las cajas o
cuentas corrientes de las entidades de depósito debida-
mente autorizadas, dentro de los plazos legalmente es-
tablecidos y por la cuantía debida. 

  Que el pagador es el correcto.
  Que todos los derechos e ingresos están contabiliza-

dos en el concepto adecuado y por el importe correcto.
6. En el caso de que en el ejercicio de la función inter-

ventora el órgano interventor se manifieste en desa-
cuerdo con el fondo o con la forma de los actos, docu-
mentos o expedientes examinados y la disconformidad
se refiera al reconocimiento o liquidación de derechos a

favor de las Entidades Locales o sus organismos autó-
nomos, así como a la anulación de derechos, la oposi-
ción se formalizará en nota de reparo que en ningún
caso suspenderá la tramitación del expediente.

CAPÍTULO III. Del procedimiento para el ejercicio de
la función interventora sobre gastos y pagos

SECCIÓN 1ª Disposiciones comunes
ARTÍCULO 10. Momento y plazo para el ejercicio de

la función interventora.
1. El órgano interventor recibirá el expediente original

completo, una vez reunidos todos los justificantes y emi-
tidos los informes preceptivos, y cuando esté en disposi-
ción de que se dicte acuerdo por el órgano competente.

La fiscalización del mismo se efectuará en el plazo de
diez días hábiles1. Este plazo se reducirá a cinco días
hábiles cuando se haya declarado urgente la tramita-
ción del expediente o se aplique el régimen especial de
fiscalización e intervención previa regulada en los artí-
culos 14 y 15 de este Reglamento.

A estos efectos, el cómputo de los plazos citados an-
teriormente se iniciará el día siguiente a la fecha de re-
cepción del expediente original y una vez se disponga
de la totalidad de los documentos.

Cuando el Interventor haga uso de la facultad a que
se refiere el artículo 5.1 de este Reglamento se suspen-
derá el plazo de fiscalización previsto en este artículo y
quedará obligado a dar cuenta de dicha circunstancia al
área o unidad gestora.

ARTÍCULO 11. Fiscalización de conformidad.
Si el Interventor como resultado de la verificación de

los extremos a los que se extienda la función interven-
tora considera que el expediente objeto de fiscalización
o intervención se ajusta a la legalidad, hará constar su
conformidad mediante una diligencia firmada sin nece-
sidad de motivarla.

ARTÍCULO 12. Fiscalización con Reparos.
1. Si el Interventor se manifestase en desacuerdo con

el fondo o con la forma de los actos, documentos o ex-
pedientes examinados, deberá formular sus reparos
por escrito.

Dichos reparos deberán ser motivados con razona-
mientos fundados en las normas en las que se apoye el
criterio sustentado y deberán comprender todas las ob-
jeciones observadas en el expediente.

2. Serán reparos suspensivos cuando afecte a la
aprobación o disposición de gastos, reconocimiento de
obligaciones u ordenación de pagos, se suspenderá la
tramitación del expediente hasta que aquél sea solven-
tado en los siguientes casos:

a) Cuando se base en la insuficiencia de crédito o el
propuesto no sea adecuado.

b) Cuando no hubieran sido fiscalizados los actos
que dieron origen a las órdenes de pago.

c) En los casos de omisión en el expediente de requi-
sitos o trámites esenciales:

  Cuando el gasto se proponga a un órgano que ca-
rezca de competencia para su aprobación.

  Cuando se aprecien graves irregularidades en la do-
cumentación justificativa del reconocimiento de la obli-
gación o no se acredite suficientemente el derecho de
su perceptor.
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  Cuando se hayan omitido requisitos o trámites que
pudieran dar lugar a la nulidad del acto, o cuando la
continuación de la gestión administrativa pudiera cau-
sar quebrantos económicos a la Tesorería de la Entidad
Local o a un tercero.

d) Cuando el reparo derive de comprobaciones ma-
teriales de obras, suministros, adquisiciones y servi-
cios.

3. Cuando el órgano al que se dirija el reparo lo acepte,
deberá subsanar las deficiencias observadas y remitir de
nuevo las actuaciones al órgano interventor en el plazo
de quince días. 

Cuando el órgano al que se dirija el reparo no lo
acepte, iniciará el procedimiento de resolución de Dis-
crepancias descrito en el artículo siguiente.

4. En el caso de que los defectos observados en el
expediente derivasen del incumplimiento de requisitos
o trámites no esenciales ni suspensivos, el Interventor
podrá fiscalizar favorablemente, quedando la eficacia
del acto condicionada a la subsanación de dichos de-
fectos con anterioridad a la aprobación del expediente. 

El órgano gestor remitirá al órgano interventor la do-
cumentación justificativa de haberse subsanado dichos
defectos.

De no solventarse por el órgano gestor los condicio-
namientos indicados para la continuidad del expediente
se considerará formulado el correspondiente reparo,
sin perjuicio de que en los casos en los que considere
oportuno, podrá iniciar el procedimiento de resolución
de Discrepancias descrito en el artículo 13.

5. Las resoluciones y los acuerdos adoptados que
sean contrarios a los reparos formulados se remitirán al
Tribunal de Cuentas de conformidad con el artículo
218.3 del texto refundido de la Ley reguladora de las
Haciendas Locales.

ARTÍCULO 13. Tramitación de Discrepancias.
1. Sin perjuicio del carácter suspensivo de los repa-

ros, las opiniones del órgano interventor respecto al
cumplimiento de las normas no prevalecerán sobre las
de los órganos de gestión. 

Los informes emitidos por ambos se tendrán en
cuenta en el conocimiento de las discrepancias que se
planteen, las cuales serán resueltas definitivamente por
el Presidente de la Entidad o el Pleno, de acuerdo con lo
dispuesto en el apartado siguiente.

2. Cuando el órgano gestor no acepte el reparo for-
mulado por el órgano interventor en el ejercicio de la
función interventora planteará al Presidente de la Enti-
dad una discrepancia. 

No obstante, corresponderá al Pleno la resolución de
las discrepancias cuando los reparos:

a) Se basen en insuficiencia o inadecuación de cré-
dito.

b) Se refieran a obligaciones o gastos cuya aproba-
ción sea de su competencia.

La resolución de la discrepancia por parte del Presi-
dente o el Pleno será indelegable, deberá recaer en el
plazo de quince días y tendrá naturaleza ejecutiva.

3. Las discrepancias se plantearán en el plazo de
quince días desde la recepción del reparo, al Presidente
o al Pleno de la Entidad Local, según corresponda, y, en

su caso, a través de los Presidentes o máximos respon-
sables de los organismos autónomos locales, y orga-
nismos públicos en los que se realice la función inter-
ventora, para su inclusión obligatoria, y en un punto in-
dependiente, en el orden del día de la correspondiente
sesión plenaria.

La discrepancia deberá ser motivada por escrito, con
cita de los preceptos legales en los que sustente su cri-
terio.

Resuelta la discrepancia se podrá continuar con la
tramitación del expediente, dejando constancia, en
todo caso, de la adecuación al criterio fijado en la reso-
lución correspondiente o, en su caso, a la motivación
para la no aplicación de los criterios establecidos por el
órgano de control.

4. El Presidente de la Entidad y el Pleno, a través del
citado Presidente, previamente a la resolución de las
discrepancias, podrán elevar resolución de las discre-
pancias al Ministerio de Hacienda y Administraciones
Públicas.

A tales efectos, el Presidente remitirá propuesta mo-
tivada de resolución de la discrepancia directamente a
la Intervención General de la Administración del Estado,
concretando el extremo o extremos acerca de los que
solicita valoración. Junto a la discrepancia deberá remi-
tirse el expediente completo. Cuando el Presidente o el
Pleno hagan uso de esta facultad deberán comunicarlo
al órgano interventor y demás partes interesadas.

Cuando las resoluciones y acuerdos adoptados por
la Entidad Local sean contrarios al sentido del informe
del órgano interventor o al del órgano de control com-
petente por razón de la materia de la Administración
que tenga atribuida la tutela financiera, se incluirán en
los informes referidos en los apartados siguientes.

5. Con ocasión de la dación de cuenta de la liquida-
ción del Presupuesto, el órgano interventor elevará al
Pleno el informe anual de todas las resoluciones adop-
tadas por el Presidente de la Entidad Local contrarias a
los reparos suspensivo o no efectuados, o, en su caso,
a la opinión del órgano competente de la Administra-
ción que ostente la tutela al que se haya solicitado in-
forme, así como un resumen de las principales anoma-
lías detectadas en materia de ingresos. Dicho informe
atenderá únicamente a aspectos y cometidos propios
del ejercicio de la función fiscalizadora, sin incluir cues-
tiones de oportunidad o conveniencia de las actuacio-
nes que fiscalice. El Presidente de la Entidad podrá pre-
sentar en el Pleno informe justificativo de su actuación.

6. Una vez informado el Pleno de la Entidad Local,
con ocasión de la cuenta general, el órgano interventor
remitirá anualmente los mismos términos, al Tribunal
de Cuentas.

SECCIÓN 2.ª Régimen especial de fiscalización e in-
tervención limitada previa

ARTÍCULO 14. Régimen de fiscalización e interven-
ción limitada previa de requisitos básicos

1. De conformidad con lo establecido en el artículo
13 del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que
se regula el régimen jurídico del control interno en las
entidades del Sector Público Local, se establece el régi-
men de fiscalización e intervención limitada previa de
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los actos de la Entidad Local por los que se apruebe la
realización de los siguientes gastos 

- Gastos de Personal.
- Contratación.
- Subvenciones.
- Patrimonio.
- Reclamaciones por responsabilidad patrimonial.
- Urbanismo.
- Patrimonio Público del Suelo.
- Devolución/reintegro de ingresos.
2. En estos casos, el órgano interventor se limitará a

comprobar los requisitos básicos siguientes:
a) La existencia de crédito presupuestario y que el

propuesto es adecuado a la naturaleza del gasto u obli-
gación que se proponga contraer.

Se entenderá que el crédito es adecuado cuando fi-
nancie obligaciones a contraer o nacidas y no prescritas
a cargo a la tesorería que cumplan los requisitos de los
artículos 172 y 176 del texto refundido de la Ley regula-
dora de las Haciendas Locales.

En los casos en los que el crédito presupuestario dé
cobertura a gastos con financiación afectada se com-
probará que los recursos que los financian son ejecuti-
vos, acreditándose con la existencia de documentos fe-
hacientes que acrediten su efectividad.

Cuando se trate de contraer compromisos de gastos
de carácter plurianual se comprobará, además, si se
cumple lo preceptuado en el artículo 174 del texto re-
fundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales.

b) Que las obligaciones o gastos se generan por ór-
gano competente.

En todo caso se comprobará la competencia del ór-
gano de contratación o concedente de la subvención
cuando dicho órgano no tenga atribuida la facultad para
la aprobación de los gastos de que se trate.

c) Aquellos otros requisitos básicos determinados
por acuerdo del Consejo de Ministros vigente en cada
momento respecto del ejercicio de la función interven-
tora en régimen de requisitos básicos.

3. No obstante, será aplicable el régimen general de
fiscalización e intervención previa respecto de aquellos
tipos de gasto y obligaciones para los que no se haya
acordado el régimen de requisitos básicos a efectos de
fiscalización e intervención limitada previa, así como
para los gastos de cuantía indeterminada.

4. Las obligaciones o gastos sometidos a la fiscaliza-
ción e intervención limitada previa serán objeto de otra
plena con posterioridad, en el marco de las actuaciones
del control financiero que se planifiquen en los términos
recogidos en el título III de este Reglamento.

ARTÍCULO 15.- Comprobación de requisitos básicos. 
En los casos anteriores de actos que están someti-

dos a la fiscalización previa limitada se comprobaran los
requisitos básicos determinados en cada momento por
el Consejos de Ministros, a cuyo efecto el órgano inter-
ventor queda facultado para determinar los formularios
y las adaptaciones informáticas que sean precisas para
su ejercicio,

ARTÍCULO 16. Reparos y observaciones complemen-
tarias en la fiscalización e intervención limitada previa.

1. Si no se cumpliesen los requisitos exigidos, el ór-
gano interventor procederá a formular reparo en la
forma y con los efectos previstos en esta sección 1.ª.

2. El órgano interventor podrá formular las observa-
ciones complementarias que considere convenientes,
sin que las mismas tengan, en ningún caso, efectos sus-
pensivos en la tramitación de los expedientes. Res-
pecto a estas observaciones no procederá el plantea-
miento de discrepancia.

SECCIÓN 3ª De la fiscalización previa de la aproba-
ción o autorización de gastos y de la disposición o com-
promiso de gasto

ARTÍCULO 17. Régimen general.
1. Sin perjuicio del régimen de fiscalización limitada

previa regulado en la sección 2ª, están sometidos a fisca-
lización previa los demás actos de la Entidad Local, cual-
quiera que sea su calificación, por los que se apruebe la
realización de un gasto, no incluidos en la relación del ar-
tículo 14.1 de este Reglamento.

2. Esta fiscalización e intervención previa sobre todo
tipo de acto que apruebe la realización de un gasto,
comprenderá consecuentemente las dos primeras fa-
ses de gestión del gasto: 

- La autorización (Fase “A”).
- La disposición o compromiso (Fase “D”) del gasto. 
Entre los actos sometidos a fiscalización previa se

consideran incluidos: 
- Los actos resolutorios de recursos administrativos

que tengan contenido económico. 
- Los convenios que se suscriban y cualesquiera

otros actos de naturaleza análoga, siempre que tengan
contenido económico.

3. En el ejercicio de la fiscalización previa se compro-
bará el cumplimiento de los trámites y requisitos esta-
blecidos por el ordenamiento jurídico mediante el exa-
men de los documentos e informes que integran el ex-
pediente, y en cualquier caso:

a) La existencia y adecuación del crédito.
b) Que las obligaciones o gastos se generan por ór-

gano competente.
c) Que el contenido y la tramitación del mismo se

ajustan a las disposiciones aplicables al caso. 
[En su caso] Que la selección del adjudicatario para la

[la entrega o prestación de servicio o suministro pres-
tado que corresponda] se ajustan a la normativa vigente
y las disposiciones aplicables al caso.

d) Que el expediente está completo y en disposición
de que una vez emitido el informe de fiscalización se
pueda dictar el acuerdo o resolución procedente.

e) Que el gasto fue debidamente autorizado y su im-
porte no se ha excedido.

ARTÍCULO 18. Exención de fiscalización previa.
No estarán sometidos a la fiscalización previa:
a) Los gastos de material no inventariable.
b) Los contratos menores.
c) Los gastos de carácter periódico y demás de tracto

sucesivo, una vez fiscalizado el gasto correspondiente
al período inicial del acto o contrato del que deriven o
sus modificaciones.

d) Los gastos menores de 3.005,06 euros que, de
acuerdo con la normativa vigente, se hagan efectivos a
través del sistema de anticipos de caja fija.
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e) Los contratos de acceso a bases de datos y de sus-
cripción a publicaciones que no tengan el carácter de
contratos sujetos a regulación armonizada. 

SECCIÓN 4ª De la intervención previa del reconoci-
miento de la obligación y de la inversión

ARTÍCULO 19. Intervención de la liquidación del
gasto.

1. Están sometidas a intervención previa las liquida-
ciones de gastos o reconocimiento de obligaciones,
que ya tengan su origen en la ley o en negocios jurídi-
cos válidamente celebrados.

2. Esta intervención se practicará por el órgano inter-
ventor con carácter previo al acuerdo de liquidación del
gasto o reconocimiento de la obligación y constituirá la
fase “O”.

En este momento deberá quedar documentalmente
acreditado que se cumplen todos los requisitos necesa-
rios para el reconocimiento de la obligación, entre los
que se encontrará, en su caso, la acreditación de la rea-
lización de la prestación o el derecho del acreedor de
conformidad con los acuerdos que autorizaron y com-
prometieron el gasto así como el resultado favorable de
la comprobación material de la inversión.

ARTÍCULO 20. Contenido de las comprobaciones.
Sin perjuicio de las verificaciones en caso de apli-

carse el régimen de fiscalización e intervención limitada
previa de requisitos básicos, al efectuar la intervención
previa de la liquidación del gasto o reconocimiento de
obligaciones se deberá comprobar además:

a) Que las obligaciones responden a gastos aproba-
dos en las fases contables “A” y “D” y en su caso, fisca-
lizados favorablemente, salvo que la aprobación del
gasto y el reconocimiento de la obligación deban reali-
zarse simultáneamente.

b) Que los documentos justificativos de la obligación
se ajustan a las disposiciones legales y reglamentarias
que resulten de aplicación. En todo caso, en la docu-
mentación deberá constar:

  Identificación del acreedor.
  Importe exacto de la obligación.
  Las prestaciones, servicios u otras causas de las que

derive la obligación del pago.
c) Que se ha comprobado materialmente, cuando

proceda, la efectiva y conforme realización de la obra,
servicio, suministro o gasto, y que ha sido realizada en
su caso dicha comprobación.

ARTÍCULO 21. Intervención material de la inversión.
1. La intervención de la comprobación material de la

inversión, se realiza antes de liquidar el gasto o recono-
cer la obligación efectuándose sobre la realidad física
de las inversiones.

2. Esta intervención material de la inversión se practi-
cará por el órgano interventor y verificará:

  La realización de las obras, servicios y adquisiciones
financiados con fondos públicos, y 

  Su adecuación al contenido del correspondiente
contrato. 

La intervención de la comprobación material de la in-
versión se realizará, en todo caso, concurriendo el ór-
gano interventor, o en quien delegue, al acto de recep-
ción de la obra, servicio o adquisición de que se trate.

En lo que respecta al procedimiento de delegación
mencionado, se estará a lo dispuesto en las bases de
ejecución de la Entidad Local.

Cuando se aprecien circunstancias que lo aconsejen,
el órgano interventor podrá acordar la realización de
comprobaciones materiales de la inversión durante la
ejecución de las obras, la prestación de servicios y fabri-
cación de bienes adquiridos mediante contratos de su-
ministros.

3. El órgano interventor podrá estar asesorado cuando
sea necesaria la posesión de conocimientos técnicos
para realizar la comprobación material.

4. La intervención de la comprobación material de la in-
versión será preceptiva cuando el importe de ésta sea igual
o superior a 50.000,00 euros, con exclusión del Impuesto
sobre el Valor Añadido, y sin perjuicio de que las bases de
ejecución del presupuesto fijen un importe inferior.

En este caso, los órganos gestores deberán solicitar
al órgano interventor, o en quien delegue, su asistencia
a la comprobación material de la inversión, con una an-
telación de veinte días a la fecha prevista para la recep-
ción de la inversión de que se trate.

Para ello deberá hacer llegar con dicha antelación so-
licitud al respecto, debidamente informada por el ór-
gano gestor con los documentos pertinentes, a las de-
pendencias de la Intervención.

El resultado de la comprobación material de la inver-
sión se reflejará en acta que será suscrita por todos los
que concurran al acto de recepción de la obra, servicio,
o adquisición y en la que se harán constar, en su caso,
las deficiencias apreciadas, las medidas a adoptar para
subsanarlas y los hechos y circunstancias relevantes
del acto de recepción.

En dicha acta o en informe ampliatorio podrán los
concurrentes, de forma individual o colectiva, expresar
las opiniones que estimen pertinentes.

5. En el resto de casos la intervención de la compro-
bación material de la inversión no será preceptiva, justi-
ficándose la comprobación de la inversión con uno de
los siguientes medios:

  El acta de conformidad firmada por quienes partici-
paron en la misma. 

  Con una certificación expedida por el Jefe de la uni-
dad a quien corresponda recibir o aceptar las obras,
servicios o adquisiciones, en la que se expresará ha-
berse hecho cargo del material adquirido, especificán-
dolo con el detalle necesario para su identificación, o
haberse ejecutado la obra o servicio con arreglo a las
condiciones generales y particulares que, en relación
con ellos, hubieran sido previamente establecidas.

SECCIÓN 5ª De la intervención formal y material del
pago

ARTÍCULO 22. De la intervención formal del pago.
1. Están sometidos a intervención formal de la orde-

nación del pago los actos por los que se ordenan pagos
con cargo a la Tesorería. 

2. Dicha intervención tendrá por objeto verificar:
  Que las órdenes de pago se dictan por órgano com-

petente. 
  Que se ajustan al acto de reconocimiento de la obli-

gación, mediante el examen de los documentos origi-
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nales o de la certificación de dicho acto y de su inter-
vención suscrita por los mismos órganos que realizaron
dichas actuaciones.

  Que se acomodan al plan de disposición de fondos,
mediante el examen del propio plan de disposición de
fondos o del informe que al respecto emita la Tesorería.

  En los supuestos de existencia de retenciones judi-
ciales o de compensaciones de deudas del acreedor,
que las correspondientes minoraciones en el pago se
acreditarán mediante los acuerdos que las dispongan. 

ARTÍCULO 23. Conformidad y reparo.
Si el órgano interventor considerase que las órdenes

de pago cumplen los requisitos señalados en el artículo
anterior, se hará constar su conformidad mediante dili-
gencia firmada en la orden de pago o en documento re-
sumen de cargo a las cajas pagadoras.

El incumplimiento de los requisitos exigidos en el ar-
tículo anterior de la presente sección motivará la formu-
lación de reparo por el órgano interventor, en las condi-
ciones y con los efectos previstos en la sección 1.ª del
presente capítulo.

ARTÍCULO 24. De la intervención material del pago.
1. Está sometida a intervención material del pago la

ejecución de las órdenes de pago que tengan por objeto:
a) Cumplir, directamente, las obligaciones de la Te-

sorería de la entidad.
b) Situar fondos a disposición de cajeros y agentes

facultados legalmente para realizar pagos a los acree-
dores.

c) Instrumentar el movimiento de fondos y valores
entre las cuentas de la Tesorería.

2. Dicha intervención incluirá la verificación de: 
  La competencia del órgano para la realización del

pago, 
  La correcta identidad del perceptor 
  El importe debidamente reconocido.
3. Cuando el órgano interventor encuentre conforme

la actuación, firmará los documentos que autoricen la
salida de los fondos y valores. Si no la encuentra con-
forme en cuanto a la identidad del perceptor o la cuantía
del pago formulará reparo motivado y por escrito, en
las condiciones y con los efectos previstos en la sección
1ª del presente capítulo.

SECCIÓN 6ª De la fiscalización previa de las órdenes
de pago a justificar y anticipos de caja fija

ARTÍCULO 25. Fiscalización previa de las órdenes de
pago a justificar.

La fiscalización previa de las órdenes de pago a justi-
ficar por las que se ponen fondos a disposición de los
órganos pagadores de la Entidad Local y sus organis-
mos autónomos se verificará mediante la comproba-
ción de los siguientes requisitos:

a) Que las propuestas de pago a justificar se basan en
orden o resolución de autoridad competente para auto-
rizar los gastos a que se refieran.

b) Que existe crédito y el propuesto es el adecuado.
c) Que se adaptan a las normas que regulan la expe-

dición de órdenes de pago a justificar con cargo a sus
respectivos presupuestos de gastos.

d) Que el órgano pagador, a cuyo favor se libren las
órdenes de pago, ha justificado dentro del plazo corres-

pondiente la inversión de los fondos percibidos con an-
terioridad por los mismos conceptos presupuestarios.
No obstante, no procederá el reparo por falta de justifi-
cación dentro del plazo de libramientos anteriores
cuando, para paliar las consecuencias de acontecimien-
tos catastróficos, situaciones que supongan grave peli-
gro o necesidades que afecten directamente a la seguri-
dad pública, el Presidente de la Entidad autorice la ex-
pedición de una orden de pago específica.

e) Que la expedición de órdenes de pago “a justifi-
car” cumple con el plan de disposición de fondos de la
Tesorería, salvo en el caso de que se trate de paliar las
consecuencias de acontecimientos catastróficos, situa-
ciones que supongan grave peligro o necesidades que
afecten directamente a la seguridad pública.

Se entenderá que se cumple con el plan de disposi-
ción de fondos de la Tesorería, cuando las órdenes de
pago a justificar se realicen con cargo a conceptos pre-
supuestarios autorizados en las bases de ejecución del
presupuesto.

ARTÍCULO 26. Fiscalización previa de las órdenes de
pago de anticipos de caja fija.

1. La fiscalización previa de las órdenes de pago para
la constitución o modificación de los anticipos de caja
fija se verificará mediante la comprobación de los si-
guientes requisitos:

a) La existencia y adaptación a las normas que regu-
lan la distribución por cajas pagadoras del gasto má-
ximo asignado.

b) Que la propuesta de pago se basa en resolución
de autoridad competente.

2. Sin perjuicio del resto de requisitos que puedan re-
gular las bases de ejecución, en la fiscalización previa
de las reposiciones de fondos por anticipos de caja fija
el órgano interventor comprobará en cualquier caso:

a) Que el importe total de las cuentas justificativas
coincide con el de los documentos contables de ejecu-
ción del presupuesto de gastos.

b) Que las propuestas de pagos se basan en resolu-
ción de autoridad competente.

c) Que existe crédito y el propuesto es adecuado.
ARTÍCULO 27. Especialidades en cuanto al régimen

de los reparos.
1. El incumplimiento de los requisitos exigidos en los

artículos anteriores de la presente sección motivará la
formulación de reparo por el órgano interventor en las
condiciones y con los efectos previstos en la sección 1.ª
del presente capítulo.

2. No dará lugar a la formulación de reparo los su-
puestos en los que:

  El órgano pagador no justifique las órdenes de pago
a justificar dentro del plazo de libramientos anteriores
cuando, para paliar las consecuencias de acontecimien-
tos catastróficos, situaciones que supongan grave peli-
gro o necesidades que afecten directamente a la seguri-
dad pública, el [Alcalde/Presidente] de la Entidad auto-
rice la expedición de una orden de pago específica.

  La expedición de órdenes de pago “a justificar” no
cumpla con el plan de disposición de fondos de la Teso-
rería, en el caso de que se trate de paliar las consecuen-
cias de acontecimientos catastróficos, situaciones que
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supongan grave peligro o necesidades que afecten di-
rectamente a la seguridad pública.

ARTÍCULO 28. Intervención de las cuentas justificati-
vas de los pagos a justificar y anticipos de caja fija.

1. En la intervención de las cuentas justificativas de
los pagos a justificar y de los anticipos de caja fija, se
comprobará en todo caso:

  Que corresponden a gastos concretos y determina-
dos en cuya ejecución se haya seguido el procedi-
miento aplicable en cada caso, 

  Que son adecuados al fin para el que se entregaron
los fondos, 

  Que se acredita la realización efectiva y conforme de
los gastos o servicios

  Que el pago se ha realizado a acreedor determinado
por el importe debido.

2. Esta intervención se llevará a cabo por el órgano
interventor, mediante el examen de las cuentas y los
documentos que justifiquen cada partida.

Los resultados se reflejarán en informe en el que el
órgano interventor manifestará su conformidad con la
cuenta o los defectos observados en la misma. La opi-
nión favorable o desfavorable contenida en el informe
se hará constar en la cuenta examinada, sin que tenga
este informe efectos suspensivos respecto de la apro-
bación de la cuenta.

El órgano competente aprobará, en su caso, las
cuentas, que quedarán a disposición del órgano de con-
trol externo.

3. Con ocasión de la dación en cuenta de la liquidación
del presupuesto, en un punto adicional, se elevará a di-
cho órgano un informe con los resultados obtenidos del
control de las cuentas a justificar y anticipos de caja fija.

SECCIÓN 7ª De la omisión de la función interventora
ARTÍCULO 29. De la omisión de la función interven-

tora.
1. En los supuestos en los que la función interventora

fuera preceptiva y se hubiese omitido, no se podrá re-
conocer la obligación, ni tramitar el pago, ni intervenir
favorablemente estas actuaciones hasta que se co-
nozca y resuelva dicha omisión en los términos previs-
tos en el presente artículo.

2. Si el órgano interventor al conocer de un expe-
diente observara omisión de la función interventora lo
manifestará a la autoridad que hubiera iniciado aquel y
emitirá al mismo tiempo su opinión respecto de la pro-
puesta, a fin de que, uniendo este informe a las actua-
ciones, pueda el [Alcalde/Presidente] de la Entidad deci-
dir si continua el procedimiento o no y demás actuacio-
nes que en su caso, procedan.

En los casos de que la omisión de la fiscalización pre-
via se refiera a las obligaciones o gastos cuya competen-
cia sea de Pleno, el [/Presidente] de la Entidad deberá so-
meter a decisión del Pleno si continua el procedimiento
y las demás actuaciones que, en su caso, procedan.

El acuerdo favorable del Presidente, del Pleno o de la
Junta de Gobierno Local no eximirá de la exigencia de
las responsabilidades a que, en su caso, hubiera lugar.

3. Este informe, que no tendrá naturaleza de fiscaliza-
ción, pondrá de manifiesto, como mínimo, los siguien-
tes extremos:

a) Descripción detallada del gasto, con inclusión de
todos los datos necesarios para su identificación, ha-
ciendo constar, al menos, el órgano gestor, el objeto del
gasto, el importe, la naturaleza jurídica, la fecha de reali-
zación, el concepto presupuestario y ejercicio econó-
mico al que se imputa.

b) Exposición de los incumplimientos normativos
que, a juicio del interventor informante, se produjeron
en el momento en que se adoptó el acto con omisión de
la preceptiva fiscalización o intervención previa, enun-
ciando expresamente los preceptos legales infringidos.

c) Constatación de que las prestaciones se han lle-
vado a cabo efectivamente y de que su precio se ajusta
al precio de mercado, para lo cual se tendrán en cuenta
las valoraciones y justificantes aportados por el órgano
gestor, que habrá de recabar los asesoramientos o in-
formes técnicos que resulten precisos a tal fin.

d) Comprobación de que existe crédito presupuesta-
rio adecuado y suficiente para satisfacer el importe del
gasto.

e) Posibilidad y conveniencia de revisar los actos dic-
tados con infracción del ordenamiento, que será apre-
ciada por el interventor en función de si se han realizado
o no las prestaciones, el carácter de éstas y su valora-
ción, así como de los incumplimientos legales que se
hayan producido. 

4. Estos casos se incluirán en el informe anual de to-
das las resoluciones adoptadas por el Presidente de la
Entidad Local contrarias a los reparos efectuados.

TÍTULO III. DEL CONTROL FINANCIERO
CAPÍTULO I. Disposiciones generales
ARTÍCULO 30.- Objeto, forma de ejercicio y alcance. 
1. En atención a lo recogido en el artículo 39 y si-

guientes del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por
el que se regula el régimen jurídico del control interno
en las entidades del Sector Público Local, y al modelo
de contabilidad utilizado en esta Entidad, es de aplica-
ción el régimen de control financiero simplificado.

2. El control financiero al que se refiere el artículo 29
del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se
regula el régimen jurídico del control interno en las enti-
dades del Sector Público Local, se ejerce de manera po-
testativa mediante las actuaciones que se recogen en
los artículos siguientes.

3. El control financiero, que será ejercido con plena
autonomía e independencia respecto de las unidades y
entidades u organismos cuya gestión se controle, se re-
alizará por la Intervención, de conformidad con lo pre-
visto en el presente Reglamento y en la normativa bá-
sica de aplicación: el Real Decreto 424/2017, de 28 de
abril, por el que se regula el régimen jurídico del control
interno en las entidades del Sector Público Local y el
texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas
Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004,
de 5 de marzo.  

ARTÍCULO 31. Actuaciones de control financiero. 
El control financiero de esta Entidad, en aplicación

del referido régimen de control simplificado, se ejercerá
mediante:

1. La auditoría de cuentas recogida en el artículo
29.3.a) del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el
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que se regula el régimen jurídico del control interno en
las entidades del Sector Público Local, que tiene por ob-
jeto la verificación relativa a si las cuentas anuales re-
presentan en todos los aspectos significativos la ima-
gen fiel del patrimonio, de la situación financiera, de los
resultados de la entidad y, en su caso, la ejecución del
presupuesto de acuerdo con las normas y principios
contables y presupuestarios que le son de aplicación y
contienen la información necesaria para su interpreta-
ción y comprensión adecuada.

El órgano interventor de la Entidad Local realizará
anualmente la auditoría de las cuentas anuales de:

a) Los organismos autónomos locales.
b) Las entidades públicas empresariales locales.
c) Las fundaciones del sector público local obligadas

a auditarse por su normativa específica.
d) Los fondos y los consorcios a los que se refiere el

artículo 2.2 de este Reglamento.
e) Las sociedades mercantiles y las fundaciones del

sector público local no sometidas a la obligación de au-
ditarse que se hubieran incluido en el plan anual de au-
ditorías.

2. Aquellas actuaciones cuya realización derive de
una obligación legal.

ARTÍCULO 32. Colaboración en las actuaciones de
auditoría pública

1. A propuesta del órgano interventor, para la realiza-
ción de las auditorías públicas podrá recabarse colabo-
ración pública o privada, siempre y cuando se consigne
en los presupuestos de la Entidad Local la cuantía sufi-
ciente para responder a las necesidades de colabora-
ción.

2. Dicha colaboración de otros órganos públicos se
llevará a cabo mediante el concierto de los Convenios
oportunos.

3. De igual manera, si así se estima oportuno por el
órgano interventor se podrá contratar la colaboración
con firmas privadas de auditoría que deberán ajustarse
a las instrucciones dictadas por esta Intervención.

Los auditores serán contratados por un plazo má-
ximo de dos años, prorrogable en los términos estable-
cidos en la legislación de contratos del sector público,
no pudiendo superarse los ocho años de realización de
trabajos sobre una misma entidad a través de contrata-
ciones sucesivas, incluidas sus correspondientes pró-
rrogas, ni pudiendo a dichos efectos ser contratados
para la realización de trabajos sobre una misma entidad
hasta transcurridos dos años desde la finalización del
período de ocho.

Las sociedades de auditoría o auditores de cuentas
individuales concurrentes en relación con cada trabajo
a adjudicar no podrán ser contratados cuando, en el
mismo año o en el año anterior a aquel en que van a de-
sarrollar su trabajo, hayan realizado o realicen otros tra-
bajos para la entidad, sobre áreas o materias respecto
de las cuales deba pronunciarse el auditor en su in-
forme.

CAPÍTULO II. Del resultado del control financiero
ARTÍCULO 33. Informes de control financiero. 
1. El órgano interventor, u órgano en quien delegue,

que haya desarrollado las actuaciones de control finan-

ciero, deberá emitir informe escrito en el que se expon-
drán de forma clara, objetiva y ponderada:

  Los hechos comprobados.
  Las conclusiones obtenidas.
  Las recomendaciones sobre las actuaciones objeto

de control. 
  Las deficiencias que deban ser subsanadas me-

diante una actuación correctora inmediata.
2. Dicho informe tendrá carácter provisional y se re-

mitirá por el órgano que haya efectuado el control al
gestor directo de la actividad controlada para que, en el
plazo máximo de quince días desde la recepción del in-
forme, formule las alegaciones que estime oportunas o
en el caso de existir deficiencias admitidas por el ór-
gano gestor, éste indique las medidas necesarias y el
calendario previsto para solucionarlas. 

3. En base en el informe provisional y en las alegacio-
nes recibidas, el órgano interventor emitirá el informe
definitivo. Si no se hubieran recibido alegaciones en el
plazo señalado para ello el informe provisional se ele-
vará a definitivo. 

4. El informe definitivo incluirá las alegaciones del
gestor y, en su caso, las observaciones del órgano de
control sobre dichas alegaciones.

ARTÍCULO 34. Destinatarios de los informes de con-
trol financiero. 

1. Los informes definitivos de control financiero se-
rán remitidos por la Intervención a los siguientes desti-
natarios: 

Al gestor directo de la actividad controlada.
a) Al [Alcalde/Presidente] de la Entidad, y a través de

él, al Pleno para su conocimiento. 
El análisis del informe constituirá un punto indepen-

diente en el orden del día de la correspondiente sesión
plenaria.

b) A la Intervención General de la Administración del
Estado, para su integración en el registro de cuentas
anuales del sector público.

ARTÍCULO 35. Informe resumen.
1. El órgano interventor deberá elaborar con carácter

anual y con ocasión de la aprobación de la cuenta gene-
ral, el informe resumen de los resultados del control in-
terno señalado en el artículo 213 del Texto Refundido
de la Ley reguladora de las Haciendas Locales.

2. Este informe contendrá los resultados más signifi-
cativos derivados de las de las actuaciones de control fi-
nanciero y de función interventora realizadas en el ejer-
cicio anterior.

ARTÍCULO 36. Destinatarios del informe resumen. 
1. El informe resumen del control interno de la Enti-

dad Local será remitido por la Intervención a los si-
guientes destinatarios: 

Al Pleno, a través del [Alcalde/Presidente] de la Enti-
dad. 

a) A la Intervención General de la Administración del
Estado, en el curso del primer cuatrimestre de cada año 

ARTÍCULO 37. Plan de acción.
1. De las debilidades, deficiencias, errores e incum-

plimientos que se pongan de manifiesto en el informe
resumen referido en el artículo anterior, el [Alcalde/Pre-
sidente] de la Entidad formalizará un plan de acción que
determine las medidas a adoptar para subsanarlas. 
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2. El plan de acción se elaborará en el plazo máximo
de 3 meses desde la remisión del informe resumen al
Pleno y contendrá:

  Las medidas de corrección adoptadas, 
  El responsable de implementarlas y 
  El calendario de actuaciones a realizar, relativos

tanto a la gestión de la propia Entidad como a la de los
organismos y entidades públicas adscritas o depen-
dientes y de las que ejerza la tutela.

3. El plan de acción será remitido al órgano interven-
tor de la Entidad Local, que valorará su adecuación para
solventar las deficiencias señaladas y en su caso los re-
sultados obtenidos en el plazo de 15 días naturales.

El órgano interventor informará al Pleno sobre la si-
tuación de la corrección de las debilidades puestas de
manifiesto, en el plazo de 15 días naturales desde la re-
cepción del referido plan de acción.

Contra la aprobación definitiva, que pone fin a la vía
administrativa, podrá interponerse recurso contencioso-
administrativo ante la Sala de lo Contencioso Adminis-
trativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía
con sede en Granada, en el plazo de dos meses, conta-
dos desde el día siguiente al de la publicación de la
aprobación definitiva en el Boletín Oficial de la provincia
de Granada, sin perjuicio de cualquier otro que estime
procedente.

Lo que se hace público para general conocimiento
en Nevada, 20 de mayo de 2019.-La Alcaldesa, fdo.: Mª
Dolores Pastor Manzano.

NÚMERO 2.560

ENTIDAD LOCAL AUTÓNOMA DE PICENA (Granada)

Aprobación definitiva reglamento de control interno
simplificado de la ELA de Picena

EDICTO

D. Pedro Acuyo Peláez, Presidente de la Entidad Lo-
cal Autónoma de Picena - Nevada (Granada),

HACE SABER: Que al no haberse presentado recla-
maciones durante el plazo de exposición al público,
queda automáticamente elevado a definitivo el Acuerdo
inicial de la Junta Vecinal aprobatorio del Reglamento de
control interno simplificado de la ELA de Picena, cuyo
texto íntegro se hace público, para su general conoci-
miento y en cumplimiento de lo dispuesto en el art. 70.2
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases
de Régimen Local.

“El control interno, regulado en el artículo 213 del
Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas
Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo
2/2004, de 5 de marzo, y desarrollado por el Real De-
creto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el ré-
gimen jurídico del control interno en las entidades del
Sector Público Local, es el ejercido en las Entidades Lo-

cales respecto de su gestión económica, y, en su caso,
la de los organismos autónomos y de las sociedades
mercantiles de ellas dependientes, en su triple acepción
de función interventora, control financiero y controles
de eficacia y eficiencia.

De acuerdo con lo recogido en el artículo 3 del refe-
rido Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se
regula el régimen jurídico del control interno en las enti-
dades del Sector Público Local y en consonancia con lo
recogido en el artículo 214 del Texto Refundido de la
Ley reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por
el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, el ob-
jeto de la función interventora será controlar los actos
de la Entidad Local y de sus organismos autónomos,
cualquiera que sea su calificación, que den lugar al re-
conocimiento de derechos o a la realización de gastos,
así como los ingresos y pagos que de ellos se deriven, y
la inversión o aplicación en general de sus fondos públi-
cos, con el fin de asegurar que su gestión se ajusta a las
disposiciones aplicables en cada caso.

Por su parte, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 29 del referido Real Decreto 424/2017, de 28 de
abril, por el que se regula el régimen jurídico del control
interno en las entidades del Sector Público Local, el ob-
jeto del control financiero, ejercido mediante control
permanente y auditoría pública, será verificar el funcio-
namiento de los servicios, y organismos autónomos, en
el aspecto económico financiero para comprobar el
cumplimiento de la normativa y directrices que los ri-
gen y, en general, que su gestión se ajusta a los princi-
pios de buena gestión financiera, de estabilidad presu-
puestaria y sostenibilidad financiera en el uso de los re-
cursos públicos locales. 

No obstante, de acuerdo con el artículo 39 y siguien-
tes del citado Real Decreto 424/2017, de 28 de abril y en
atención a la heterogeneidad que impera en el ámbito
local, las Entidades Locales que se encuentren incluidas
en el ámbito de aplicación del modelo simplificado de
contabilidad local, como es el caso de esta Corpora-
ción, podrán igualmente elegir aplicar un régimen de
control simplificado, de manera que, ejercerán plena-
mente el ejercicio de la función interventora, siendo po-
testativo el control financiero, con la sola obligación de
llevar a cabo la auditoría de cuentas anual y aquellas ac-
tuaciones que deriven de una obligación legal.

La citada normativa se debe considerar de mínimos,
reguladora del régimen general aplicable al ejercicio del
control interno en las Entidades Locales. 

En este sentido, y al igual que procede la Administra-
ción General del Estado a través de su Intervención Ge-
neral, se establece por la Junta Vecinal de la Entidad y
mediante el presente Reglamento, las normas básicas
para el adecuado ejercicio de las funciones del control
interno y la elección del régimen de control simplificado
recogidos en el Real Decreto 424/2017, de 28 de abril,
por el que se regula el régimen jurídico del control in-
terno en las entidades del Sector Público Local; aten-
diendo siempre al principio de plena autonomía de los
órganos de control respecto de las autoridades y órga-
nos controlados. 
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Así, con el fin de disponer de un modelo de control
eficaz en virtud del artículo 3.3 del Real Decreto
424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen
jurídico del control interno en las entidades del Sector
Público Local, y en virtud del principio de autoorganiza-
ción y potestad reglamentaria reconocido en el artículo
4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril a las Entidades Locales
territoriales, con el presente Reglamento esta Entidad
Local pretende la mejora en los mecanismos de gestión
y control interno, en aras de una mayor eficacia.

TÍTULO I.
DISPOSICIONES COMUNES
ARTÍCULO 1. Objeto y ámbito de aplicación. 
Constituye el objeto de esta norma la regulación de

las funciones de control interno respecto de la gestión
económico-financiera y los actos con contenido econó-
mico de la Entidad Local, en base a los preceptos sobre
control y fiscalización contenidos en el capítulo IV co-
rrespondiente al título V del texto refundido de la Ley re-
guladora de las Haciendas Locales y el Real Decreto
424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen
jurídico del control interno en las entidades del Sector
Público Local.

Así, el presente Reglamento será de aplicación a esta
Entidad Local, y sus Organismos Autónomos Locales,
Entidades Públicas Empresariales Locales, Sociedades
Mercantiles y fundaciones dependientes, consorcios
adscritos, fondos carentes de personalidad jurídica y
entidades con o sin personalidad jurídica con dotación
mayoritaria distintas de las anteriores.

ARTÍCULO 2. Atribución de las funciones de control. 
Las funciones de control interno de los entes enume-

rados en el artículo anterior, se ejercerán por la Inter-
vención mediante el ejercicio de la función interventora
y el control financiero con la extensión y efectos que se
determinan en los artículos siguientes. 

ARTÍCULO 3. Formas de ejercicio. 
1. La función interventora tiene por objeto controlar

los actos de la Entidad Local y de sus organismos autó-
nomos, cualquiera que sea su calificación, que den lu-
gar al reconocimiento de derechos o a la realización de
gastos, así como los ingresos y pagos que de ellos se
deriven, y la inversión o aplicación en general de sus
fondos públicos, con el fin de asegurar que su gestión
se ajuste a las disposiciones aplicables en cada caso.

2. El control financiero tiene por objeto verificar el
funcionamiento de los servicios, organismos autóno-
mos y sociedades mercantiles dependientes, en el as-
pecto económico financiero para comprobar el cumpli-
miento de la normativa y directrices que los rigen y, en
general, que su gestión se ajusta a los principios de
buena gestión financiera, comprobando que la gestión
de los recursos públicos se encuentra orientada por la
eficacia, la eficiencia, la economía, la calidad y la trans-
parencia, y por los principios de estabilidad presupues-
taria y sostenibilidad financiera en el uso de los recur-
sos públicos locales. 

Este control financiero, por aplicarse en esta Entidad
Local el régimen de control simplificado recogido en el
artículo 39 y siguientes del citado Real Decreto 424/2017,

de 28 de abril, se ejercerá de manera potestativa, con la
sola obligación de llevar a cabo la auditoría de cuentas
anual y aquellas actuaciones que deriven de una obliga-
ción legal.

3. De la misma manera corresponde a la Intervención
la elaboración y aprobación de las Instrucciones nece-
sarias para el adecuado ejercicio de las funciones de
control interno; y de manera particular, la determina-
ción de los métodos, forma y alcance tanto del control
posterior pleno en supuestos de fiscalización previa li-
mitada de gastos, como del control financiero en su-
puestos de fiscalización posterior de ingresos.

ARTÍCULO 4. Principios de ejercicio del control in-
terno. 

1. La Intervención, en el ejercicio de sus funciones de
control interno, estará sometida a los principios de au-
tonomía funcional y procedimiento contradictorio. 

2. El órgano interventor ejercerá el control interno
con plena autonomía respecto de las autoridades y de-
más entidades cuya gestión sea objeto del mismo. A ta-
les efectos, los funcionarios que lo realicen, tendrán in-
dependencia funcional respecto de los titulares de las
entidades controladas.

Si bien se deberá dar cuenta a los órganos de gestión
controlados de los resultados más relevantes tras las
comprobaciones efectuadas y recomendará las actua-
ciones que resulten aconsejables. De igual modo, dará
cuenta a la Junta Vecinal de los resultados que por su
especial trascendencia considere adecuado elevar al
mismo y le informará sobre la situación de la corrección
de las debilidades puestas de manifiesto con expresa
mención del grado de cumplimiento de los apartados
anteriores de este artículo.

ARTÍCULO 5. De los deberes del órgano de control.
1. Los funcionarios que ejerzan la función interven-

tora o realicen el control financiero, deberán guardar el
debido sigilo con relación a los asuntos que conozcan
en el desempeño de sus funciones.

Así, los datos, informes o antecedentes obtenidos en
el ejercicio del control interno sólo podrán utilizarse
para los fines asignados al mismo y, en su caso, para
formular la correspondiente denuncia de hechos que
puedan ser constitutivos de infracción administrativa,
responsabilidad contable o penal.

Igualmente deberá facilitar el acceso a los informes
de control en aquellos casos en los que legalmente pro-
ceda. En cuyo defecto de previsión legal, la solicitud de
los mismos deberá dirigirse directamente al gestor di-
recto de la actividad económico-financiera controlada.

2. Cuando en la práctica de un control el órgano in-
terventor actuante aprecie que los hechos acreditados
o comprobados pudieran ser susceptibles de constituir
una infracción administrativa o dar lugar a la exigencia
de responsabilidades contables o penales lo pondrá en
conocimiento del órgano competente, de acuerdo con
las reglas que se establecen en el artículo 5.2 del Real
Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el
régimen jurídico del control interno en las entidades del
Sector Público Local.

ARTÍCULO 6. De las facultades del órgano de control.
El órgano interventor podrá hacer uso en el ejercicio

de sus funciones de control, del deber de colaboración,
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de la facultad de solicitar asesoramiento, de la defensa
jurídica y de la facultad de revisión de los sistemas infor-
máticos de gestión; así como recabar directamente de
las distintas áreas o unidades de la Entidad Local los
asesoramientos jurídicos y los informes técnicos que
considere necesarios, los antecedentes y documentos
precisos para el ejercicio de sus funciones de control in-
terno, con independencia del medio que los soporte.

Igualmente podrán recabar a través de la Presiden-
cia, el asesoramiento e informe de los Servicios de Asis-
tencia Municipal y de los órganos competentes de la Di-
putación Provincial, o solicitar el asesoramiento de la In-
tervención General de la Administración del Estado con
la suscripción del correspondiente Convenio.

TÍTULO II.
DE LA FUNCIÓN INTERVENTORA
CAPÍTULO I. Del ejercicio de la función interventora.
ARTÍCULO 7. De las distintas fases de la función in-

terventora.
1. La función interventora tiene carácter interno y

preventivo y tiene por objeto garantizar, en todo caso y
para cada acto, el cumplimiento de las normas relativas
a la disciplina presupuestaria, a los procedimientos de
gestión de gastos, ingresos y aplicación de los fondos
públicos.

El ejercicio de la función interventora comprenderá
las siguientes fases:

a) La fiscalización previa de los actos que reconozcan
derechos de contenido económico, autoricen o aprue-
ben gastos, dispongan o comprometan gastos y acuer-
den movimientos de fondos y valores.

b) La intervención del reconocimiento de las obliga-
ciones e intervención de la comprobación material de la
inversión.

c) La intervención formal de la ordenación del pago.
d) La intervención material del pago.
2. La función interventora se ejercerá en sus modali-

dades de intervención formal y material. 
La intervención formal consistirá en la verificación

del cumplimiento de los requisitos legales necesarios
para la adopción del acuerdo mediante el examen de
todos los documentos que preceptivamente deban es-
tar incorporados al expediente. 

La intervención material comprobará la real y efec-
tiva aplicación de los fondos públicos.

ARTÍCULO 8. Del contenido de la función interven-
tora.

1. La función interventora se ejercerá bien como fis-
calización previa bien como intervención previa.

La fiscalización previa examinará, antes de que se
dicte la correspondiente resolución, todo acto, docu-
mento o expediente susceptible de producir derechos u
obligaciones de contenido económico o movimiento de
fondos y valores, con el fin de asegurar, según el proce-
dimiento legalmente establecido, su conformidad con las
disposiciones aplicables en cada caso. El ejercicio de la
función interventora no atenderá a cuestiones de oportu-
nidad o conveniencia de las actuaciones fiscalizadas.

La intervención previa de la liquidación del gasto o
reconocimiento de obligaciones comprobará, antes de

que se dicte la correspondiente resolución, que las obli-
gaciones se ajustan a la ley o a los negocios jurídicos
suscritos por las autoridades competentes y que el
acreedor ha cumplido o garantizado, en su caso, su co-
rrelativa prestación. La intervención de la comproba-
ción material de la inversión se ajustará a lo establecido
en el artículo 29 de este Reglamento.

La intervención formal de la ordenación del pago ve-
rificará la correcta expedición de las órdenes de pago.

La intervención material del pago verificará que dicho
pago se ha dispuesto por órgano competente y se rea-
liza en favor del perceptor y por el importe establecido.

CAPÍTULO II. Del procedimiento para el ejercicio de
la función interventora sobre los derechos e ingresos

ARTÍCULO 9. Fiscalización previa de derechos e in-
gresos.

1. La fiscalización previa de los derechos e ingresos
de la Tesorería se sustituye por el control inherente a la
toma de razón en contabilidad y el control posterior
ejercido mediante el control financiero, tal y como auto-
riza el artículo 9 del Real Decreto 424/2017, de 28 de
abril.

2. Esta fiscalización se ejercerá en dos momentos di-
ferentes:

  La toma de razón en la contabilidad de la Entidad Lo-
cal o de sus organismos autónomos, de los actos gene-
radores de derechos e ingresos en la Tesorería.

  Mediante actuaciones de control financiero que de-
ben realizarse con carácter posterior. 

3. La toma de razón de contabilidad se efectuará a la
vista de toda operación de gestión económico-presu-
puestaria, mediante la incorporación al sistema de in-
formación contable a través de los documentos conta-
bles correspondientes. 

Así, cada área o servicio de la Entidad Local iniciará el
correspondiente expediente que hará llegar a Interven-
ción siguiendo el iter procedimiental habitual para su
toma de razón en contabilidad. 

El órgano interventor efectuará la verificación y con-
tabilización de los documentos contables en el plazo de
10 días hábiles desde que los mismos lleguen a las de-
pendencias. A estos efectos, el cómputo del plazo ci-
tado se iniciará el día siguiente a la fecha de recepción
de los documentos contables y una vez se disponga de
la totalidad de los documentos necesarios, debiendo
efectuarse en las fases:

- El reconocimiento de derechos (fase contable DR)
- La recaudación e ingreso de fondos públicos (fase

contable I).
4. El ejercicio del control posterior o financiero se lle-

vará a cabo mediante técnicas de auditoría y muestreo. 
a) Estas actuaciones comprobatorias posteriores tie-

nen por finalidad asegurar que la gestión económico-fi-
nanciera de los derechos e ingresos públicos se ajusta a
las disposiciones aplicables en cada caso. 

Las actuaciones a llevar a cabo deberán verificar en
cualquier caso: 

  El cumplimiento de la legalidad tanto en los procedi-
mientos de gestión que hayan dado lugar al reconoci-
miento, liquidación, modificación o extinción de dere-
chos, como en la realización de cualquier ingreso público. 
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  Que el derecho económico es reconocido y liqui-
dado por el órgano competente y de acuerdo con las
normas en cada caso aplicables. 

  Que el importe es el correcto, teniendo en cuenta las
posibles causas de la modificación del mismo, como
los aplazamientos y fraccionamientos de las deudas li-
quidadas o los hechos que puedan dar lugar a la extin-
ción del derecho.

  Que los ingresos se han realizado en las cajas o
cuentas corrientes de las entidades de depósito debida-
mente autorizadas, dentro de los plazos legalmente es-
tablecidos y por la cuantía debida. 

  Que el pagador es el correcto, examinando, en su
caso, los supuestos de derivación de responsabilidad. 

  Que todos los derechos y/o operaciones suscepti-
bles de ser contabilizadas lo estén en el concepto ade-
cuado y por el importe correcto.

Además de los extremos detallados en el párrafo an-
terior, para los siguientes casos deberá verificarse igual-
mente:

* Reintegro de Pagos Indebidos: 
  Que los motivos y su procedencia son correctos, de-

tallando operación, motivo, importe e unidad o área
gestora. 

* Tasas o Precios Públicos por prestación de servi-
cios o realización de una actividad:

  Que la prestación del servicio o realización de activi-
dad está efectivamente autorizada por el órgano com-
petente. 

  Que las liquidaciones y/o autoliquidaciones se co-
rresponden con los sujetos pasivos que han realizado
de forma efectiva el hecho imponible.

* Tasas por utilización privativa o aprovechamiento
especial del dominio público:

  Que la utilización u aprovechamiento están efectiva-
mente autorizadas por el órgano competente. 

  Que las liquidaciones y/o autoliquidaciones se co-
rresponden con los sujetos pasivos que han realizado
de forma efectiva el hecho imponible.

* Fianzas:
  Que se distingan en los diferentes conceptos de fian-

zas, tanto el tercero como el importe entregado por los
mismos como garantía. 

  Que las que se constituyen como garantías definiti-
vas se depositen con anterioridad a la firma del contrato
y que las garantías provisionales se devuelvan simultá-
nea o posteriormente al depósito de las definitivas o se
devuelven en caso de no adjudicación. 

b) Dicha verificación se realizará sobre una muestra
representativa de los actos, documentos o expedientes
de contenido económico, origen del reconocimiento o
liquidación de derechos. 

Como norma general, se determinarán los expedien-
tes que se han de examinar mediante la aplicación de
los procedimientos de muestreo o métodos de selec-
ción de muestras que se establecen a continuación, de
acuerdo con Norma Internacional de Auditoría 530,
Muestreo de Auditoría, NIA-ES 530 (adaptada para su
aplicación en España mediante resolución del Instituto
de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, de 15 de octu-
bre de 2013).

c) De las comprobaciones efectuadas con posteriori-
dad el órgano interventor deberá emitir informe escrito
en el que hará constar cuantas observaciones y conclu-
siones se deduzcan de las mismas. 

5. Sin perjuicio de lo establecido en los apartados an-
teriores, la sustitución de la fiscalización previa de los
derechos e ingresos de la Tesorería por el control inhe-
rente a la toma de razón en contabilidad y el control
posterior no alcanzará a la fiscalización de:

a) Los actos de ordenación y pago material deriva-
dos de devoluciones de ingresos indebidos.

Consecuentemente, en estos supuestos, la función
interventora en materia de devolución de ingresos inde-
bidos solo alcanza a la fase de pago de dicho procedi-
miento, la ordenación del pago y pago material, que se
fiscalizarán conforme a lo que se establece en el pre-
sente Reglamento respecto del ejercicio de la función
interventora sobre los gastos y pagos; no estando su-
jeto al ejercicio de dicha función el acto del reconoci-
miento del derecho a la devolución. 

b) Los actos de aprobación de padrones, matrículas
y listas cobratorias (no así los ingresos de contraído
previo por recibo derivados de la gestión cobratoria de
los mismos). 

Esta fiscalización en estos casos se realizará con oca-
sión de la aprobación del correspondiente expediente.

En estos supuestos se verificará en todo caso: 
  La adecuación de los mismos a las Ordenanzas Fis-

cales en vigor y demás normativa de aplicación. 
  La correcta determinación de las cuotas. En caso de

liquidación de cuotas de Contribuciones Especiales,
que las cuotas individuales se ha realizado atendiendo
al coste de las obras y servicios, cantidad a repartir y cri-
terios de reparto definidos en el acuerdo de Imposición
y Ordenación correspondiente. 

  La correcta aplicación de los tipos impositivos que
correspondan. 

  La inclusión y aplicación de las exenciones y bonifi-
caciones que correspondan. 

  Que el órgano competente para su aprobación es el
adecuado. 

c) Ingresos específicos singulares, tales como los
subsumibles en materia de subvenciones o transferen-
cias casuísticas, sean corrientes o de capital (que no
sean reiterativas o preestablecidas legalmente como la
participación de Tributos del Estado), los ingresos pro-
cedentes de operaciones financieras de cualquier gé-
nero, los procedentes de convenios de cualquier clase,
de enajenación de inversiones reales y más genérica-
mente los ingresos afectados a proyectos de gasto.

Esta fiscalización se ejercerá en función de la corres-
pondiente fase del procedimiento sobre derechos e in-
gresos en las que se encuentre el expediente: 

  El reconocimiento de derechos (fase contable “DR”).
  La recaudación e ingreso de fondos públicos (fase

contable “I”).
En estos supuestos se verificará en todo caso: 
  El cumplimiento de la legalidad en los procedimien-

tos tanto de reconocimiento, liquidación, modificación
o extinción de derechos, como en la realización del in-
greso. 
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  Que el derecho económico es reconocido y liqui-
dado por el órgano competente y de acuerdo con las
normas en cada caso aplicables. 

  Que el importe es el correcto, teniendo en cuenta las
posibles causas de la modificación del mismo, como
los aplazamientos y fraccionamientos de las deudas li-
quidadas o los hechos que puedan dar lugar a la extin-
ción del derecho. 

  Que los ingresos se han realizado en las cajas o
cuentas corrientes de las entidades de depósito debida-
mente autorizadas, dentro de los plazos legalmente es-
tablecidos y por la cuantía debida. 

  Que el pagador es el correcto.
  Que todos los derechos e ingresos están contabiliza-

dos en el concepto adecuado y por el importe correcto.
6. En el caso de que en el ejercicio de la función inter-

ventora el órgano interventor se manifieste en desa-
cuerdo con el fondo o con la forma de los actos, docu-
mentos o expedientes examinados y la disconformidad
se refiera al reconocimiento o liquidación de derechos a
favor de las Entidades Locales o sus organismos autó-
nomos, así como a la anulación de derechos, la oposi-
ción se formalizará en nota de reparo que en ningún
caso suspenderá la tramitación del expediente.

CAPÍTULO III. Del procedimiento para el ejercicio de
la función interventora sobre gastos y pagos

SECCIÓN 1ª Disposiciones comunes
ARTÍCULO 10. Momento y plazo para el ejercicio de

la función interventora.
1. El órgano interventor recibirá el expediente origi-

nal completo, una vez reunidos todos los justificantes y
emitidos los informes preceptivos, y cuando esté en
disposición de que se dicte acuerdo por el órgano com-
petente.

La fiscalización del mismo se efectuará en el plazo de
diez días hábiles1. Este plazo se reducirá a cinco días
hábiles cuando se haya declarado urgente la tramita-
ción del expediente o se aplique el régimen especial de
fiscalización e intervención previa regulada en los artí-
culos 14 y 15 de este Reglamento.

A estos efectos, el cómputo de los plazos citados an-
teriormente se iniciará el día siguiente a la fecha de re-
cepción del expediente original y una vez se disponga
de la totalidad de los documentos.

Cuando el Interventor haga uso de la facultad a que
se refiere el artículo 5.1 de este Reglamento se suspen-
derá el plazo de fiscalización previsto en este artículo y
quedará obligado a dar cuenta de dicha circunstancia al
área o unidad gestora.

ARTÍCULO 11. Fiscalización de conformidad.
Si el Interventor como resultado de la verificación de

los extremos a los que se extienda la función interven-
tora considera que el expediente objeto de fiscalización
o intervención se ajusta a la legalidad, hará constar su
conformidad mediante una diligencia firmada sin nece-
sidad de motivarla.

ARTÍCULO 12. Fiscalización con Reparos.
1. Si el Interventor se manifestase en desacuerdo con

el fondo o con la forma de los actos, documentos o ex-
pedientes examinados, deberá formular sus reparos
por escrito.

Dichos reparos deberán ser motivados con razona-
mientos fundados en las normas en las que se apoye el
criterio sustentado y deberán comprender todas las ob-
jeciones observadas en el expediente.

2. Serán reparos suspensivos cuando afecte a la
aprobación o disposición de gastos, reconocimiento de
obligaciones u ordenación de pagos, se suspenderá la
tramitación del expediente hasta que aquél sea solven-
tado en los siguientes casos:

a) Cuando se base en la insuficiencia de crédito o el
propuesto no sea adecuado.

b) Cuando no hubieran sido fiscalizados los actos
que dieron origen a las órdenes de pago.

c) En los casos de omisión en el expediente de requi-
sitos o trámites esenciales:

  Cuando el gasto se proponga a un órgano que ca-
rezca de competencia para su aprobación.

  Cuando se aprecien graves irregularidades en la do-
cumentación justificativa del reconocimiento de la obli-
gación o no se acredite suficientemente el derecho de
su perceptor.

  Cuando se hayan omitido requisitos o trámites que
pudieran dar lugar a la nulidad del acto, o cuando la
continuación de la gestión administrativa pudiera cau-
sar quebrantos económicos a la Tesorería de la Entidad
Local o a un tercero.

d) Cuando el reparo derive de comprobaciones ma-
teriales de obras, suministros, adquisiciones y servi-
cios.

3. Cuando el órgano al que se dirija el reparo lo acepte,
deberá subsanar las deficiencias observadas y remitir de
nuevo las actuaciones al órgano interventor en el plazo
de quince días.

Cuando el órgano al que se dirija el reparo no lo
acepte, iniciará el procedimiento de resolución de Dis-
crepancias descrito en el artículo siguiente.

4. En el caso de que los defectos observados en el
expediente derivasen del incumplimiento de requisitos
o trámites no esenciales ni suspensivos, el Interventor
podrá fiscalizar favorablemente, quedando la eficacia
del acto condicionada a la subsanación de dichos de-
fectos con anterioridad a la aprobación del expediente. 

El órgano gestor remitirá al órgano interventor la do-
cumentación justificativa de haberse subsanado dichos
defectos.

De no solventarse por el órgano gestor los condicio-
namientos indicados para la continuidad del expediente
se considerará formulado el correspondiente reparo,
sin perjuicio de que en los casos en los que considere
oportuno, podrá iniciar el procedimiento de resolución
de Discrepancias descrito en el artículo 13.

5. Las resoluciones y los acuerdos adoptados que
sean contrarios a los reparos formulados se remitirán al
Tribunal de Cuentas de conformidad con el artículo
218.3 del texto refundido de la Ley reguladora de las
Haciendas Locales.

ARTÍCULO 13. Tramitación de Discrepancias.
1. Sin perjuicio del carácter suspensivo de los repa-

ros, las opiniones del órgano interventor respecto al
cumplimiento de las normas no prevalecerán sobre las
de los órganos de gestión. 
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Los informes emitidos por ambos se tendrán en
cuenta en el conocimiento de las discrepancias que se
planteen, las cuales serán resueltas definitivamente por
el Presidente de la Entidad o la Junta Vecinal, de
acuerdo con lo dispuesto en el apartado siguiente.

2. Cuando el órgano gestor no acepte el reparo for-
mulado por el órgano interventor en el ejercicio de la
función interventora planteará al Presidente de la Enti-
dad una discrepancia. 

No obstante, corresponderá a la Junta Vecinal la re-
solución de las discrepancias cuando los reparos:

a) Se basen en insuficiencia o inadecuación de cré-
dito.

b) Se refieran a obligaciones o gastos cuya aproba-
ción sea de su competencia.

La resolución de la discrepancia por parte del Presi-
dente o la Junta Vecinal será indelegable, deberá recaer
en el plazo de quince días y tendrá naturaleza ejecutiva.

3. Las discrepancias se plantearán en el plazo de
quince días desde la recepción del reparo, al Presidente
o a la Junta Vecinal de la Entidad Local, según corres-
ponda, y, en su caso, a través de los Presidentes o má-
ximos responsables de los organismos autónomos lo-
cales, y organismos públicos en los que se realice la
función interventora, para su inclusión obligatoria, y en
un punto independiente, en el orden del día de la co-
rrespondiente sesión plenaria.

La discrepancia deberá ser motivada por escrito, con
cita de los preceptos legales en los que sustente su cri-
terio.

Resuelta la discrepancia se podrá continuar con la
tramitación del expediente, dejando constancia, en
todo caso, de la adecuación al criterio fijado en la reso-
lución correspondiente o, en su caso, a la motivación
para la no aplicación de los criterios establecidos por el
órgano de control.

4. El Presidente de la Entidad y la Junta Vecinal, a tra-
vés del citado Presidente, previamente a la resolución
de las discrepancias, podrán elevar resolución de las
discrepancias al Ministerio de Hacienda y Administra-
ciones Públicas.

A tales efectos, el Presidente remitirá propuesta moti-
vada de resolución de la discrepancia directamente a la
Intervención General de la Administración del Estado,
concretando el extremo o extremos acerca de los que
solicita valoración. Junto a la discrepancia deberá remi-
tirse el expediente completo. Cuando el Presidente o la
Junta Vecinal hagan uso de esta facultad deberán comu-
nicarlo al órgano interventor y demás partes interesadas.

Cuando las resoluciones y acuerdos adoptados por
la Entidad Local sean contrarios al sentido del informe
del órgano interventor o al del órgano de control com-
petente por razón de la materia de la Administración
que tenga atribuida la tutela financiera, se incluirán en
los informes referidos en los apartados siguientes.

5. Con ocasión de la dación de cuenta de la liquida-
ción del Presupuesto, el órgano interventor elevará a la
Junta Vecinal el informe anual de todas las resoluciones
adoptadas por el Presidente de la Entidad Local contra-
rias a los reparos suspensivo o no efectuados, o, en su
caso, a la opinión del órgano competente de la Admi-

nistración que ostente la tutela al que se haya solicitado
informe, así como un resumen de las principales ano-
malías detectadas en materia de ingresos. Dicho in-
forme atenderá únicamente a aspectos y cometidos
propios del ejercicio de la función fiscalizadora, sin in-
cluir cuestiones de oportunidad o conveniencia de las
actuaciones que fiscalice. El Presidente de la Entidad
podrá presentar en la Junta Vecinal informe justificativo
de su actuación.

6. Una vez informado la Junta Vecinal de la Entidad
Local, con ocasión de la cuenta general, el órgano inter-
ventor remitirá anualmente los mismos términos, al Tri-
bunal de Cuentas.

SECCIÓN 2ª Régimen especial de fiscalización e in-
tervención limitada previa

ARTÍCULO 14. Régimen de fiscalización e interven-
ción limitada previa de requisitos básicos

1. De conformidad con lo establecido en el artículo
13 del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que
se regula el régimen jurídico del control interno en las
entidades del Sector Público Local, se establece el régi-
men de fiscalización e intervención limitada previa de
los actos de la Entidad Local por los que se apruebe la
realización de los siguientes gastos 

- Gastos de Personal.
- Contratación.
- Subvenciones.
- Patrimonio.
- Reclamaciones por responsabilidad patrimonial.
- Urbanismo.
- Patrimonio Público del Suelo.
- Devolución/reintegro de ingresos.
2. En estos casos, el órgano interventor se limitará a

comprobar los requisitos básicos siguientes:
a) La existencia de crédito presupuestario y que el

propuesto es adecuado a la naturaleza del gasto u obli-
gación que se proponga contraer.

Se entenderá que el crédito es adecuado cuando fi-
nancie obligaciones a contraer o nacidas y no prescritas
a cargo a la tesorería que cumplan los requisitos de los
artículos 172 y 176 del texto refundido de la Ley regula-
dora de las Haciendas Locales.

En los casos en los que el crédito presupuestario dé
cobertura a gastos con financiación afectada se com-
probará que los recursos que los financian son ejecuti-
vos, acreditándose con la existencia de documentos fe-
hacientes que acrediten su efectividad.

Cuando se trate de contraer compromisos de gastos
de carácter plurianual se comprobará, además, si se
cumple lo preceptuado en el artículo 174 del texto re-
fundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales.

b) Que las obligaciones o gastos se generan por ór-
gano competente.

En todo caso se comprobará la competencia del ór-
gano de contratación o concedente de la subvención
cuando dicho órgano no tenga atribuida la facultad para
la aprobación de los gastos de que se trate.

c) Aquellos otros requisitos básicos determinados
por acuerdo del Consejo de Ministros vigente en cada
momento respecto del ejercicio de la función interven-
tora en régimen de requisitos básicos.
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3. No obstante, será aplicable el régimen general de
fiscalización e intervención previa respecto de aquellos
tipos de gasto y obligaciones para los que no se haya
acordado el régimen de requisitos básicos a efectos de
fiscalización e intervención limitada previa, así como
para los gastos de cuantía indeterminada.

4. Las obligaciones o gastos sometidos a la fiscaliza-
ción e intervención limitada previa serán objeto de otra
plena con posterioridad, en el marco de las actuaciones
del control financiero que se planifiquen en los términos
recogidos en el título III de este Reglamento.

ARTÍCULO 15. Comprobación de requisitos básicos. 
En los casos anteriores de actos que están someti-

dos a la fiscalización previa limitada se comprobaran los
requisitos básicos determinados en cada momento por
el Consejos de Ministros, a cuyo efecto el órgano inter-
ventor queda facultado para determinar los formularios
y las adaptaciones informáticas que sean precisas para
su ejercicio.

ARTÍCULO 16. Reparos y observaciones complemen-
tarias en la fiscalización e intervención limitada previa.

1. Si no se cumpliesen los requisitos exigidos, el ór-
gano interventor procederá a formular reparo en la
forma y con los efectos previstos en esta sección 1.ª.

2. El órgano interventor podrá formular las observa-
ciones complementarias que considere convenientes,
sin que las mismas tengan, en ningún caso, efectos sus-
pensivos en la tramitación de los expedientes. Res-
pecto a estas observaciones no procederá el plantea-
miento de discrepancia.

SECCIÓN 3ª De la fiscalización previa de la aproba-
ción o autorización de gastos y de la disposición o com-
promiso de gasto

ARTÍCULO 17. Régimen general.
1. Sin perjuicio del régimen de fiscalización limitada

previa regulado en la sección 2ª, están sometidos a fisca-
lización previa los demás actos de la Entidad Local, cual-
quiera que sea su calificación, por los que se apruebe la
realización de un gasto, no incluidos en la relación del ar-
tículo 14.1 de este Reglamento.

2. Esta fiscalización e intervención previa sobre todo
tipo de acto que apruebe la realización de un gasto,
comprenderá consecuentemente las dos primeras fa-
ses de gestión del gasto: 

- La autorización (Fase “A”).
- La disposición o compromiso (Fase “D”) del gasto. 
Entre los actos sometidos a fiscalización previa se

consideran incluidos: 
- Los actos resolutorios de recursos administrativos

que tengan contenido económico. 
- Los convenios que se suscriban y cualesquiera

otros actos de naturaleza análoga, siempre que tengan
contenido económico.

3. En el ejercicio de la fiscalización previa se compro-
bará el cumplimiento de los trámites y requisitos esta-
blecidos por el ordenamiento jurídico mediante el exa-
men de los documentos e informes que integran el ex-
pediente, y en cualquier caso:

a) La existencia y adecuación del crédito.
b) Que las obligaciones o gastos se generan por ór-

gano competente.

c) Que el contenido y la tramitación del mismo se
ajustan a las disposiciones aplicables al caso. 

[En su caso] Que la selección del adjudicatario para la
[la entrega o prestación de servicio o suministro pres-
tado que corresponda] se ajustan a la normativa vigente
y las disposiciones aplicables al caso.

d) Que el expediente está completo y en disposición
de que una vez emitido el informe de fiscalización se
pueda dictar el acuerdo o resolución procedente.

e) Que el gasto fue debidamente autorizado y su im-
porte no se ha excedido.

ARTÍCULO 18. Exención de fiscalización previa.
No estarán sometidos a la fiscalización previa:
a) Los gastos de material no inventariable.
b) Los contratos menores.
c) Los gastos de carácter periódico y demás de tracto

sucesivo, una vez fiscalizado el gasto correspondiente
al período inicial del acto o contrato del que deriven o
sus modificaciones.

d) Los gastos menores de 3.005,06 euros que, de
acuerdo con la normativa vigente, se hagan efectivos a
través del sistema de anticipos de caja fija.

e) Los contratos de acceso a bases de datos y de sus-
cripción a publicaciones que no tengan el carácter de
contratos sujetos a regulación armonizada. 

SECCIÓN 4ª De la intervención previa del reconoci-
miento de la obligación y de la inversión

ARTÍCULO 19. Intervención de la liquidación del
gasto.

1. Están sometidas a intervención previa las liquida-
ciones de gastos o reconocimiento de obligaciones,
que ya tengan su origen en la ley o en negocios jurídi-
cos válidamente celebrados.

2. Esta intervención se practicará por el órgano inter-
ventor con carácter previo al acuerdo de liquidación del
gasto o reconocimiento de la obligación y constituirá la
fase “O”.

En este momento deberá quedar documentalmente
acreditado que se cumplen todos los requisitos necesa-
rios para el reconocimiento de la obligación, entre los
que se encontrará, en su caso, la acreditación de la rea-
lización de la prestación o el derecho del acreedor de
conformidad con los acuerdos que autorizaron y com-
prometieron el gasto así como el resultado favorable de
la comprobación material de la inversión.

ARTÍCULO 20. Contenido de las comprobaciones.
Sin perjuicio de las verificaciones en caso de apli-

carse el régimen de fiscalización e intervención limitada
previa de requisitos básicos, al efectuar la intervención
previa de la liquidación del gasto o reconocimiento de
obligaciones se deberá comprobar además:

a) Que las obligaciones responden a gastos aproba-
dos en las fases contables “A” y “D” y en su caso, fisca-
lizados favorablemente, salvo que la aprobación del
gasto y el reconocimiento de la obligación deban reali-
zarse simultáneamente.

b) Que los documentos justificativos de la obligación
se ajustan a las disposiciones legales y reglamentarias
que resulten de aplicación. En todo caso, en la docu-
mentación deberá constar:

  Identificación del acreedor.
  Importe exacto de la obligación.
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  Las prestaciones, servicios u otras causas de las que
derive la obligación del pago.

c) Que se ha comprobado materialmente, cuando
proceda, la efectiva y conforme realización de la obra,
servicio, suministro o gasto, y que ha sido realizada en
su caso dicha comprobación.

ARTÍCULO 21. Intervención material de la inversión.
1. La intervención de la comprobación material de la

inversión, se realiza antes de liquidar el gasto o recono-
cer la obligación efectuándose sobre la realidad física
de las inversiones.

2. Esta intervención material de la inversión se practi-
cará por el órgano interventor y verificará:

  La realización de las obras, servicios y adquisiciones
financiados con fondos públicos, y 

  Su adecuación al contenido del correspondiente
contrato. 

La intervención de la comprobación material de la in-
versión se realizará, en todo caso, concurriendo el ór-
gano interventor, o en quien delegue, al acto de recep-
ción de la obra, servicio o adquisición de que se trate.

En lo que respecta al procedimiento de delegación
mencionado, se estará a lo dispuesto en las bases de
ejecución de la Entidad Local.

Cuando se aprecien circunstancias que lo aconsejen,
el órgano interventor podrá acordar la realización de
comprobaciones materiales de la inversión durante la
ejecución de las obras, la prestación de servicios y fabri-
cación de bienes adquiridos mediante contratos de su-
ministros.

3. El órgano interventor podrá estar asesorado
cuando sea necesaria la posesión de conocimientos
técnicos para realizar la comprobación material.

4. La intervención de la comprobación material de la
inversión será preceptiva cuando el importe de ésta sea
igual o superior a 50.000,00 euros, con exclusión del
Impuesto sobre el Valor Añadido, y sin perjuicio de que
las bases de ejecución del presupuesto fijen un importe
inferior.

En este caso, los órganos gestores deberán solicitar
al órgano interventor, o en quien delegue, su asistencia
a la comprobación material de la inversión, con una an-
telación de veinte días a la fecha prevista para la recep-
ción de la inversión de que se trate.

Para ello deberá hacer llegar con dicha antelación so-
licitud al respecto, debidamente informada por el ór-
gano gestor con los documentos pertinentes, a las de-
pendencias de la Intervención.

El resultado de la comprobación material de la inver-
sión se reflejará en acta que será suscrita por todos los
que concurran al acto de recepción de la obra, servicio,
o adquisición y en la que se harán constar, en su caso,
las deficiencias apreciadas, las medidas a adoptar para
subsanarlas y los hechos y circunstancias relevantes
del acto de recepción.

En dicha acta o en informe ampliatorio podrán los
concurrentes, de forma individual o colectiva, expresar
las opiniones que estimen pertinentes.

5. En el resto de casos la intervención de la compro-
bación material de la inversión no será preceptiva, justi-
ficándose la comprobación de la inversión con uno de
los siguientes medios:

  El acta de conformidad firmada por quienes partici-
paron en la misma. 

  Con una certificación expedida por el Jefe de la uni-
dad a quien corresponda recibir o aceptar las obras,
servicios o adquisiciones, en la que se expresará ha-
berse hecho cargo del material adquirido, especificán-
dolo con el detalle necesario para su identificación, o
haberse ejecutado la obra o servicio con arreglo a las
condiciones generales y particulares que, en relación
con ellos, hubieran sido previamente establecidas.

SECCIÓN 5ª De la intervención formal y material del
pago

ARTÍCULO 22. De la intervención formal del pago.
1. Están sometidos a intervención formal de la orde-

nación del pago los actos por los que se ordenan pagos
con cargo a la Tesorería. 

2. Dicha intervención tendrá por objeto verificar:
  Que las órdenes de pago se dictan por órgano com-

petente. 
  Que se ajustan al acto de reconocimiento de la obli-

gación, mediante el examen de los documentos origi-
nales o de la certificación de dicho acto y de su inter-
vención suscrita por los mismos órganos que realizaron
dichas actuaciones.

  Que se acomodan al plan de disposición de fondos,
mediante el examen del propio plan de disposición de
fondos o del informe que al respecto emita la Tesorería.

  En los supuestos de existencia de retenciones judi-
ciales o de compensaciones de deudas del acreedor,
que las correspondientes minoraciones en el pago se
acreditarán mediante los acuerdos que las dispongan. 

ARTÍCULO 23. Conformidad y reparo.
Si el órgano interventor considerase que las órdenes

de pago cumplen los requisitos señalados en el artícu-
los anterior, se hará constar su conformidad mediante
diligencia firmada en la orden de pago o en documento
resumen de cargo a las cajas pagadoras.

El incumplimiento de los requisitos exigidos en el ar-
tículo anterior de la presente sección motivará la formu-
lación de reparo por el órgano interventor, en las condi-
ciones y con los efectos previstos en la sección 1.ª del
presente capítulo.

ARTÍCULO 24. De la intervención material del pago.
1. Está sometida a intervención material del pago la

ejecución de las órdenes de pago que tengan por ob-
jeto:

a) Cumplir, directamente, las obligaciones de la Te-
sorería de la entidad.

b) Situar fondos a disposición de cajeros y agentes
facultados legalmente para realizar pagos a los acree-
dores.

c) Instrumentar el movimiento de fondos y valores
entre las cuentas de la Tesorería.

2. Dicha intervención incluirá la verificación de: 
  La competencia del órgano para la realización del

pago, 
  La correcta identidad del perceptor 
  El importe debidamente reconocido.
3. Cuando el órgano interventor encuentre conforme

la actuación, firmará los documentos que autoricen la
salida de los fondos y valores. Si no la encuentra con-
forme en cuanto a la identidad del perceptor o la cuantía
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del pago formulará reparo motivado y por escrito, en
las condiciones y con los efectos previstos en la sección
1.ª del presente capítulo.

SECCIÓN 6ª De la fiscalización previa de las órdenes
de pago a justificar y anticipos de caja fija

ARTÍCULO 25. Fiscalización previa de las órdenes de
pago a justificar.

La fiscalización previa de las órdenes de pago a justi-
ficar por las que se ponen fondos a disposición de los
órganos pagadores de la Entidad Local y sus organis-
mos autónomos se verificará mediante la comproba-
ción de los siguientes requisitos:

a) Que las propuestas de pago a justificar se basan en
orden o resolución de autoridad competente para auto-
rizar los gastos a que se refieran.

b) Que existe crédito y el propuesto es el adecuado.
c) Que se adaptan a las normas que regulan la expe-

dición de órdenes de pago a justificar con cargo a sus
respectivos presupuestos de gastos.

d) Que el órgano pagador, a cuyo favor se libren las
órdenes de pago, ha justificado dentro del plazo corres-
pondiente la inversión de los fondos percibidos con an-
terioridad por los mismos conceptos presupuestarios.
No obstante, no procederá el reparo por falta de justifi-
cación dentro del plazo de libramientos anteriores
cuando, para paliar las consecuencias de acontecimien-
tos catastróficos, situaciones que supongan grave peli-
gro o necesidades que afecten directamente a la seguri-
dad pública, el Presidente de la Entidad autorice la ex-
pedición de una orden de pago específica.

e) Que la expedición de órdenes de pago “a justifi-
car” cumple con el plan de disposición de fondos de la
Tesorería, salvo en el caso de que se trate de paliar las
consecuencias de acontecimientos catastróficos, situa-
ciones que supongan grave peligro o necesidades que
afecten directamente a la seguridad pública.

Se entenderá que se cumple con el plan de disposi-
ción de fondos de la Tesorería, cuando las órdenes de
pago a justificar se realicen con cargo a conceptos pre-
supuestarios autorizados en las bases de ejecución del
presupuesto.

ARTÍCULO 26. Fiscalización previa de las órdenes de
pago de anticipos de caja fija.

1. La fiscalización previa de las órdenes de pago para
la constitución o modificación de los anticipos de caja
fija se verificará mediante la comprobación de los si-
guientes requisitos:

a) La existencia y adaptación a las normas que regu-
lan la distribución por cajas pagadoras del gasto má-
ximo asignado.

b) Que la propuesta de pago se basa en resolución
de autoridad competente.

2. Sin perjuicio del resto de requisitos que puedan re-
gular las bases de ejecución, en la fiscalización previa
de las reposiciones de fondos por anticipos de caja fija
el órgano interventor comprobará en cualquier caso:

a) Que el importe total de las cuentas justificativas
coincide con el de los documentos contables de ejecu-
ción del presupuesto de gastos.

b) Que las propuestas de pagos se basan en resolu-
ción de autoridad competente.

c) Que existe crédito y el propuesto es adecuado.

ARTÍCULO 27. Especialidades en cuanto al régimen
de los reparos.

1. El incumplimiento de los requisitos exigidos en los
artículos anteriores de la presente sección motivará la
formulación de reparo por el órgano interventor en las
condiciones y con los efectos previstos en la sección 1.ª
del presente capítulo.

2. No dará lugar a la formulación de reparo los su-
puestos en los que:

  El órgano pagador no justifique las órdenes de pago
a justificar dentro del plazo de libramientos anteriores
cuando, para paliar las consecuencias de acontecimien-
tos catastróficos, situaciones que supongan grave peli-
gro o necesidades que afecten directamente a la seguri-
dad pública, el [Alcalde/Presidente] de la Entidad auto-
rice la expedición de una orden de pago específica.

  La expedición de órdenes de pago “a justificar” no
cumpla con el plan de disposición de fondos de la Teso-
rería, en el caso de que se trate de paliar las consecuen-
cias de acontecimientos catastróficos, situaciones que
supongan grave peligro o necesidades que afecten di-
rectamente a la seguridad pública.

ARTÍCULO 28. Intervención de las cuentas justificati-
vas de los pagos a justificar y anticipos de caja fija.

1. En la intervención de las cuentas justificativas de
los pagos a justificar y de los anticipos de caja fija, se
comprobará en todo caso:

  Que corresponden a gastos concretos y determina-
dos en cuya ejecución se haya seguido el procedi-
miento aplicable en cada caso, 

  Que son adecuados al fin para el que se entregaron
los fondos, 

  Que se acredita la realización efectiva y conforme de
los gastos o servicios

  Que el pago se ha realizado a acreedor determinado
por el importe debido.

2. Esta intervención se llevará a cabo por el órgano
interventor, mediante el examen de las cuentas y los
documentos que justifiquen cada partida.

Los resultados se reflejarán en informe en el que el
órgano interventor manifestará su conformidad con la
cuenta o los defectos observados en la misma. La opi-
nión favorable o desfavorable contenida en el informe
se hará constar en la cuenta examinada, sin que tenga
este informe efectos suspensivos respecto de la apro-
bación de la cuenta.

El órgano competente aprobará, en su caso, las
cuentas, que quedarán a disposición del órgano de con-
trol externo.

3. Con ocasión de la dación en cuenta de la liquida-
ción del presupuesto, en un punto adicional, se elevará
a dicho órgano un informe con los resultados obtenidos
del control de las cuentas a justificar y anticipos de caja
fija.

SECCIÓN 7ª De la omisión de la función interventora.
ARTÍCULO 29. De la omisión de la función interven-

tora.
1. En los supuestos en los que la función interventora

fuera preceptiva y se hubiese omitido, no se podrá re-
conocer la obligación, ni tramitar el pago, ni intervenir
favorablemente estas actuaciones hasta que se co-
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nozca y resuelva dicha omisión en los términos previs-
tos en el presente artículo.

2. Si el órgano interventor al conocer de un expe-
diente observara omisión de la función interventora lo
manifestará a la autoridad que hubiera iniciado aquel y
emitirá al mismo tiempo su opinión respecto de la pro-
puesta, a fin de que, uniendo este informe a las actua-
ciones, pueda el [Alcalde/Presidente] de la Entidad deci-
dir si continua el procedimiento o no y demás actuacio-
nes que en su caso, procedan.

En los casos de que la omisión de la fiscalización pre-
via se refiera a las obligaciones o gastos cuya compe-
tencia sea de Pleno, el [/Presidente] de la Entidad de-
berá someter a decisión de la Junta Vecinal si continua
el procedimiento y las demás actuaciones que, en su
caso, procedan.

El acuerdo favorable del Presidente, de la Junta Veci-
nal o de la Junta de Gobierno Local no eximirá de la exi-
gencia de las responsabilidades a que, en su caso, hu-
biera lugar.

3. Este informe, que no tendrá naturaleza de fiscaliza-
ción, pondrá de manifiesto, como mínimo, los siguien-
tes extremos:

a) Descripción detallada del gasto, con inclusión de
todos los datos necesarios para su identificación, ha-
ciendo constar, al menos, el órgano gestor, el objeto del
gasto, el importe, la naturaleza jurídica, la fecha de reali-
zación, el concepto presupuestario y ejercicio econó-
mico al que se imputa.

b) Exposición de los incumplimientos normativos
que, a juicio del interventor informante, se produjeron
en el momento en que se adoptó el acto con omisión de
la preceptiva fiscalización o intervención previa, enun-
ciando expresamente los preceptos legales infringidos.

c) Constatación de que las prestaciones se han lle-
vado a cabo efectivamente y de que su precio se ajusta
al precio de mercado, para lo cual se tendrán en cuenta
las valoraciones y justificantes aportados por el órgano
gestor, que habrá de recabar los asesoramientos o in-
formes técnicos que resulten precisos a tal fin.

d) Comprobación de que existe crédito presupuesta-
rio adecuado y suficiente para satisfacer el importe del
gasto.

e) Posibilidad y conveniencia de revisar los actos dic-
tados con infracción del ordenamiento, que será apre-
ciada por el interventor en función de si se han realizado
o no las prestaciones, el carácter de éstas y su valora-
ción, así como de los incumplimientos legales que se
hayan producido. 

4. Estos casos se incluirán en el informe anual de to-
das las resoluciones adoptadas por el Presidente de la
Entidad Local contrarias a los reparos efectuados.

TÍTULO III. DEL CONTROL FINANCIERO
CAPÍTULO I. Disposiciones generales
ARTÍCULO 30.- Objeto, forma de ejercicio y alcance. 
1. En atención a lo recogido en el artículo 39 y si-

guientes del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por
el que se regula el régimen jurídico del control interno
en las entidades del Sector Público Local, y al modelo
de contabilidad utilizado en esta Entidad, es de aplica-
ción el régimen de control financiero simplificado.

2. El control financiero al que se refiere el artículo 29
del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se
regula el régimen jurídico del control interno en las enti-
dades del Sector Público Local, se ejerce de manera po-
testativa mediante las actuaciones que se recogen en
los artículos siguientes.

3. El control financiero, que será ejercido con plena
autonomía e independencia respecto de las unidades y
entidades u organismos cuya gestión se controle, se re-
alizará por la Intervención, de conformidad con lo pre-
visto en el presente Reglamento y en la normativa bá-
sica de aplicación: el Real Decreto 424/2017, de 28 de
abril, por el que se regula el régimen jurídico del control
interno en las entidades del Sector Público Local y el
texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas
Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004,
de 5 de marzo. 

ARTÍCULO 31. Actuaciones de control financiero. 
El control financiero de esta Entidad, en aplicación

del referido régimen de control simplificado, se ejercerá
mediante:

1. La auditoría de cuentas recogida en el artículo
29.3.a) del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el
que se regula el régimen jurídico del control interno en
las entidades del Sector Público Local, que tiene por ob-
jeto la verificación relativa a si las cuentas anuales re-
presentan en todos los aspectos significativos la ima-
gen fiel del patrimonio, de la situación financiera, de los
resultados de la entidad y, en su caso, la ejecución del
presupuesto de acuerdo con las normas y principios
contables y presupuestarios que le son de aplicación y
contienen la información necesaria para su interpreta-
ción y comprensión adecuada.

El órgano interventor de la Entidad Local realizará
anualmente la auditoría de las cuentas anuales de:

a) Los organismos autónomos locales.
b) Las entidades públicas empresariales locales.
c) Las fundaciones del sector público local obligadas

a auditarse por su normativa específica.
d) Los fondos y los consorcios a los que se refiere el

artículo 2.2 de este Reglamento.
e) Las sociedades mercantiles y las fundaciones del

sector público local no sometidas a la obligación de au-
ditarse que se hubieran incluido en el plan anual de au-
ditorías.

2. Aquellas actuaciones cuya realización derive de
una obligación legal.

ARTÍCULO 32. Colaboración en las actuaciones de
auditoría pública

1. A propuesta del órgano interventor, para la realiza-
ción de las auditorías públicas podrá recabarse colabo-
ración pública o privada, siempre y cuando se consigne
en los presupuestos de la Entidad Local la cuantía sufi-
ciente para responder a las necesidades de colabora-
ción.

2. Dicha colaboración de otros órganos públicos se
llevará a cabo mediante el concierto de los Convenios
oportunos.

3. De igual manera, si así se estima oportuno por el
órgano interventor se podrá contratar la colaboración
con firmas privadas de auditoría que deberán ajustarse
a las instrucciones dictadas por esta Intervención.
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Los auditores serán contratados por un plazo má-
ximo de dos años, prorrogable en los términos estable-
cidos en la legislación de contratos del sector público,
no pudiendo superarse los ocho años de realización de
trabajos sobre una misma entidad a través de contrata-
ciones sucesivas, incluidas sus correspondientes pró-
rrogas, ni pudiendo a dichos efectos ser contratados
para la realización de trabajos sobre una misma entidad
hasta transcurridos dos años desde la finalización del
período de ocho.

Las sociedades de auditoría o auditores de cuentas
individuales concurrentes en relación con cada trabajo
a adjudicar no podrán ser contratados cuando, en el
mismo año o en el año anterior a aquel en que van a de-
sarrollar su trabajo, hayan realizado o realicen otros tra-
bajos para la entidad, sobre áreas o materias respecto
de las cuales deba pronunciarse el auditor en su in-
forme.

CAPÍTULO II. Del resultado del control financiero
ARTÍCULO 33. Informes de control financiero. 
1. El órgano interventor, u órgano en quien delegue,

que haya desarrollado las actuaciones de control finan-
ciero, deberá emitir informe escrito en el que se expon-
drán de forma clara, objetiva y ponderada:

  Los hechos comprobados.
  Las conclusiones obtenidas.
  Las recomendaciones sobre las actuaciones objeto

de control. 
  Las deficiencias que deban ser subsanadas me-

diante una actuación correctora inmediata.
2. Dicho informe tendrá carácter provisional y se re-

mitirá por el órgano que haya efectuado el control al
gestor directo de la actividad controlada para que, en el
plazo máximo de quince días desde la recepción del in-
forme, formule las alegaciones que estime oportunas o
en el caso de existir deficiencias admitidas por el ór-
gano gestor, éste indique las medidas necesarias y el
calendario previsto para solucionarlas. 

3. En base en el informe provisional y en las alegacio-
nes recibidas, el órgano interventor emitirá el informe
definitivo. Si no se hubieran recibido alegaciones en el
plazo señalado para ello el informe provisional se ele-
vará a definitivo. 

4. El informe definitivo incluirá las alegaciones del
gestor y, en su caso, las observaciones del órgano de
control sobre dichas alegaciones.

ARTÍCULO 34. Destinatarios de los informes de con-
trol financiero. 

1. Los informes definitivos de control financiero se-
rán remitidos por la Intervención a los siguientes desti-
natarios: 

Al gestor directo de la actividad controlada.
a) Al [Alcalde/Presidente] de la Entidad, y a través de

él, a la Junta Vecinal para su conocimiento. 
El análisis del informe constituirá un punto indepen-

diente en el orden del día de la correspondiente sesión
plenaria.

b) A la Intervención General de la Administración del
Estado, para su integración en el registro de cuentas
anuales del sector público.

ARTÍCULO 35. Informe resumen.
1. El órgano interventor deberá elaborar con carácter

anual y con ocasión de la aprobación de la cuenta gene-
ral, el informe resumen de los resultados del control in-
terno señalado en el artículo 213 del Texto Refundido
de la Ley reguladora de las Haciendas Locales.

2. Este informe contendrá los resultados más signifi-
cativos derivados de las de las actuaciones de control fi-
nanciero y de función interventora realizadas en el ejer-
cicio anterior.

ARTÍCULO 36. Destinatarios del informe resumen. 
1. El informe resumen del control interno de la Enti-

dad Local será remitido por la Intervención a los si-
guientes destinatarios: 

A la Junta Vecinal, a través del [Alcalde/Presidente]
de la Entidad. 

a) A la Intervención General de la Administración del
Estado, en el curso del primer cuatrimestre de cada año 

ARTÍCULO 37. Plan de acción.
1. De las debilidades, deficiencias, errores e incum-

plimientos que se pongan de manifiesto en el informe
resumen referido en el artículo anterior, el [Alcalde/Pre-
sidente] de la Entidad formalizará un plan de acción que
determine las medidas a adoptar para subsanarlas. 

2. El plan de acción se elaborará en el plazo máximo
de 3 meses desde la remisión del informe resumen a la
Junta Vecinal y contendrá:

  Las medidas de corrección adoptadas, 
  El responsable de implementarlas y 
  El calendario de actuaciones a realizar, relativos

tanto a la gestión de la propia Entidad como a la de los
organismos y entidades públicas adscritas o depen-
dientes y de las que ejerza la tutela.

3. El plan de acción será remitido al órgano interven-
tor de la Entidad Local, que valorará su adecuación para
solventar las deficiencias señaladas y en su caso los re-
sultados obtenidos en el plazo de 15 días naturales.

El órgano interventor informará a la Junta Vecinal so-
bre la situación de la corrección de las debilidades
puestas de manifiesto, en el plazo de 15 días naturales
desde la recepción del referido plan de acción.”

Contra la aprobación definitiva, que pone fin a la vía
administrativa, podrá interponerse recurso conten-
cioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía con sede en Granada, en el plazo de dos meses,
contados desde el día siguiente al de la publicación de
la aprobación definitiva en el Boletín Oficial de la provin-
cia de Granada, sin perjuicio de cualquier otro que es-
time procedente.

Lo que se hace público para general conocimiento
en Picena, 20 de mayo de 2019.-El Presidente, fdo.: Pe-
dro Acuyo Peláez.
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NÚMERO 2.542

AYUNTAMIENTO DE PINOS PUENTE (Granada)

Listado definitivo de dos plazas de Administrativo
funcionario de carrera

EDICTO

D. José Enrique Medina Ramírez, Alcalde Presidente
del Excmo. Ayuntamiento de Pinos Puente (Granada),

HACE SABER: Que por resolución de Alcaldía y de
conformidad con el apartado 4 de las bases de la con-
vocatoria aprobadas en sesión de Junta de Gobierno
Local de fecha 31 de enero de 2019.

En virtud del artículo 20 del Real Decreto 364/1995,
de 10 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento
General de Ingreso del Personal al Servicio de la Admi-
nistración General del Estado y de Provisión de Puestos
de Trabajo y Promoción Profesional de los Funcionarios
Civiles de la Administración General del Estado, y del
artículo 2l.l.g), de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases
del Régimen Local,

PRIMERO. Declarar aprobado el listado definitivo de
admitidos de la convocatoria que podrán consultarse
en el tablón de edictos del Ayuntamiento de Pinos
Puente, así como en la página Web (www.pinos-
puente.es).

SEGUNDO: Proceder al nombramiento de los miem-
bros del Tribunal de selección de esta convocatoria que
a continuación se relaciona: 

PRESIDENTE 
José Ignacio Martínez García (Diputación de Gra-

nada)
PRESIDENTE SUPLENTE
Francisco Cabrera García (Diputación de Granada)
VOCALES TITULARES: 
Carmen Machado López (Diputación de Granada)
Mª del Mar Garnica Cárdenas (Diputación de Gra-

nada)
Elena Valenzuela Poyatos (Diputación de Granada)
VOCALES SUPLENTES INDISTINTOS:
Rosario Vela Rodríguez. (Diputación de Granada)
Manuela Real López. (Diputación de Granada)
Ramón Fernández Fernández. (Diputación de Gra-

nada).
VOCAL Y SECRETARIA CON VOZ Y VOTO (Art. 16

Ley 40/2015 de 1 de octubre RJSP)
Dª Fuensanta Navarro Pavón. (Secretaría General del

Excmo. Ayuntamiento de Pinos Puente).
TERCERO: Los miembros de tribunal, tras el acuerdo

adaptado por Junta de Gobierno Local de fecha 3 de abril
de 2019 y en base al Real Decreto 896/1991, se reunirán
para proceder a la valoración de la Fase de Concurso.

CUARTO: Una vez valorada la fase de concurso, se
hará público el resultado y se anunciará la fecha de co-
mienzo de los ejercicios. 

Indicar a los interesados que las posteriores comuni-
caciones se efectuarán a través del tablón de edictos
del Ayuntamiento de Pinos Puente, así como en la pá-
gina Web (www.pinospuente.es).

Pinos Puente, 20 de mayo de 2019.-El Alcalde, fdo.:
José Enrique Medina Ramírez. 

NÚMERO 2.540

AYUNTAMIENTO DE SANTA FE (Granada)

Delegaciones de Alcaldía

EDICTO

Por medio del siguiente edicto se hacen públicos los
decretos de alcaldía por los que se delegan competen-
cias los días 14/05/2019 y 21/05/2019, y que son del te-
nor literal siguiente:

“D. Manuel Gil Corral, Alcalde-Presidente del Excmo.
Ayuntamiento de Santa Fe, en uso de las atribuciones
que me confiere la legislación sobre Régimen Local
vengo a dictar el siguiente, 

DECRETO:
Considerando que corresponde a los Tenientes de

Alcalde, en cuanto tales, sustituir en la totalidad de sus
funciones y por el orden de su nombramiento al Al-
calde, en los casos de ausencia, enfermedad o impedi-
mento que imposibilite a éste para el ejercicio de sus
atribuciones, así como desempeñar las funciones del
Alcalde en los supuestos de vacante en la Alcaldía hasta
que tome posesión el nuevo Alcalde. 

Considerando que durante el día 14 de mayo de 2019
me ausentaré del Ayuntamiento por motivo de viaje ofi-
cia, es conveniente y adecuado, para una mayor efica-
cia en la gestión, delegar en los Tenientes de Alcalde la
totalidad de las competencias municipales que me con-
fiere la legislación sobre régimen local. 

Por todo ello, en virtud de lo dispuesto en los artícu-
los 23.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las
Bases del Régimen Local, y de acuerdo con los artículos
44 y 47 del Reglamento de Organización, Funciona-
miento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales,
aprobado por Real Decreto 2568/1986, de 28 de no-
viembre, 

RESUELVO: 
PRIMERO. Delegar la totalidad de las funciones de la

Alcaldía, en los términos del artículo 23.3 Ley 7/1985, de
2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local,
en los siguientes términos: 

- El día 14 de mayo de 2019 a D. Miguel Iván Canalejo
Fernández, Primer Teniente de Alcalde.

SEGUNDO. Los Tenientes de Alcalde no podrán re-
vocar las delegaciones que hubiera otorgado el Alcalde
en virtud de lo dispuesto en el artículo 43 del Real De-
creto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se
aprueba el Reglamento de Organización, Funciona-
miento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales. 

TERCERO. El órgano delegado ha de informar a esta
Alcaldía, a posteriori, y, en todo caso, cuando se le re-
quiera para ello, de la gestión realizada y de las disposi-
ciones dictadas en el período de referencia, y con carác-
ter previo de aquellas decisiones de trascendencia, tal y
como se prevé en al artículo 115 del Real Decreto
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2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba
el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Ré-
gimen Jurídico de las Entidades Locales. 

CUARTO. La delegación conferida en el presente De-
creto requerirá para su eficacia la aceptación del órgano
delegado, entendiéndose ésta otorgada tácitamente si
no se formula ante esta Alcaldía expresa manifestación
de no aceptación de la delegación en el término de tres
días hábiles contados desde el siguiente a aquel en que
le sea notificada esta resolución. 

QUINTO. La presente resolución será publicada en el
Boletín Oficial de la Provincia, dando cuenta de su con-
tenido al Pleno de la Corporación en la primera sesión
que esta celebre.

SEXTO. En lo no previsto expresamente en esta re-
solución se aplicarán directamente las previsiones de la
Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del
Régimen Local, y del Real Decreto 2568/1986, de 28 de
noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Or-
ganización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las
Entidades Locales, en cuanto a las reglas que para la de-
legación se establecen en dichas normas.

Santa Fe, 20 de mayo de 2019.-El Alcalde, fdo.: Ma-
nuel Gil Corral.”

“D. Manuel Gil Corral, Alcalde-Presidente del Excmo.
Ayuntamiento de Santa Fe, en uso de las atribuciones
que me confiere la legislación sobre Régimen Local
vengo a dictar el siguiente, 

DECRETO:
Considerando que corresponde a los Tenientes de

Alcalde, en cuanto tales, sustituir en la totalidad de sus
funciones y por el orden de su nombramiento al Al-
calde, en los casos de ausencia, enfermedad o impedi-
mento que imposibilite a éste para el ejercicio de sus
atribuciones, así como desempeñar las funciones del
Alcalde en los supuestos de vacante en la Alcaldía hasta
que tome posesión el nuevo Alcalde. 

Considerando que durante el día 21 de mayo de 2019
me ausentaré del Ayuntamiento, es conveniente y ade-
cuado, para una mayor eficacia en la gestión, delegar
en los Tenientes de Alcalde la totalidad de las compe-
tencias municipales que me confiere la legislación so-
bre régimen local. 

Por todo ello, en virtud de lo dispuesto en los artícu-
los 23.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las
Bases del Régimen Local, y de acuerdo con los artículos
44 y 47 del Reglamento de Organización, Funciona-
miento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales,
aprobado por Real Decreto 2568/1986, de 28 de no-
viembre, 

RESUELVO: 
PRIMERO. Delegar la totalidad de las funciones de la

Alcaldía, en los términos del artículo 23.3 Ley 7/1985, de
2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local,
en los siguientes términos: 

- El día 21 de mayo de 2019 a D. Miguel Iván Canalejo
Fernández, Primer Teniente de Alcalde.

SEGUNDO. Los Tenientes de Alcalde no podrán re-
vocar las delegaciones que hubiera otorgado el Alcalde
en virtud de lo dispuesto en el artículo 43 del Real De-

creto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se
aprueba el Reglamento de Organización, Funciona-
miento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales. 

TERCERO. El órgano delegado ha de informar a esta
Alcaldía, a posteriori, y, en todo caso, cuando se le re-
quiera para ello, de la gestión realizada y de las disposi-
ciones dictadas en el período de referencia, y con carác-
ter previo de aquellas decisiones de trascendencia, tal y
como se prevé en al artículo 115 del Real Decreto
2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba
el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Ré-
gimen Jurídico de las Entidades Locales. 

CUARTO. La delegación conferida en el presente De-
creto requerirá para su eficacia la aceptación del órgano
delegado, entendiéndose ésta otorgada tácitamente si
no se formula ante esta Alcaldía expresa manifestación
de no aceptación de la delegación en el término de tres
días hábiles contados desde el siguiente a aquel en que
le sea notificada esta resolución. 

QUINTO. La presente resolución será publicada en el
Boletín Oficial de la Provincia, dando cuenta de su con-
tenido al Pleno de la Corporación en la primera sesión
que esta celebre.

SEXTO. En lo no previsto expresamente en esta re-
solución se aplicarán directamente las previsiones de la
Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del
Régimen Local, y del Real Decreto 2568/1986, de 28 de
noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Or-
ganización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las
Entidades Locales, en cuanto a las reglas que para la de-
legación se establecen en dichas normas.

Santa Fe, 20 de mayo de 2019.-El Alcalde, fdo.: Ma-
nuel Gil Corral.”

Lo que se hace público para general conocimiento.

Santa Fe, 20 de mayo de 2019.-El Alcalde-Presidente,
fdo.: Manuel Gil Corral.

NÚMERO 2.543

AYUNTAMIENTO DE VALDERRUBIO (Granada)

Delegación de atribuciones para celebración de
matrimonio civil

EDICTO

RESOLUCIÓN DE ALCALDÍA
Visto se considera conveniente y adecuado (/por ha-

berlo solicitado así los contrayentes), delegar en Dª Mi-
riam Martín Palomares, Concejal de este Ayuntamiento,
la autorización del acto de celebración del matrimonio
civil entre D. José Salas Castillo y Dª Sandra Retamero
Guerrero, el día 8 de junio de 2019. Examinada la docu-
mentación que la acompaña, y de conformidad con lo
establecido en el apartado cuarto de la Instrucción de 26
de enero de 1995, de la Dirección General de los Regis-
tros y del Notariado, sobre Directrices sobre la autoriza-
ción del matrimonio civil por los Alcaldes, 
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RESUELVO
PRIMERO. Delegar en favor de Dª Miriam Martín Pa-

lomares, Concejala de este Ayuntamiento, el ejercicio
de la competencia correspondiente a la autorización del
acto de celebración del matrimonio civil entre los con-
trayentes D. José Salas Castillo y Dª Sandra Retamero
Guerrero, el día 8 de junio de 2019.

SEGUNDO. La delegación deberá estar documen-
tada previamente, bastando con que en el acta de auto-
rización del matrimonio se haga constar que el Concejal
ha actuado por delegación de Alcaldesa Presidenta. 

TERCERO. La delegación conferida en la presente re-
solución requerirá para su eficacia la aceptación del ór-
gano delegado, entendiéndose ésta otorgada tácita-
mente sí no se formula ante Alcaldesa Presidenta ex-
presa manifestación de no aceptación de la delegación
en el término de tres días hábiles contados desde el si-
guiente a aquel en que le sea notificada esta resolución.

Valderrubio, 21 de mayo de 2019.-Lo manda y firma
la Sra. Alcaldesa, fdo.: Francisca Blanco Martín.

NÚMERO 2.513

AYUNTAMIENTO DE EL VALLE (Granada)

Aprobación del Plan Económico-Financiero 

EDICTO

Se hace saber, en cumplimiento de lo previsto por el
art. 23 de la Ley Orgánica 2/2012, que el Ayuntamiento
Pleno en Sesión de fecha 30.04.2019, adoptó acuerdo
sobre Aprobación de Plan Económico Financiero.

RESUMEN: Plan Económico-Financiero por Incum-
plimiento de la Estabilidad presupuestaria en la Liquida-
ción del Presupuesto Ejercicio 2018.

CAUSA DEL INCUMPLIMIENTO: La tramitación de
los expedientes de modificación de créditos por incor-
poración de remanentes de crédito suponen, para el
ejercicio en el cual se realizan, un incremento de los
gastos no financieros de la Estabilidad Presupuestaria y
un incremento del gasto computable a efectos de la Re-
gla de Gasto, sin perjuicio de que el mismo se financie
con el ahorro derivado de la liquidación de ejercicio an-
terior, es decir con el remanente de Tesorería.

En el caso del remanente de tesorería para gastos
con financiación afectada, la incorporación de rema-
nentes de crédito es obligatoria por imperativo legal, de
acuerdo con el artículo 182.3 del Texto Refundido de la
Ley reguladora de las Haciendas Locales.

Se deduce por tanto que en el incumplimiento de la
Estabilidad Presupuestaria en la liquidación del presu-
puesto municipal para el ejercicio 2018, la aprobación
de los expedientes de modificación de créditos por in-
corporación de remanente de créditos ha sido la causa,
además de la inejecución del presupuesto de 2017, en
la cuantía indicada.

MEDIDAS: No se establece ninguna medida, salvo la
de la aprobación de los presupuestos de los ejercicios
2019 y 2020 en situación de equilibrio o superávit presu-

puestario, por no considerar necesaria en base a que to-
das las magnitudes reflejan que la situación económico-
financiera de esta Entidad son realmente positivas, tal
como se indica en los apartados 2 y 3 de este PEF.

Siguiendo el criterio fijado por la subdirección Gene-
ral de Estudios y Financiación de entidades Locales so-
bre este asunto.

La Corporación Acuerda:
Primero.- Quedar enterado de la evaluación de la es-

tabilidad presupuestaria efectuada por la Secretaría-In-
tervención por informe de 22 de abril de 2019.

Segundo.- Aprobar el Plan Económico Financiero del
Ayuntamiento en los términos que constan en el docu-
mento y parte integrante del presente acuerdo.

Tercero.- Remitir al Ministerio de Hacienda y Admi-
nistraciones Públicas para su aprobación y/o publica-
ción en su portal Web, en el plazo legalmente previsto.

Cuarto.- Publicar el Plan Económico-Financiero en el
Boletín Oficial de la Provincia, a efectos meramente in-
formativos. Una copia del PEF se hallará a disposición
del público desde su aprobación hasta el término de su
vigencia.

Lo que se hace público para general conocimiento.

El Valle, 14 de mayo de 2019.-El Alcalde, fdo.: Juan
Antonio Palomino Molina.

NÚMERO 2.545

AYUNTAMIENTO DE VALLE DEL ZALABÍ (Granada)

Aprobación inicial de proyecto de actuación

EDICTO

Vista la solicitud de D. Cristóbal Miguel Requena Her-
nández para la aprobación del proyecto de actuación,
para la construcción de una explotación de ganado bo-
vino, a ubicar en un terreno clasificado como no urbani-
zable de protección especial situado en el paraje “Cruz”,
polígono 1, parcelas 80, 81, 82 y 84, redactado por el In-
geniero Técnico Agrícola D. Manuel Salazar Fernández,
a tenor del artículo 43.1 c de la Ley 7/2002 de Ordena-
ción Urbanística de Andalucía, se somete el expediente
a información pública por plazo de 20 días desde la in-
serción del presente anuncio en el BOP, a efectos de
que los interesados y legitimados, puedan formular las
sugerencias o reclamaciones que estimen procedentes. 

Asimismo se publicará en el tablón de anuncios de la
sede electrónica del Ayuntamiento de Valle del Zalabí
(https:/ /moad.dipgra.es/moad/Gtablon_web-
moad/bandejaAnuncios.htm;jsessionid=4197C6A9E95
3681F2C5D465794A12E9A?cid=4344

El expediente se encuentra en las dependencias del
Ayuntamiento, pudiéndose consultar durante horario
de oficina.

Valle del Zalabí, 16 de mayo de 2019.-El Alcalde, fdo.:
Manuel Aranda Delgado.
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NÚMERO 2.544

AYUNTAMIENTO DE VALLE DEL ZALABÍ (Granada)

Expediente de modificación del presupuesto núm. 04/2019

EDICTO

D. Manuel Aranda Delgado, Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Valle del Zalabí (Granada),
HAGO SABER: Al no haberse presentado reclamación alguna a la aprobación inicial del expediente de modificación

de crédito número 04/2019, del Presupuesto General de esta Corporación para el ejercicio 2019 aprobado inicialmente
por el Pleno de esta Corporación en sesión celebrada el 15/042019 y publicados en el B.O.P. nº 81 de fecha 02/05/2019,
se considera definitivamente aprobado, lo que se hace público de conformidad con lo dispuesto en el artículo 169 del
Real Decreto Legislativo, 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley reguladora de las
Haciendas Locales.

La modificación se realiza mediante transferencia de créditos que no han sido comprometidas y su baja no perjudica
el servicio a que están destinados.

Pro.    Eco.           Descripción                                                                                      Bajan
491    120            Retribuciones Básicas Guadalinfo                                               693,13
491    121            Retribuciones Complementarias. Funcionarios                         494,08
                             Total Modificación                                                                     1.187,21
          
                             Descripción                                                                                    Suben
491    212            Reparación. Centro Guadalinfo                                                   400,00           
491    22002        Suministro material informático no inventaríales                      450,00
491    221.99       Otros Suministros para Centro Guadalinfo                                 337,21
                             Total modificación                                                                     1.187,21           

Por que se hace público para general conocimiento.

Valle del Zalabí, 20 de mayo de 2019.-El Alcalde, fdo.: Manuel Aranda Delegado.

NÚMERO 2.500

COMUNIDAD DE REGANTES NUEVOS REGADÍOS DE TARAMAY-ALMUÑÉCAR

Convocatoria a junta general ordinaria

EDICTO

COMUNIDAD DE REGANTES NUEVOS REGADÍOS DE TARAMAY - ALMUÑÉCAR
CONVOCATORIA:
Se convoca Junta General Ordinaria que se celebrará en el salón de actos de la Iglesia sita en el Callejón Cariñena,

junto C.P. Virgen de la Antigua de Almuñécar, el día 19 de junio de 2019 a las 7:30 de la tarde en primera convocatoria
y a las 8:00 en segunda convocatoria, para tratar los siguientes asuntos:

ORDEN DEL DÍA:
1.- Lectura y aprobación del Acta anterior.
2.- Examen y aprobación de las Cuentas del ejercicio 2018
3.- Examen y aprobación del Presupuesto del ejercicio 2019
4.- Asuntos de interés para la Comunidad: Póliza, adoptar acuerdos.
5.- Ruegos, sugerencias y preguntas.

Almuñécar, 13 de mayo de 2019.-El Presidente (firma ilegible). n
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